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La Unidad para las Victimas creé la Escuela de Reparaciones con el fin de involucrar
a las entidades publicas y privadas, a las victimas y a la sociedad civil, en la
implementacién de la Ley de Victimas. La Escuela de Reparaciones lidera procesos
de formacién continua con el propésito de informar, sensibilizar y comprometer
a diferentes sectores de la sociedad en la reparacién integral de las victimas del
conflicto armado interno colombiano.

En desarrollo de sus propésitos, la Escuela de Reparaciones creé una estrategia
internacional como un espacio de construccién, difusién e intercambio de
conocimiento en el marco de la Cooperaciéon Sur-Sur (CSS), con el objetivo de
conocer experiencias significativas que permitan analizar, comparar, retroalimentar
y evaluar las estrategias de reparacién implementadas por diferentes paises en
contextos de justicia transicional. Desde alli, se pretende la construccién conjunta
de reflexiones a partir de los retos y aprendizajes de la implementacién de dichos
programas, que sirvan como insumo tanto para los gobiernos que se encuentran
adelantando este tipo de procesos, como para aquellos que en el futuro inicien
acciones similares.

La Escuela de Reparaciones Internacional tiene como objetivo propiciar un espacio
de intercambio de experiencias en el marco de la Cooperacién Sur-Sury la gestién
del conocimiento, con el propésito de facilitar la discusién vy visibilizacién de la
reparacién integral a las victimas del conflicto armado.

Para ello, establecié como objetivos especificos:

Socializar la experiencia colombiana en la implementacién de la politica publica
de atencién, asistencia y reparacién integral a las victimas, sus avances y refos a
partir de la Ley 1448 de 2011.

Conocer las experiencias de paises integrantes de la Cooperacién Sur-Sur en
materia de justicia transicional, reparacién administrativa a victimas y teméticas
relacionadas, para identificar las lecciones aprendidas, realizar reflexiones
prdcticas y lograr aprendizajes comunes sobre estas materias.

Promover una red global que aporte estrategias favorables para el proceso de
reparacién integral a victimas en la regién.



El primer encuentro de la Escuela de Reparaciones Internacional se desarrollé en la
ciudades de Bogotd y Valledupar (Colombia) entre el 4 y el 8 de mayo de 2015 y conté
con la presencia de funcionarios y expertos colombianos y delegados de El Salvador,
Filipinas, Guatemala, Marruecos, México, PerG y Ruanda, quienes conversaron acerca
de temas tales como los arreglos institucionales necesarios para la implementacién de
las politicas de reparacién, la dimensién individual y colectiva de la reparacién vy el
reconocimiento de la importancia del enfoque de género y de nifiez. Asimismo, hubo
un espacio para el didlogo acerca del papel de la cooperacién internacional en el
fortalecimiento y el apoyo a las politicas de reparacién.

Ademds, se tuvo la oportunidad de escuchar las ponencias de Jean Damascéne
Bizimana acerca de la reconciliacién en Ruanda, de Carolina Sudrez sobre las garantias
de no repeticién en Colombia y de Maria Florencia Mazzadi en lo relacionado con las
estrategias pedagégicas y audiovisuales que se emplean en Argentina para la difusién
de los Derechos Humanos a través de la Fundacién Cinemigrante.

Los diferentes espacios de didlogo y las diversas experiencias que fueron
presentadas durante esta semana fueron oportunidades de construccién, difusién
e infercambio de conocimiento que permitieron impulsar el lanzamiento de la Red
Internacional de Programas de Reparacién la cual servird para nutrir la informacién
sobre la materia.




PAISES PARTICIPANTES

La Escuela de Reparaciones Internacional conté con la participacion de diferentes
paises, en atencién a su experiencia en la implementacién de programas de
reparacién en contextos de justicia transicional. A continuacién, se realiza una
descripcién del contexto de cada pais que pretende dar a conocer de manera
general los origenes de los diferentes conflictos, sus dindmicas y consecuencias
para poder comprender desde esta perspectiva el disefio e implementacién de sus
programas de reparacion.

RUANDA

El conflicto y posterior genocidio en Ruanda tiene sus raices mds profundas en la
época postcolonial. Es necesario recordar que Ruanda estuvo bajo el poder belga
desde que Alemania perdié sus colonias en el fin de la segunda guerra mundial,
la cual tuvo entre ofras consecuencias la descolonizacién de Africa por parte de
las potencias europeas durante la década de 1950. La descolonizacién belga de
Ruanda exacerbé las tensiones étnicas ya existentes entre las dos etnias mayoritarias
de Ruanda: hutus y tutsis, un ejemplo de esto fue el incidente de 1959 en el cual 7
un levantamiento hutu ocasiono la muerte de cientos de tutsis y forzé a miles a
desplazarse a los paises vecinos. En el inicio de la década de 1960 se dio la
revoluciéon social hutu, que buscaba terminar con el tradicional dominio tutsi en
el pafs. De manera que para 1962, afio de la independencia de Ruanda, habia
alrededor de 120.000 personas —mayoritariamente tutsis— refugiadas en los Estados
vecinos a causa de la violencia hutu (Organizacién de Naciones Unidas, 2007).

Los refugiados tutsis comenzaron a su vez a organizarse con el fin de regresar y
recuperar el poder perdido en Ruanda, entre 1962 y 1967 se dieron diez ataques
a blancos gubernamentales estratégicos hutus, los cuales a su vez ocasionaron
represalias contra los tutsis que aln segufan en Ruanda, aumentando el nGmero
de refugiados a 480.000 en 1980. Los refugiados exigian su derecho a retornar,
sin embargo, el gobierno ruandés argumentaba que no habia suficientes recursos
para recibir un volumen de personas tan amplio y en 1988 nace en Kampala
(Uganda) el Frente Patriético Ruandés (FPR), el cual luchaba por la repatriacién de
los ruandeses exiliados y la reforma del gobierno. De modo que para finales de la



década de 1980, el conflicto se daba entre el gobierno ruandés (hutu) y el FPR,
este conflicto siguié aumentando las tensiones étnicas ya que debido a los ataques
del FPR, se generd en el gobierno ruandés una politica de propaganda de odio
que buscaba sefialar a los tutsis como enemigos y a la oposicién en el pais como

traidores (Clark, 2009).

En 1993, gracias a los esfuerzos de la Unién Africana se firmé un acuerdo de
paz y se cred la Mision de las Naciones Unidas para la Asistencia en Ruanda
(UNAMIR), sin embargo la implementacién de los acuerdos no fue efectiva y las
violaciones a los Derechos Humanos continuaron.

Asi, en 1994 con las tensiones étnicas en su mdxima expresién debido a la
campafa emprendida por los hutus mds radicales, se dio en un periodo de cien
dias, el homicidio de entre quinientos mil y un millén de ruandeses, ataques
sexuales a entre 150 mil y 250 mil mujeres y una serie de atrocidades en contra de
la poblacién tutsi. Este genocidio sucedié debido a la orden dada por el gobierno
hutu de ubicar, atacar y exterminar a los tutsis y a los hutus considerados traidores
debido sus posiciones moderadas; asi como de destruir cualquier posible amenaza
y suspender la implementacién de los acuerdos de paz de 1993. Las érdenes y
la difusién de la campafia de odio se dieron a través de todos los medios de
comunicacién y la poblacién en general se vio envuelta en los hechos ya fuera
como victimas o victimarios (Organizacién de Naciones Unidas, 2007).

Contexto de la justicia transicional

Una vez finalizaron las masacres, los oficiales del gobierno, soldados y milicianos
qgue habian participado en el genocidio huyeron a la Repiblica Democrética
del Congo (antiguo Zaire) llevando consigo alrededor de 1,4 millones de hutus
amenazados de muerte por el FPR.

El gobierno ruandés solo pudo comenzar los juicios por el genocidio hasta finales
de 1996 debido a varios factores: la pérdida de la mayoria del personal de la rama
judicial, la destruccién de cortes, cérceles y demds infraestructura. Sin embargo,
para el afio 2000 habia més de cien mil sospechosos de genocidio esperando
a ser juzgados, por lo cual en 2001, el gobierno inicié la implementacién de un
sistema participativo de justicia conocido como Gacaca con el fin de atender el
gran nimero de casos represados.

Gacaca funciona de la siguiente manera: las comunidades eligen a los jueces que
serdn responsables de atender los juicios de los sospechosos de todos los crimenes,
excepto la planeacién de genocidio y las violaciones, ya que estos crimenes son
atendidos por el sisema nacional de justicia a través del sistema penal ordinario.
Los tribunales Gacaca fueron creados ademds con la intencién de permitir la
participacién comunitaria en el proceso de justicia y reconciliacién del pafs. En
las decisiones de los tribunales Gacaca se tiene en cuenta si el sospechoso da



muestras de arrepentimiento y si muestra interés en contribuir a la reconciliacién
de la comunidad.

Ahora bien, en el plano internacional, el Consejo de Seguridad de las Naciones
Unidas creé el 8 de noviembre de 1994 el Tribunal Penal Internacional para
Ruanda, el cual comenzé las investigaciones en mayo de 1995 vy los primeros
sospechosos fueron llevados a la corte en mayo de 1996. Este tribunal tiene
jurisdiccién sobre todas las violaciones a las normas internacionales de Derechos
Humanos ocurridas en Ruanda entre enero y diciembre de 1994, ademds tiene
la capacidad de juzgar a los miembros de alto nivel del gobierno y las fuerzas
militares que hubieran podido escapar.

Desde entonces, el tribunal condend al Primer Ministro durante el genocidio, Jean
Kambanda, y para abril de 2007 se habian llevado a cabo veintisiete juicios con
treinta y tres acusados. Este tribunal fue ademas el primer tribunal internacional
en condenar a un sindicado de violacién como crimen contra la humanidad y
el crimen de genocidio; la corte ademds enjuicié a tres duefios de medios de
comunicacién por haber utilizado sus empresas para incitar el odio émico y el
genocidio (Organizacién de Naciones Unidas, 2007).

La politica de Ruanda después del genocidio

Si bien en el caso Ruandés no existié un programa de reparacién a victimas, el
postconflicto se desarrollé con miras a la reconstruccién y a la reconciliaciéon. Con
el fin de alcanzar estos dos objetivos, este periodo estuvo estructurado en tres
pilares: la justicia, la memoria y el desarrollo.

En términos de justicia se crearon los dos tribunales mencionados anteriormente: el
Tribunal Penal Internacional para Ruanda y los tribunales comunitarios conocidos
como Gacaca, con los procedimientos y resultados ya expuestos.

En relacién con la memoria, la politica representé una controversia entre diferentes
formas de ver lo que habia sucedido y por tanto, de proponer la mejor manera
de hacer memoria sobre los hechos en aras de evitar la repeticién del genocidio.
Asi, por una parte estdn las personas sobrevivientes que perdieron a sus seres
queridos, sus propiedades asi como las mujeres que fueron victimas de violencia
sexual y los nifios, nifias y adolescentes nacidos de las violaciones. Este grupo de
personas, tienen el genocidio como hecho central de su existencia, por lo cual,
recordarlo es de la mayor importancia y cada afo se realizan conmemoraciones
en lugares simbdlicos con el fin de recordar lo sucedido, hacer que los j6venes
conozcan los hechos y esto evite su repeticién. Por otra parte, las familias de los
acusados reclaman que su drama también debe hacer parte de la memoria del
genocidio puesto que se vieron afectadas en la medida que unos de sus miembros,
sobre todo los hombres encargados de proveer el alimento a los hogares, ha
sido encarcelado y muchas personas hutus debieron desplazarse a la Repuiblica
Democrética del Congo para salvar sus vidas del FPR (Clark, 2009).
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FILIPINAS

Adicionalmente existe una controversia sobre una modificacién legal hecha por el
gobierno que pretendia eliminar todos los posibles focos de divisién, discriminacién
y violencia étnica; esta reforma prohibié que en los documentos publicos se hiciera
referencia a la proveniencia étnica de los ruandeses. Esta politica es controversial
pues de un lado se justifica afirmando que esta contribuye a la reconciliacién
nacional y a la creacién de una identidad ruandesa mas alld de las etnias, sin
embargo, de ofro lado, se ha afirmado que esta politica tiende al olvido de lo
sucedido y de la historia de Ruanda.

Finalmente, con respecto al desarrollo Ruanda emprendié una politica que
permitié rehabilitar la infraestructura devastada y restaurar las normas sociales
que buscéd ademds que Ruanda dejara de ser un pafs de ingresos bajos basado en
lo agricultura para pasar a ser un pais de economia basada en el conocimiento y
en la prestacién de servicios en el 2020 (Banco Mundial, 2009).

Delegado de Ruanda - Dr. Jean Damascéne Bizimana. Secretario Ejecutivo de la
Comisién Nacional de Lucha contra el Genocidio de Ruanda.

Doctorado con honores en estudios legales de la Universidad de Toulouse
con énfasis enderecho internacional. EIl CNGL, entidad adscrita al gobierno,
tiene la obligaciéon de adelantar investigaciones sobre el genocidio en Ruanda
en colaboracién con instituciones nacionales e internacionales. Previo a su
nombramiento en el CNGL, se desempend como senador, investigador y director
del Comité de Asuntos Exteriores, Cooperacién y Seguridad (2011-2015).
Asimismo, oficié como vicepresidente de la comisién responsable de investigar el
accidente aéreo del Falcon 50 ocurrido en Kigali en 1994 (2007-2009) y como
miembro de la comisién que indagé sobre el papel de Francia en el genocidio
perpetrado contra poblacién tutsi en Ruanda (2006-2007).

Para poder abordar de manera ordenada el contexto del conflicto en Filipinas,
hay que hacer un pequefo recuento de la historia del pais desde finales del Siglo
XIX'y casi todo el Siglo XX. Este periodo de tiempo estd delimitado por la invasién
estadounidense al ferritorio de las Filipinas, ocurrido desde finales del Siglo XIX,
cuando la participacién de los norteamericanos en el proceso de expulsién de
Espana del territorio fue respaldada por los filipinos, justificada por la intencién
de dar la independencia definitiva a Filipinas. No obstante, una vez ocurrié la
derrota de Espafa, Estados Unidos las anexé como territorio colonizado, lo que
produjo la declaracién de la guerra el 2 de julio de 1899, con una duracién de
3 afos, cuando el recién elegido gobierno de Filipinas se rindié al ser capturado
su mdximo lider.



Bajo el dominio de los estadounidenses, la poblacién fue asesinada sin distincién
de género y edad, y existen cdlculos que sefialan mds de cincuenta mil muertos.
No obstante, tras la Segunda Guerra Mundial y la ocupacién japonesa, Estados
Unidos le concedié la independencia a Filipinas en 1946. Alli, iniciaron una serie
de confrontaciones entre diferentes grupos insurgentes comunistas en contra del
Gobiernoy de organizaciones separatistas musulmanas en Mindanao. Los primeros
tuvieron sus inicios en la primera década de la independencia; la represion de la
disidencia y de una politica de redistribucién de la tierra mal manejada, sentaron
las bases para una intensificacién de la Rebelion Hukbalahap (Huk), que comenzé
en 1946 yterminé en 1954, liderada por activistas del Partido Comunista Filipino,
PKP. A principios de 1960, el aumento de las criticas de la participacién de Estados
Unidos en los asuntos filipinos y la inspiracién de las revoluciones exitosas en
China y Cuba incité a los miembros jévenes PKP para continuar la lucha armada
contra el gobierno. Estos activistas decidieron establecer el Partido Comunista de
Filipinas (CPP) en 1968 y el grupo ha participado en la lucha armada desde sus
inicios y hasta bien entrado el Siglo XXI.

El segundo tipo de conflicto interno se remonta a la época colonial y la
formacién del Moro, y la identidad y la idea de una patria independiente en el
sur de Filipinas. Sin embargo, no fue hasta la década de 1970 y 1980 que los
nacionalistas moros, organizados en varios grupos rebeldes iniciaron a infundir
la ideologia islamista a través de la conformacién de grupos, entre los que se
cuentan como los més importantes en la lucha, el Movimiento de Independencia
de Mindanao (MIM), el Frente Moro de Liberacién Nacional (FMLN), el Frente
Moro de Liberacién Islémica (FMLI) y el Grupo Abu Sayyaf (ASG). A través de esta
lucha, los miembros de los movimientos por la independencia de las provincias
del sur, criticaban fuertemente al gobierno liberal de Roxas, seguido por el de
Quirino tras su prematuro fallecimiento, al rendirle lealtad al gobierno de los
Estados Unidos, imponiendo la cultura occidental sobre las creencias tradicionales
de los habitantes, que habian llegado a las regiones del sur mucho antes de la
colonia espafiola, y que reclamaban su autonomia, no sélo porque histéricamente
habian sido excluidos por los diferentes imperios, sino también en el periodo de
independencia (Zamora y otfros, 1995) .

Sin embargo, entre 1969 y 1986, Ferdinand Marcos se instauré en el poder a
través de lo que se conocié como la “Dictadura conyugal”, pues su esposa Imelda
Marcos participé activamente durante su gobierno. En ella, no sélo se malversaron
los recursos puUblicos que produjeron el enriquecimiento de la pareja, sino que
ademds se cometieron graves violaciones a los derechos humanos, representadas
en las persecuciones, desapariciones y asesinatos de los miembros de la oposicién.
Asi, cuando la oposicién y las guerrillas urbanas y rurales se fortalecian y cada
vez perdia mds popularidad y apoyo, Marcos declaré la Ley Marcial de 1972, a
través de la cual se justificaba la lucha contra estos grupos por estar en contra de
los nuevos valores de la sociedad filipina y ser una inminente amenaza comunista
para el pais. Fue asi cémo logré, junto con su esposa, concentrar nuevamente el
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poder y lograr su siguiente y Ultimo periodo de mandato entre 1981 y 1986, tras
haber mantenido la Ley Marcial durante 7 afios.

Sin embargo, en 1983, Ninoy Aquino, un destacado periodista y lider de la
oposicién, llegé al pais para encabezar la campafa de oposicién al régimen
de Marcos, pero fue asesinado y la poblacién le atribuyé el hecho a Ferdinand
Marcos. Para 1986, la presién internacional, la desilusién de las fuerzas militares
que anteriormente defendian a Marcos y la creciente popularidad de Corazén de
Aquino (viuda del lider fallecido), pusieron fin a la dictadura de Marcos, cuando en
1985 bajo la presién internacional, llamé a elecciones con el convencimiento de
ganarlas, pero fue electa la lider de oposicién, Corazén de Aquino cuyo gobierno

duré hasta 1992.

Justicia Transicional y el programa de reparaciéon a las victimas

En julio de 2012, el Senado y la Cdmara de Representantes de Filipinas en el
Congreso aprobaron la Ley de la Republica N® 10368, “Ley para la Reparacion
y Reconocimiento de las Victimas de violaciones de derechos humanos durante
el régimen de Marcos, la documentacién de dichas violaciones, asignando
fondos para ello y para ofros fines”. Los destinatarios de esta ley son todas las
personas que sufrieron violaciones de derechos humanos durante el régimen del
ex presidente Ferdinand E. Marcos, de 21 de septiembre 1972 al 25 de febrero
de 1986, en las cuales se incluye cualquier acto u omisién cometido por los
funcionarios y agentes del Estado, incluyendo, pero no limitadas a, la busqueda y
detencién ilegales, ejecuciones sumarias, la tortura, las desapariciones forzadas o
involuntarias, secuestros de nifios, nifias y adolescentes, los delitos sexuales contra
personas detenidas, enfre ofras.

Delegada de Filipinas — Lina Sarmiento. Presidenta de la Junta de Reclamaciones
de Victimas de Violaciones de Derechos Humanos

Por mds de 33 afios formé parte de la Policia Nacional de las Filipinas, iniciando
su carrera como quimica forense en 1980. Fue responsable de la creacién de
la Oficina de Derechos Humanos y de la formulacién del Programa Integral de
Derechos Humanos de la policia filipina. Con el grado de generala de dos estrellas,
se retiré en 2014 para asumir como Presidenta de la Junta de Reclamaciones
de Victimas de Violaciones de Derechos Humanos, un érgano independiente
y cuasi judicial que recibe, evalta y otorga reparaciones y reconocimiento a
victimas de violaciones a los derechos humanos ocurridas durante el régimen
del presidente Ferdinand Marcos (1972-1986). La Junta de Reclamaciones de
Victimas de Violaciones de Derechos Humanos también reconoce el heroismo vy
los sacrificios de aquellos cuyos derechos y buen nombre fueron afectados por
parte del accionar del Estado.




MARRUECOS

En primer momento, es importante mencionar que el pais atravesé por una etapa
de colonizacién, en la que Francia y Espafia instauraron Protectorados a principios
del siglo XX, cuando encontraron en la explotacién de fosfato la posibilidad de
expansién econdmica, aprovechando la produccién de materia prima para sus
respectivos paises desde el norte de Africa. Por un lado, esto produjo una invasién
interna que dividié el territorio, y por otra, produjo una gran crisis econémica
cuando se inicié el endeudamiento con Francia para potencializar la extraccién.
En los Protectorados, los gobiernos de Francia y Espafia instauraron regimenes
autoritarios que limitaron el poder del Sultdn, que era reconocido como la
autoridad legitima del pueblo.

En 1927 iniciaron las primeras fracturas entre el sultanado y el Gobierno francés.
En 1953 Mohamed V se adhirié al movimiento nacionalista marroqui y fundé el
partido politico Istiglal, razén por la cual los franceses lo exiliaron en Cércega
junto con su familia, desde donde posteriormente fue trasladado a Madagascar
hasta 1955, cuando el levantamiento del pueblo marroqui exigié a los franceses
la liberacién de Mohamed Vy en 1956 logré la negociacién de la Independencia
del Protectorado Francés, y se autoproclamé Emperador y posteriormente Rey
(Embajada de Espana en Marruecos, 1994).

Después de la independencia, las autoridades instauraron un régimen autoritario
en el que se desaparecieron, torturaron y detuvieron ciudadanos arbitrariamente.
Al mismo tiempo el Protectorado de Espafa seguia a cargo de la regién del Rif,
al norte del pafs, y entre 1957 y 1958 los dos paises combatieron en la llamada
Guerra del Infi. Por ello, el control del Sahara occidental estuvo a cargo de los
espafoles hasta 1975, cuando Hasén I, heredero del tfrono de Mohamed V, los
expulsé a través de la “Marcha Verde”, cuando por medio de la Conferencia de
Madrid se le concedié el territorio del Sahara Occidental a Mauritania y Marruecos.

No obstante, la regién clamaba su reconocimiento e independencia a través del
Movimiento para la Liberacién del Sahara, que buscaba la autodeterminacion
del pueblo saharaui. Posteriormente, derivado del Movimiento, nacié el Frente
Polisario para la Liberacién del Saguia el Hamra y el Rio de Oro. La recuperacién
del territorio que habia sido repartido entre Mauritania y Marruecos fue el
principal objetivo del Frente, y utilizando la técnica de guerra de guerrillas, logré
fortalecerse y después de varios ataques contra Mauritania, lograron que ésta
cediera el territorio al Polisario en 1979.

Sin embargo, Marruecos no reconocié el ferritorio cedido por Mauritania al Frente
Polisario y se anexé la zona dias después. A raiz de la adhesién territorial, la ONU
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empezd a reconocer al Frente Polisario como representante legitimo del pueblo
saharauiy a Marruecos como una potencia ocupante. A pesar de que la Republica
Arabe Saharaui Democrdtica ha sido reconocida por més de 40 Estados, entre
1981 y 1987 Marruecos activdé una nueva estrategia militar, mediante la cual
construyé 8 muros de aproximadamente 2760 km en el Desierto del Sahara,
rodeados de campos minados, con el fin de limitar el transito y presencia de
los miembros de Polisario, salvaguardando las reservas de fosfatos para la
explotacién. Esto necesariamente produjo la divisién del territorio y muchos de los
integrantes de Polisario se desplazaron en Argelia, que les brindé su apoyo.

Esto sumado a la utilizacién de métodos autoritarios por el Gobierno de Marruecos
durante casi cuarenta afos, llevé a la ONU a crear la Misién de Naciones Unidas
para el Referéndum del Sahara Occidental, mediante la cual se logré el cese al
fuego. No obstante, el Referéndum que debia votarse en 1992, no se ha celebrado,
y durante el periodo comprendido entre 1991 y 2005 se han dado a conocer
multiples violaciones a los derechos humanos entre las que se cuentan los campos
de desaparecidos y la desproteccién de regiones consideradas colaboradoras del
Frente o desleales al reinado de Hasén Il

La justicia transicional y el proceso de reparaciéon

Tras conocerse los excesos del periodo de Hasdan I, su hijo Mohamed VI, declarado
rey de Marruecos desde 1999, se creé la Instancia de Equidad y Reconciliacion y
el Panel de Arbitraje Independiente para investigar los casos de violaciones graves
de los derechos humanos. La comisién ofrecié una compensacién econémica, asf
como rehabilitacién, la entrega de los cuerpos de las victimas a sus familias, y la
creacién de memoriales publicos (ICTJ, 2009).

La politica tiene como objetivo compensar a las comunidades que han sufrido
colectivamente de la violencia politica, violaciones de los derechos humanos, la
marginacién social y la exclusién de los programas de desarrollo y los servicios
pUblicos. Las regiones beneficiarias son Figuig, Nador, El Hoceima, Errachidia,
Khenifra, Quarzazate, Zagora, Hay Mohammadi (Casablanca), Tantan, Azilal, y
Khémissat” (Guillerot y Carranza 27-28). Los proyectos también estaban destinados
a la construccion y al restablecimiento de la confianza entre las comunidades
locales y estatales, reforzando las capacidades de los actores locales, y el logro de
proyectos econémicos y sociales (Reino de Marruecos 2009, 62). Para ser elegible
para la reparacién, ciertas regiones o comunidades que sufrieron las violaciones
antes mencionadas, incluidas las regiones donde se ubicaron las instalaciones de
detencién y tortura secretas, podrian solicitar la reparacién a partir de julio de 2008.

El programa, ademds incluyé una dimensién de desarrollo, destinado a
reparar los dafos y responder a los necesidades sociales y econémicas de las
comunidades seleccionadas a través de la creacién de capacidades, el desarrollo
socioeconémico y la conservacién del medio ambiente. Ademds, se utilizaron los
fondos para apoyar las actividades generadoras de ingresos. De otro lado, se




hizo énfasis en la dimensién simbdlica de la reparacién, que tiene como objetivo
reconocer el dafio y preservar la memoria (Guillerot y Carranza 2009).

La implementacién del Programa de Reparaciones Colectivas se llevd a cabo por
el 6rgano de formulacién de politicas: el CCDH y Fondation Caisse de Dépbt
et de Gestion (una fundacién sin dnimo de lucro creada y financiada por una
institucién financiera de propiedad estatal). Estos dos organismos establecieron
una estructura institucional con cuatro cuerpos: un comité directivo nacional,
una unidad central de gestién, un consejo de los érganos de coordinacién, y
un érgano de coordinacién para cada una de las 11 regiones. Ademds, los
organismos lanzaron una serie de sesiones locales de capacitacién en materia de
género, los enfoques participativos, la gestién de conflictos, la buena gobernanza
y el desarrollo de proyectos de reparacién de la comunidad (Guillerot y Carranza
2009, 27). La Comisién de Equidad y Reconciliacién (IER) fundada el 7 de
enero de 2004 se hizo cargo de la creacién del panel de arbitraje para reparar
a las victimas. Durante el primer semestre de 2004, los comisionados de la IER
consultaron con los representantes de la sociedad civil y los marroquies sobre
cémo llevar a cabo su labor de reparacién (Dakwar y Goldstein 2004, 15).

Delegado de Marruecos - Mustapha lznasni. Asesor del presidente del Consejo
Nacional de Derechos Humanos (CNDH)

Periodista y diplomdtico, con maestria en estudios sociales. Ex miembro de la
Instancia Equidad y Reconciliacién (2004-2005), ex miembro del Consejo
Consultivo de derechos humanos de Marruecos (2002-2010), miembro fundador
y anfiguo vicepresidente de la Organizacién marroqui de Derechos Humanos y
redactor jefe de la revista Al- Karama (Dignidad). Actualmente ejerce también
como miembro del Comité de seguimiento de la implementacién de las
recomendaciones de la Instancia Equidad y Reconciliacién (IER). Establecido en
1990, el CNDH es una institucién nacional para la protecciéon y promocién de
los derechos humanos, reformada en 2001 de conformidad con los Principios de
Parfs y nuevamente en 2011, dando a la institucién més competencias, autonomia
y prerrogativas para proteger y promover los derechos humanos en Marruecos y
los principios y valores democrdticos.

MEXICO

En México, no es posible hablar de un conflicto armado en su acepcién tradicional,
el contexto de violencia corresponde mejor a un ‘nuevo contexto de violencia’, el
cual se caracteriza por el accionar de una multiplicidad de actores armados que
no reconocen el monopolio del Estado del uso legitimo de la fuerza e influencian
a los habitantes de sus zonas de control a través de los recursos militares, unidades
paramilitares y el apoyo de pandillas callejeras (Chinchilla, 2014). Esta violencia
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ha sido ejercida por diversos actores entre los que se encuentran los carteles de
narcotréfico, las autoridades policiales permeadas por el narcotréfico, delincuentes
comunes y grupos paramilitares.

Ahora, si bien la violencia en México puede tener sus causas mds profundas en el
contexto socioeconémico sumado a la desigualdad marcada en el pafs, y aunque
el problema del narcotréfico data de la década de 1960, existe un factor histérico-
politico que permite la identificacién del momento en que la violencia comienza
a permear y a afectar los derechos de gran parte de la poblacién mexicana: la
llegada a la Presidencia de Felipe Calderén en el afo 2006.

La campaia de Felipe Calderdn y su programa de gobierno tuvieron como pilar la
politica de ‘“mano dura’ contra el narcotrdfico, lo cual representé una ruptura de
los pactos histéricos informales entre actores legales e ilegales. El despliegue de
efectivos militares en operaciones contra los carteles de Judrez, Bertrdn-Sinaloa,
de Tijuana y Jalisco asi como los Caballeros Templarios, los Zetas y la Familia
ocasionaron un aumento de la violencia por parte de las estructuras criminales y
en contra de los agentes estatales, pero con un grave impacto en la poblacién civil
(Chinchilla, 2014). Asf, segin cifras de Amnistia Internacional, entre 2006 y 2013
sesenta mil personas fueron asesinadas y varios miles fueron desaparecidas siendo
victimas tanto del accionar del crimen organizado como de las operaciones de las
fuerzas de seguridad (Amnistia Internacional, 2013) y la tasa de homicidios pasé
de 9.7 por cada 100 mil habitantes en 2006 a 23,7 en 2011, cifras propias de
un pafs que vive un conflicto armado (Chinchilla, 2014).

La ley general de victimas

Uno de los efectos del escalamiento de la violencia en México ha sido que los impactos
negativos del crimen han convertido a los individuos, tradicionalmente pasivos, en
ciudadanos activos, quienes a través de la accién colectiva han encontrado un
medio para enfrentar estos impactos (Chinchilla, 2014). A través de la movilizacién
social en México alrededor de todos los hechos violentos que han acontecido en los
Ultimos afos, asi como sus impactos sociales, econémicos, politicos, psicosociales,
etc., se desarrollé una estructura organizativa y de accién colectiva que permitié que
en enero de 2013 se promulgara la Ley general de victimas, pese a que esta habia
sido aprobada por el Parlamento mexicano en 2012.

La ley general de victimas establece medidas judiciales, administrativas, sociales
y econémicas para garantizar la reparacién y la proteccién de los derechos
fundamentales de las victimas (Amnistia Internacional, 2013), lo anterior en busca
de evitar la repeticion de los hechos. Adicionalmente, la ley contempla la creacién
del Sistema Nacional de Ayuda, Atencién y Reparacién Integral a Victimas, una
Comisién ejecutiva de Atencién a Victimas y un Fondo de Ayuda, Asistencia y
Reparacién Integral (Ley general de victimas, 2013).




Uno de los resultados de la implementacién de la ley, en enero de 2015 la
Comisién Ejecutiva de Atencion a Victimas (CEAV) aprobé la primera reparacion
integral con medidas de restitucién, rehabilitaciéon, compensacion, satisfaccién y
no repeticion -incluida una indemnizacién de mds de 800 mil pesos (48 mil USD)-
, a una victima directa de violaciones a sus derechos humanos, especificamente
por falta al debido proceso y a la libertad personal, asi a como a sus padres,
considerados como victimas indirectas (Camacho Servin, 2015).

Delegada de México - Marcela Benavides Herndndez. Directora General del
Comité Interdisciplinario Evaluador en la Comisién Ejecutiva de Atencién a
Victimas (CEAV)

Abogada de la Universidad Nacional Auténoma de México, con doctorado
en Derechos Humanos de la Universidad Nacional de Educacién a Distancia
en Espafa. Por mds de doce afos se desempend en diferentes cargos en la
Comisién Nacional de los Derechos Humanos. Coautora del libro Reparaciones
por Violacién a Derechos Humanos, Jurisprudencia Interamericana. Actualmente
responsable, entre otras cosas, de determinar las reparaciones por violaciones a
derechos humanos y por delito. EI CEAV es también responsable de garantizar la
representacion y participacién directa de las victimas y de organizaciones de la
sociedad civil, propiciando su intervencién en la construccién de politicas pUblicas,
asf como la vigilancia, supervisién y evaluacién de las instituciones que integran el
Sistema Nacional de Atencién a Victimas con el propésito de garantizar el ejercicio
transparente de sus atribuciones.

En el periodo comprendido entre 1980 y 2000, Pert atravesé un conflicto armado
interno, caracterizado por el accionar de dos grupos subversivos: Sendero
Luminoso y el Movimiento Revolucionario Tupac Amaru (MRTA), y la reaccién
de las fuerzas militares del Estado. Este conflicto se intensifico a partir del afo
1992, cuando se inicié un periodo de autoritarismo politico, bajo el mandato
del entonces Presidente Alberto Fujimori, se crearon figuras como los Comités de
las Autodefensas o rondas campesinas, las cuales implicaban de alguna forma el
involucramiento de la poblacién civil en el conflicto. Durante el conflicto armado se
cometieron multiples violaciones de derechos humanos e infracciones al derecho
infernacional humanitario, donde se destaca: las ejecuciones extrajudiciales, las
desapariciones forzadas, las torturas y la violencia sexual (Duggan, 2008).

En el afio 2000, se dio fin al régimen de Fujimori y se inicié el camino a la
democracia bajo el gobierno de transicion de Valentin Paniagua y posteriormente,
la presidencia de Alejandro Toledo.
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La justicia transicional y el proceso de reparaciéon

El proceso de justicia transicional peruano incluyé la determinacién de varias
medidas como la creacién de comisién de la verdad (CVR), las medidas de justicia
mediante el inicio de (escasos) procesos judiciales por violaciones a los derechos
humanos, y la purga institucional.

El mandato de la CVR, incluye elaborar una propuesta de reparacién y
dignificacién de las victimas y sus familiares. De acuerdo con esta disposicién,
la CVR elaboré unas recomendaciones para un Plan Integral de Reparacion.
Estas recomendaciones, fueron recibidas por el gobierno de Toledo y para su
implementacién se ha ido creando una compleja estructura institucional: Comisién
Multisectorial de Alto Nivel Encargada del Seguimiento de las Acciones y Politicas
del Estado en los Ambitos de la Paz, la Reparacién Colectiva y la Reconciliacién
Nacional (CMAN), el Consejo de Reparaciones (CRy el Registro Unico de Victimas
(RUV). De ofra parte, se han ido adoptando un marco normativo, integrado por:
el Plan Integral de Reparaciones — Programacién multianual 2005 — 200664, la
Ley que crea el Plan Integral de Reparaciones (PIR) y el Decreto Reglamentario de
la Ley del PIR (Bravo, 2010).

Delegada de Per — Susana Cori. Secretaria Técnica del Consejo de Reparaciones.

Abogada por la Universidad Nacional Mayor de San Marcos, titulada en Derecho y
Ciencias Politicas en octubre del 2000. Realizé estudios en la Maestria en Derecho, con
mencién en Derecho Constitucional de la Pontificia Universidad Catélica del Perd. Ha
realizado diferentes publicaciones, tales como, “La Desaparicién Forzada de Personas
en el Pery”, “Compendio de Legislacién para Victimas del Terrorismo”, “Hallazgo
de fosas en el distrito de Vinchos”, “Ejecuciones Extrajudiciales. Casos investigados
*v s por la Defensoria del Pueblo” y “Las Voces de los Desaparecidos. Testimonio de los

familiares”, todos editados y publicados por la Defensoria del Pueblo.

EL SALVADOR

Para comprender el conflicto de El Salvador es necesario definir el contexto anterior
en el que se encontraba el pais justo antes del comienzo de la Guerra Civil, pues las
dindmicas del poder y el establecimiento de politicas publicas de corte econémico
y agrario habian generado un descontento generalizado del pueblo con el Estado.
Tras haber declarado su independencia, y luego del fracaso del proyecto federal en
que se prefendia una alianza con ofros paises centroamericanos, El Salvador creé
su primera constitucién politica como Estado unitario en 1841, pero su inestabilidad
politica fue una constante en los primeros afios, debido, por un lado, a las pugnas
entre conservadores y liberales, y por otro, a la desigual tenencia de la tierra que los
gobiernos liberales habfan instaurado, en las cuales se habia abolido la propiedad
comunal y la existencia de ejidos, justificados en la instauracién de una economia



cafetera que pretendia competir en los mercados internacionales y convertirse en
uno de los principales exportadores de café del mundo.

Posteriormente, desde 1931 a 1979, se sucedieron gobiernos militares que
establecieron un régimen de represién al interior del pais, con desproporcionados
niveles de desigualdad social, en el que la concentraciéon de la tierra y la riqueza
se habia intensificado, al igual que el descontento social. En medio de este
panorama politico y social, la oposicién conformé la coalicién denominada Unién
Nacional Opositora -UNO, que se enfrenté en las elecciones de 1972 con el
partido oficialista, en el cual, el Consejo Central de Elecciones dio como ganador
al Coronel Arturo Armando Molina, a pesar de las denuncias de la UNO sobre el
fraude electoral, en el cual sostenia que el Consejo habia suspendido el conteo de
votos y proclamado como ganador al Coronel. Las elecciones de 1977 también
fueron denunciadas como fraudulentas, pero, aun asi, se establecié en el poder el
General Carlos Humberto Romero.

Estos sucesos, sumados a un descontento general por las politicas opresivas de los
gobiernos, fueron engrosando las filas de las recientes guerrillas, que surgieron
como alas armadas de los partidos de izquierda. Como respuesta, el Estado
cred grupos paramilitares, en los que se calculaba la participaciéon de 100.000
paramilitares que cometieron asesinatos selectivos de lideres y pensadores de
izquierda, como maestros, estudiantes, lideres sindicales y dirigentes campesinos.

Tras el asesinato de Monsefior Oscar Arnulfo Romero, jesuita que denunciaba
los atropellos del Estado en contra del pueblo y pedia al gobierno de los Estados
Unidos eliminar el apoyo brindado a El Salvador para combatir el comunismo,
el 24 de marzo de 1980, hubo levantamientos y protestas. En octubre del
mismo afio, se fundé el Frente Farabundo Marti para la Liberacién Nacional-
FLNFM- mediante el cual se integraron cuatro de las guerrillas existentes: Fuerzas
Populares de Liberacion Farabundo Marti —FPL; el Ejército Revolucionario del
Pueblo —ERP; la Resistencia Nacional —RN; y el Partido Comunista Salvadorefio
—PCS. Posteriormente, se sumé el Partido Revolucionario de los Trabajadores
Centroamericanos —PRTC.

Como respuesta, el gobierno se valié de los llamados Escuadrones de la Muerte,
con los que instaurd en las regiones un miedo generalizado y pretendia acabar
con la guerrilla y atemorizar a los campesinos de las zonas donde el Frente
recibia su mayor apoyo. Sin embargo, el FMLN logré su reconocimiento como
fuerza politica legitima y representativa del pueblo salvadorefio en la Declaracién
Franco-Mexicana en 1983, y logré el apoyo de Cuba y del régimen sandinista de
Nicaragua para su financiacién y obtencién de armas y municiones para combatir
contra el oficialismo.

Durante 12 afios en los cuales hubo un reclutamiento de nifios por parte de las
Fuerzas Armadas, y graves violaciones de los derechos humanos, el FMLN vy el

19



Estado se enfrentaron y ante la imposibilidad de una salida armada al conflicto,
en 1992 firmaron el acuerdo de paz, tras la intervencién de Naciones Unidas.

La justicia transicional y el proceso de reparaciéon

En 1992 establecié la Comisién de la Verdad, que ha registrado mds de 22.000
denuncias de violencia politica entre enero de 1980 y julio de 1991; mds de la
mitad de éstas estaban relacionadas con asesinatos, mientras que una cuarta parte
correspondia a los delitos de secuestro y tortura. La mayoria de las violaciones fueron
atribuidas al Ejército salvadorefio y a las fuerzas de seguridad. La Comisién de la
Verdad recomendé un programa de reparaciones para las victimas del conflicto
interno y la compensacién material y la reparacién simbdlica para las victimas.

A partir de 2010, el Estado ha hecho varios avances hacia el desarrollo y la
implementacién de un programa nacional de reparaciones. A través del “Decreto
de Creacién de la Comision Nacional de Reparaciéon a las Victimas” de 2010,
la Presidencia se ha comprometido a crear un programa presidencial para la
reparacién a las victimas de violaciones graves de los derechos humanos (que se
produjeron en el contexto de un conflicto armado). En 2014, el presidente Sénchez
Cerén establecié el Consejo de Administracién del Programa de Reparaciones para
las victimas del conflicto armado, el comité creado para supervisar la aplicacién
del Decreto Ejecutivo 204.

Delegada - Matilde Guadalupe Herndndez de Espinoza. Subsecretaria de Inclusién
Social de la Secretaria de Inclusién Social de Presidencia de la Republica

Abogada con estudios de maestriay doctorado en Derecho Publico de la Universidad
Auténoma de Barcelona. Durante ocho afos fue fiscal con especializacién en
* 720 delitos patrimoniales y violencia contra la nifiez y la adolescencia. Posteriormente,
durante seis afios, trabajé en el Instituto de Derechos Humanos de la Universidad
Centroamericana José Simeén Cafas, a cargo de litigios ante los érganos del
Sistema Interamericano de Derechos Humanos. Fue Subdirectora de Derechos
Humanos en el mismo instituto. Desde 2009 trabaja en la Secretaria de Inclusién
Social del Gobierno de El Salvador. Adicionalmente, es la Coordinadora del
Consejo del Programa Nacional de Reparacién a Victimas de graves violaciones a
derechos humanos cometidas en el contexto del conflicto armado interno.

GUATEMALA

La historia del conflicto en Guatemala tuvo sus origenes en una historia del pafs
marcada por la injusticia estructural, graves problemas agrarios, la marginacién de
la poblacién indigena que tuvieron como resultado un conflicto armado de 36 afios
entre los gobiernos del momento y grupos insurgentes. El conflicto guatemalteco



puede ser explicado a través de cinco fases sucedidas cronolégicamente de la
siguiente manera:

En primer lugar, estd la fase comprendida entre 1944 y 1954, posterior al régimen
despético del general Ubico, en la cual una nueva generacién de militares y
politicos pretendieron realizar las reformas histéricas que necesitaba el pais desde
suindependencia, incluyendo una Reforma Agraria que afectaba directamente a las
leyes y tendencias liberales del s. XIX que beneficiaron a las familias terratenientes
y a los intereses norteamericanos (como la United Fruit Company). Los intentos de
una revolucién burguesa liderada por Arévalo y Arbenz, entendida asi por algunos
historiadores, terminarian en 1954 de la mano del General Carlos Castillo Armas
con el apoyo militar de los EE.UU., acabando con un gobierno legitimo, pero
estigmatizado internacionalmente de ser comunista (Loras Castillo, 2006).

La segunda fase que se puede identificar después del derrocamiento del gobierno
del coronel Jacobo Arbenz en 1954 y hasta 1966, ya que a partir de este hecho se
instaurd un proceso de cierre de espacios politicos especialmente dirigido a impedir
la participacién y expresion de grupos de izquierda. Estas restricciones fueron
posibles gracias al consenso tdcito de los sectores dominantes de la sociedad
guatemalteca que incluian al poder militar, politico y econémico, asi como el
apoyo de los Estados Unidos. En este periodo de descontento, los militares y otros
grupos sociales urbanos (trabajadores, estudiantes, intelectuales, etc.) serian las
semillas de la primera generacién guerrillera, materializdndose en la creacién,
tras el fallido levantamiento militar en 1962, del Movimiento Revolucionario 13
de Noviembre (MR-13) de las Fuerzas Armadas Revolucionarias (FAR), las cuales
serfan eliminadas en la Sierra de las Minas antes de la década de los 70.

Entre 1966 y 1978, se da una tercera fase que da inicio ‘formal’ al conflicto
armado. Durante este periodo, el gobierno protagonizé enfrentamientos contra
varios grupos combatientes enfre los que se encuentran: las Fuerzas Armadas
Revolucionarias (FAR), el Ejército Guerrilleros de los Pobres (EGP), y el Partido
Guatemalteco del Trabajo (PGT), estos movimientos pasaron a conformar la
Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca (URNG) en 1982.

A partir de 1978 se dio la cuarta fase del conflicto, que se caracterizé por ser
la época mds violenta del conflicto armado interno en Guatemala. En estos
afos, y especialmente durante la presidencia de Efrain Rios Montt (1982-1983)
tanto las fuerzas gubernamentales, las Patrullas de Autodefensa Civil, como las
guerrillas acrecentaron sus ataques a la poblacién civil en general, pero sobretodo
en contra de la poblacién indigena guatemalteca. Durante este periodo de
tiempo, especialmente aumenté el uso de la tortura, violaciones, reclutamiento,
asesinatos, desapariciones y masacres en contra de indigenas. A lo largo de estos
afos, miles de personas salieron de Guatemala, segun ACNUR, se reconocieron
45.000 refugiados indigenas guatemaltecos en Chiapas (México), sin embargo,
las cifras no oficiales hablan de alrededor de 200.000 refugiados en otros lugares
de México. Ademds, otras familias huyeron a los demds paises fronterizos, a EEUU
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y algunas otras se organizaron en Comunidades de Poblacién en Resistencia al
interior de Guatemala (Loras Castillo, 2006).

A partir de 1983 con el gobierno de Mejia Victores, se reduciria en intensidad
la violencia, pero se intenté no perder el control de muchas regiones donde se
habia acabado con la insurgencia y la mayoria de la poblacién civil. El proceso
de negociaciéon comenzaria timidamente a vislumbrarse, ya que los dirigentes
de las dos facciones del conflicto armado (Ejército y organizaciones guerrilleras,
unificadas en 1982 entorno a la URNG) se dieron cuenta de la imposibilidad de
una solucién militar total.

Finalmente, la quinta fase se da entre 1986 y 1996, esta fase se caracterizé por
la democratizacién de la politica del pais y por el acercamiento para una salida
pacifica del conflicto para lo cual se firmé en México en 1991 el Acuerdo marco
sobre democracia entre URNG y Gobierno y en 1992 de los Acuerdos del 8
de Octubre para el retorno de los refugiados/as; aunque Ejército y guerrilla
seguian actuando y haciendo muestras de poder e intransigencia. A partir de
1993 se darfan los primeros retornos voluntarios y colectivos de los refugiados
guatemaltecos desde México. Més tarde y durante las Presidencias de Ramiro
de Lesn Carpio y de Alvaro Arzo Irigoyen, se firmaron sucesivamente los demés
Acuerdos de Paz, periodo en el que se instalaria en 1994 la Misién de Naciones
Unidas para Guatemala (MINUGUA) y donde la sociedad civil asumiria un papel
mds activo para presionar a las facciones a firmar la Paz y acabar con el conflicto
armado (Loras Castillo, 2006).

La justicia transicional y el proceso de reparaciéon

El proceso de apertura democrética fue lento y comenzé tras los aflos mds brutales
del conflicto armado, los dos gobiernos militares de los generales Lucas Garcia
y Rios Montt. Tras la aplicacion de la politica militar més agresiva durante estos
mandatos, la guerrilla no habia desaparecido y todavia mantenia muchas bases de
apoyo tanfo ideolégico como logistico; sin embargo, habia tenido que replegarse
debido al desgaste militar y a la represién indiscriminada desplegada en diferentes
regiones del pafs.

Desde el afo 1983 y con el gobierno del general Oscar Humberto Mejia Victores,
las acciones militares del Ejército bajaron en nimero e intensidad, poniendo mds
esfuerzo en la dominacién y el control de las zonas ganadas a la guerrilla a través
de la implantacién de 5 polos de desarrollo y 52 aldeas modelo. El gobierno
de Mejia Victores fue mds moderado, permitiendo el restablecimiento de las
relaciones diplomdticas con el exterior, la creacién del Grupo de Apoyo Mutuo
(GAM), Grupo de Apoyo a Contadora, aprobacién de la nueva Constitucion de la
Republica y la celebracién en 1986 de elecciones democrdticas.

Entre 1993y 1996, afio en el que subiria a la Presidencia de la Republica Alvaro
Arzy Irigoyen, se realizaron las negociaciones y firmas del total de los acuerdos: 1)



Acuerdo Marco para la Reanudacién del Proceso de Negociacién entre el Gobierno
de Guatemala y la Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca (URNG); 2)
Acuerdo Global sobre Derechos Humanos; 3) Acuerdo para el reasentamiento de
las poblaciones desarraigadas por el enfrentamiento armado; 4) Acuerdo sobre el
establecimiento de la comisién para el esclarecimiento histérico de las violaciones
a los Derechos Humanos y los hechos de violencia que han causado sufrimientos a
la poblacién guatemalteca; 5) Acuerdo sobre identidad y derechos de los pueblos
indigenas; 6) Acuerdo sobre aspectos socioecondmicos y situacién agraria; 7)
Acuerdo sobre fortalecimiento del poder civil y funcién del Ejército en una sociedad
democrética; 8) Acuerdo sobre el definitivo cese al fuego; 9) Acuerdo sobre Reformas
constitucionales y régimen electoral; 10) Acuerdo sobre bases para la incorporacién
de la Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca a la legalidad; 11) Acuerdo
sobre cronograma para la implementacién, cumplimiento y verificacién de los
Acuerdos de Paz; y 12) Acuerdo de Paz Firme y Duradera. Firmado en la ciudad de
Guatemala, 29 de diciembre de 1996 (Loras Castillo, 2006).

Ahora, es necesario mencionar que los resultados de los acuerdos firmados solo
empezarian a verse a finales de la década d 1990 con la publicacién de la Memoria
del Silencio, un informe presentado por la Comisién para el Esclarecimiento Histérico.

Programa de Reparaciones

En febrero de 1999 la Comisién para el Esclarecimiento Histérico (CEH) publico
Memoria del Silencio, explorando las causas, violaciones y consecuencias del
enfrentamiento armado interno. En este documento, la Comisién registré 42.275
victimas, aunque estimé que, en total, hubo 200 mil personas asesinadas, 45 mil
desparecidos y 1'500.000 personas desplazadas, de entre las cuales el 83% eran
pertenecientes a la etnia Maya (Comisién para el Esclarecimiento Histético, 1999).
Ademds, la CEH hacia un llamado al gobierno para la creacién de un Programa
Nacional de Reparaciones que incluyera acciones de restitucién, compensacion,
rehabilitacién y satisfaccién en aras de llegar a la reconciliacién y la paz (Comisién
para el Esclarecimiento Histético, 1999). Cuatro afos después de la publicacién
de Memoria del silencio, el gobierno creé el Programa Nacional de Resarcimiento
(PNR) a través del Acuerdo Gubernativo 258/2003, el PNR estd encargado de
hacer las reparaciones individuales y colectivas bajo el manejo de la Comisién
Nacional de Resarcimiento y dando cumplimiento a las recomendaciones hechas
por la CEH.

El PNR cuenta con una definicién de victima que acepta victimas individuales
y colectivas que hayan sufrido una de las violaciones a los Derechos Humanos
contempladas por el programa. Adicionalmente, incluye las siguientes medidas:
Medidas de Restitucién Material, Medidas de Indemnizacién Econémica, Medidas de
Reparacién Psicosocial y Rehabilitacién y Medidas de Dignificacion de las victimas.
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Financieramente, el PNR estd financiado por recursos del presupuesto ordinario
del Estado y tiene una vigencia no menor a diez afos y su continuidad depende de
la evaluacién que elabore la CNR.

Este programa ha entregado ‘resarcimiento integral” a 29 mil familias victimizadas,
sin embargo ha sufrido retrasos en la implementacién, algunos cambios normativos
que han afectado la percepciéon por parte de las victimas acerca de la efectividad
y capacidad del programa y de la comisién.

Delegado - Raul Ernesto Lépez Rivera. Asesor del Programa de Prevencién de la
Violencia de la Secretaria Presidencial de la Mujer (SEPREM)

Psicélogo con més de quince afos de experiencia en el Programa de Prevencién y
Erradicacién de la Violencia Intrafamiliar (PROPEVI). Se desempefia como terapista
de hombres, mujeres, nifios y adultos mayores victimas de violencia intrafamiliar
y basada en género.

Para comprender el conflicto armado inferno en Colombia es necesario revisar
episodios del panorama politico de mediados del Siglo XX, cuando el poder era
disputado por los dos partidos tradicionales del pafs: Conservador y Liberal. La lucha
bipartidista, caracterizada por la persecucién campesina y la regionalizacién de las
tendencias polfticas, el aumento del inconformismo por la distribucién y tenencia de la
tierra, y un Estado ausente son probablemente unas de las causas que desembocaron
en la organizacién de guerrillas campesinas, con orientacién comunista, y que
encontraron rapidamente en el narcotréfico un medio de financiacién.

Tras el asesinato del candidato presidencial por el Partido Liberal Jorge Eliécer
Gaitén, el 9 de abril de 1948, la lucha entre liberales y conservadores se
intensificé y se iniciaron una serie de enfrentamientos en diferentes zonas del
pais. Aunque no hubo una guerra declarada entre los partidos, las acciones
violentas, generadas por miembros de uno y otfro, incrementaron y se hicieron
cada vez mds sangrientas. Con el Partido Liberal fracturado, el candidato del
Partido Conservador, Laureano Gémez, sucesor del lider de ultraderecha Mariano
Ospina Pérez (1946-1950), gané las elecciones presidenciales de 1949, cuando
el representante del Partido Liberal Darfo Echandia se retiré argumentando falta
de garantias para los miembros de su Partido.

Durante el Gobierno de Laureano Gémez se creé y fortalecié un ala secreta de
la policia politica a quienes se les conocié como “Los Chulavitas”, encargados de



perseguir y exterminar a simpatizantes del Partido Liberal y del Partido Comunista
en las zonas rurales de los departamentos de Boyacd, Caldas y Tolima. Al mismo
tiempo, en el Valle del Cauca, se organizé un grupo al margen de la ley, conformado
por campesinos conservadores, conocidos como “Los Pdjaros”, quienes a través
del sicariato cometieron asesinatos de miembros del Partido Liberal. Aunque el
Gobierno de Gémez nunca acepté su responsabilidad y respaldo a estos grupos,
varios historiadores han cuestionado la impunidad de estos hechos y la falta de
garantias para los militantes de la oposicién.

Paralelamente, en el sur del Tolima, el Magdalena Medio, Antioquia y los
Llanos Orientales, los liberales se organizaron para hacer frente a los grupos de
ultraderecha que los perseguian, creando las primeras guerrillas. Con el aumento
de los enfrentamientos, el gobierno de Gémez fue perdiendo el apoyo de su
propio partido.

En medio de este panorama social y politico, en 1953 se desaté el Golpe de
Estado en cabeza del General Rojas Pinilla, quien se autoproclamado nuevo jefe
de Gobierno en cabeza de la Junta Militar con el apoyo de una fraccién del
Partido Conservador que lideraba Mariano Ospina Pérez. Su instauracién en el
poder no produjo el desencadenamiento de hechos violentos pues su politica
pretendia pacificar el pafs y despolitizar las fuerzas armadas, aunque establecié
una lucha constante contra los medios de comunicacién a través de la censura.

Durante su dictadura, ofrecié la amnistia parcial a los grupos guerrilleros liberales,
que se desmovilizaron casi en su totalidad a mediados de 1953. Sin embargo,
un afo después, tras la masacre de una decena de estudiantes de la Universidad
Nacional que protestaban por el asesinato de su compafero Uriel Gutiérrez, el
bipartidismo declaré su apoyo al gobierno y a su politica anticomunista, mediante
la cual pretendié la eliminacién de ideologias de izquierda en el pafs, sumdndose a
la coalicién internacional promovida por Estados Unidos a través de la Guerra Fria.

Asi se desaté la Guerra de Villarrica, en el Tolima, donde persistia el movimiento
agrario gaitanista, que tenia afinidad con el recién constituido Frente Democrdtico
creado bajo la premisa de luchar por la mejoria de las condiciones de vida para
las familias campesinas dedicadas a la agricultura.

Mediante operaciones militares que sitiaron la zona comprendida por los
municipios de Incononzo, Pandi, Melgar, Carmen de Apicald, Cunday, Villarrica,
Cabrera y Ospina Pérez (hoy Venecia, Cundinamarca), Rojas Pinilla establecié un
régimen de persecucién contra las familias que mostraban tendencias comunistas,
independientemente de realizar o no actividades subversivas. Alli, tras la instauracién
de tres campos de concentracién en Cunday (Tolima), El Hato (en la regién del
Sumapaz) y Casa Blanca (Cundinamarca) eran trasladados campesinos acusados
de militancia de izquierda y obligados a trabajar en arduas jornadas recibiendo
tratos inhumanos . Es alli donde algunos ubican el surgimiento de una de las
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guerrillas mas fuertes de América Latina: las Fuerzas Armadas Revolucionarias de

Colombia -FARC-.

El periodo de Rojas Pinilla, sin embargo, produjo una reaccién al interior de los
partidos politicos tradicionales quienes, tras su derrocamiento en 1957, firmaron un
pacto bipartidista denominado “El Frente Nacional”, mediante el cual se dividirian
el poder durante cuatro periodos presidenciales consecutivos, garantizando por
partes iguales la participacién de integrantes de las dos fuerzas politicas en las tres
ramas del poder, y excluyendo al Partido Comunista.

Estos hechos, y otros relacionados con la falta de garantias para los amnistiados
por régimen de Rojas Pinilla, desencadenaron en la década del 60 la creacién de
diferentes grupos guerrilleros, unos de corte marxista-leninista y otros influenciados
por la Teoria de la Liberacién considerados marxistas-cristianos, en donde se
identificaban tendencias socialistas y comunistas, que pretendian a través del uso
de las armas, instaurar regimenes de izquierda que les permitieran a las clases
obreras y tradicionalmente oprimidas, tomar el poder.

Asi, las guerrillas de las FARC, el Ejército de Liberacién Nacional -ELN-, el
Ejército Popular de Liberacién -EPL- y el Movimiento 19 de abril -M19, que surgié
posteriormente, emprendieron una lucha armada contra el Estado y los grandes
terratenientes. Andlisis del conflicto sugieren, ademds, que la desigual distribucién
de la renta y de la tierra, asi como el abandono del Estado en diferentes zonas
del pais y la falta de oportunidades econémicas permitieron el fortalecimiento
de estas guerrillas, que hasta la década de los 80 no habian intensificado sus
operaciones armadas, pero habian creado Republicas independientes al interior
del pais, donde la justicia era impartida por mano propia.

Hasta la década de los 80 s las guerrillas mantuvieron operaciones en diferentes
zonas estratégicas en donde el auge cocalero y las dindmicas del narcotréfico
empezaron a tomar fuerza. Sin embargo, el enfrentamiento entre las guerrillas y el
Estado, entre éstas con los grupos paramilitares y de las guerrillas entre sf por el
control de los territorios han afectado por més de cuatro décadas a la poblacién
civil, dando como resultado un porcentaje mayor al 14% de la poblacién incluido
hasta hoy en Registro Unico de Victimas.

A pesar de las politicas de mano dura impartidas por los dos gobiernos de
Alvaro Uribe Vélez (2002-2006 y del 2006-2010), que debilité a las guerrillas
de las FARC y el ELN, y logré la desmovilizacién de la Autodefensas Unidas de
Colombia- AUC-; y del proceso de paz iniciado por el Presidente actual, Juan
Manuel Santos Calderén (2010-actual) el nimero de victimas sigue aumentando.
El negocio del narcotrdfico ha generado la reactivacién de células criminales que
antes pertenecian a las Autodefensas, denominadas Bandas Criminales -Bacrim-,
y asf, distintos actores se involucran en el escenario del conflicto colombiano
caracterizado por la afectacion a la sociedad civil a través del desplazamiento



forzado, las desapariciones forzadas, los homicidios, los secuestros, los delitos
contra la libertad y la integridad sexual, la tortura, el reclutamiento de nifios, nifias
y adolescentes, entre ofros.

Justicia Transicional y proceso de reparacién

El Estado colombiano comenzé a reconocer la existencia de personas afectadas
por la violencia a través de la creacién de una normatividad y una institucionalidad
dedicada a atender a la poblacién desplazada. Este reconocimiento se ha ido
ampliando de manera progresiva y gracias a la promulgacién de la Ley de Victimas
y Restitucién de Tierras (Ley 1448 de 2011), hoy en dia se reconocen como victimas
del conflicto armado a “las personas que individual o colectivamente hayan
sufrido graves violaciones a los Derechos Humanos o infracciones al Derecho
Internacional Humanitario en el marco del conflicto armado interno”. De la misma
manera, pero tomando en consideraciéon el impacto diferencial que el conflicto
ha tenido en las poblaciones étnicas, se formularon decretos ley para pueblos
y comunidades indigenas (decreto ley 4633 de 2011), para el pueblo Rrom o
gitano (decreto ley 4634 de 2011) y para comunidades negras, afrocolombianas,
raizales y palenqueras (decreto ley 4635 de 2011).

Ademds, se establecié la creacién de una Politica de Atfencién, Asistencia vy
Reparacién Integral a Victimas, que debe incorporar de manera transversal
los enfoques diferencial, transformador y de género para reparar en el plano
material, simbdlico y politico los dafios individuales y colectivos que estos grupos
pobacionales sufrieron.

De acuerdo con cifras oficiales de la Red Nacional de Informacién de la Unidad
para las Victimas, con fecha de corte del 1 de abril de 2015, un total de 7.337.667
de personas se encuentran incluidas en el Registro Unico de Victimas (RUV)2. De
los mds de siete millones de victimas, alrededor de 6,1 millones son victimas de
desplazamiento forzado; otras 937.000 son victimas de homicidio y 145.914 son
victimas de desaparicién forzada. Aproximadamente la mitad de las victimas son
mujeres y 2,1 millones son nifios, nifias y adolescentes. Ademds de contar con un alto
nimero de victimas, el hecho de haber iniciado el proceso de reparacién en medio
del conflicto es un factor que dificulta atn més la puesta en marcha de esta politica.

Sin embargo, el Estado colombiano y la Unidad para las Victimas, como
coordinadora del Sistema Nacional de Atencién y Reparacién Integral a las Victimas
(SNARIV), han respondido a este reto implementando las medidas contempladas
en la Ley en términos de restitucién, rehabilitacién, indemnizacién, satisfaccién vy
garantias de no repeticién. Como parte de estos esfuerzos, actualmente la Unidad
para las Victimas ha indemnizado a cerca de 500.000 victimas individuales y
trabaja con 303 organizaciones, comunidades, grupos sociales y politicos en la
ruta de reparacién colectiva, entre los que se cuentan 159 comunidades étnicas.
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Delegadas de Colombia:

) Iris Marin Ortiz - Subdirectora General de la Unidad para la Atencién y Reparacién

v

Integral a las Victimas

Abogada de la Universidad del Rosario y magister en Derecho en la Universidad
Nacional de Colombia. Trabajé en diferentes organizaciones en defensa de los
derechos humanos, asi como en as Naciones Unidas, a través de ONU Muijeres.
Asesord ala Comisién de la Verdad en Ecuador, para la formulacién del Proyecto
de Ley de Reparaciéon a Victimas recomendado por dicha Comisién. Se ha
desempefiado como profesora de derecho constitucional, teorfas de la justicia, y de
género y derecho en la Universidad del Rosario. Ha escrito acerca de estos y otros
temas, como los derechos de las victimas y la justicia transicional. Se desempend
como Directora Técnica de Reparacién de la misma entidad.

Maria Eugenia Morales Castro - Directora de Reparacién Integral de la Unidad
para la Atencién y Reparacion Integral a las Victimas

Pedagoga con especializaciéon en desarrollo local con perspectiva de género,
con experiencia en la formulacién de politicas publicas, construccién de paz,
empoderamiento y equidad para las mujeres y el desarrollo social, destacando
sus labores en organizaciones sociales y de mujeres. Trabajé por mds de diez
afos en la sociedad civil, especificamente en el programa de desarrollo rural
con comunidades afrocolombianas en el norte del departamento del Cauca
(Colombia). Adicionalmente, se desempend en ONU Mujeres en temas de género
y construccién de paz en varias regiones de Colombia y en la gobernacién del Valle
del Cauca (Colombia), como Secretaria de Desarrollo Social en donde impulsé,
en coordinacién con el movimiento de mujeres, la creacién de la Secretaria de
Equidad de Género para las Mujeres Vallecaucanas y ejercié como secretaria de
esa dependencia en 2007. Ha estado vinculada a la Unidad para las Victimas en
diferentes cargos, entre los que se cuentan la Coordinacién del Grupo de Mujer
y Género y como asesora de la Direccién General. Actualmente, se desempefa
como Directora Técnica de Reparaciones de la Unidad para las Victimas.

Alicia Jacqueline Rueda Rojas — Subdirectora de Reparacién Individual de la
Unidad para la Atencién y Reparacién Integral a las Victimas

Abogada de la Universidad Externado de Colombia, especialista en Derecho
Administrativo con maestria en gobierno de la misma universidad. Trabajé en la
Alta Consejeria para la Reintegracién Social y Econémica de Personas y Grupos
Alzados en Armas, en la Agencia Presidencial para la Accién Social y Cooperacién
Internacional, coordinando el Programa de Atencién a Victimas de la Violencia.
Participé en el proceso de reglamentacién de la Ley de Victimas y Restitucion
de Tierras. Vinculada a la Unidad para las Victimas desde el momento de su
creacién, liderd la implementacién de la Ruta de Reparacién Individual en todo
el pafs, coadyuvd en la creacién de la Escuela de Reparaciones. Desde enero de



2013, es la Subdirectora de Reparacién Individual, encargdndose de articular la
implementacién de las medidas de reparacién integral a las victimas que han sido
registradas individualmente, especialmente el otorgamiento de la indemnizacién
administrativa, el programa de acompafamiento para la inversiéon adecuada de
esos recursos y las medidas de satisfaccion.

Carolina Albornoz — Subdirectora de Reparacién Colectiva de la Unidad para la
Atencién y Reparacién Integral a las Victimas

Politéloga con énfasis en relaciones internacionales, con maestria en estudios
politicos, econémicosy culturales de América Latinay el Caribe. Se ha desempefiado
como investigadora del Programa Presidencial de Derechos Humanos y Derecho
Internacional Humanitario y como coordinadora de Relaciones Internacionales
de la Escuela de Economia de la Universidad Central. Fue también Directora de
Polfticas Sectoriales de la Secretaria Distrital de Planeacién de Bogotd y asesora
de Retornos y Reubicaciones de la Agencia Presidencial para la Accién Social
y la Cooperacién Internacional. En la Unidad para las Victimas, coordiné el
Programa de Retornos y Reubicaciones de poblacién desplazada y actualmente es
la Subdirectora Nacional de Reparacién Colectiva.

Declaracién sobre la Ley de Victimas

y Restitucion de Tierras

Iris Marin Ortiz
Subdirectora General

Unidad para la Atencién y Reparacién Integral a las Victimas

La conferencia inaugural de la Escuela estuvo a cargo de la Subdirectora
General, Iris Marin Ortiz. Posteriormente, su infervencion sirvié de base para una
Declaracién presentada a la Corte Interamericana de Derechos Humanos para
exponer el programa de Reparaciones colombiano. Dicha declaracién por tal
motivo se incluye en esta publicacién.

Esta declaraciéon se ofrece en cumplimiento de la Resolucién del Presidente de
la Corte Interamericana de Derechos Humanos, del 26 de mayo de 2015 en
el Caso Yarce y otfros vs. Colombia, cuyo objeto es “El alcance de la Ley de
Victimas y Restitucién de Tierras (Ley 1448 de 2011) y su virtualidad para reparar
integralmente las presuntas violaciones a los derechos humanos cometidas en el
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marco del conflicto armado en Colombia y en particular para reparar las violaciones

”

alegadas en el caso Yarce y otras’”.

El presente escrito se compondrd de dos acépites. En primer lugar, se hard una
presentacion del Programa de Reparacién a Victimas contemplado en la Ley 1448
de 2011 y en los Decretos Ley étnicos 4633, 4634 y 4635, analizando algunos de
los puntos en discusién en el caso, particularmente respecto de la virtualidad de
la Ley para reparar integralmente las violaciones de derechos humanos cometidas
en el marco del conflicto armado. En segundo lugar, se expondrd la situacién de
las victimas de los hechos de los cuales trata el caso de Teresa Yarce y otras vs.
Colombia frente a la Ley 1448 de 2011.

1. El programa de Reparacién a Victimas de la Ley 1448 de 2011 en el marco de
una estrategia integral de justicia transicional

El marco juridico de reparacién administrativa en Colombia estd compuesto por
cuatro instrumentos normativos con jerarquia de Ley, a saber:

a. La Ley 1448 de 2011 “Por la cual se dictan medidas de atencién, asistencia
y reparacién integral a las victimas del conflicto armado interno y se dictan otras
disposiciones”

b. El Decreto — Ley 4633 de 2011 “Por medio del cual se dictan medidas de
asistencia, atencién, reparacién integral y restitucién de derechos territoriales a las
victimas pertenecientes a los Pueblos y Comunidades Indigenas”

c. El Decreto — Ley 4634 de 2011 “Por medio del cual se dictan medidas de
asistencia, atencién, reparacién integral y restitucién de tierras a las victimas
pertenecientes al pueblo Rrom o Gitano”

d. El Decreto — Ley 4635 de 2011 “Por medio del cual se dictan medidas de
asistencia, atencién, reparacién integral y restitucién de tierras a las victimas
pertenecientes a comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras”.

Los Decretos Ley étnicos se expidieron luego de surtirse el proceso de consulta
previa con las autoridades de cada una de las comunidades étnicas.

La Ley 1448 fue expedida después de su segundo trdmite ante el Congreso de la
Republica. Un primer proyecto de Ley fue presentado por iniciativa parlamentaria
después de una Audiencia en el Congreso de la RepUblica en octubre de 2007
en la que victimas reclamaron mayor visibilidad de sus necesidades, mientras
que se quejaban de que el Estado habia establecido instrumentos juridicos para
beneficiar a los responsables —principalmente la Ley de Justicia y Paz- pero no se
habia ocupado a profundidad de sus necesidades y derechos. Este proyecto de
Ley se tramité como el Proyecto de ley 044 de 2008 - Camara y 157 de 2007 —



Senado. Durante su trdmite, las comisiones de congresistas ponentes con el apoyo
de Naciones Unidas y varias organizaciones de la Sociedad Civil realizaron nueve
audiencias congresionales en las que se consulté la opinién de las victimas. Las
propuestas fueron entregadas al Congreso oficialmente por el Comité Organizador
de las Audiencias y varias de ellas se convirtieron en proposiciones que fueron
aprobadas en el texto definitivo!. Sin embargo, este primer proyecto de Ley se
archivé debido a la decisién del Gobierno de entonces de solicitar dicho archivo
al Congreso de la RepUblica®.

El segundo Proyecto de Ley fue presentado una vez posesionado el nuevo
Gobierno y se tramité como el “Proyecto de ley 213 de 2010-Senado y 107 de
2010-Cdmara, acumulado con el proyecto de ley 085 de 2010-Cémara, hoy Ley
de Victimas No. 1448 del 10 de junio de 2011, “por la cual se dictan medidas
de atencién, asistencia y reparacién integral a las victimas del conflicto armado
interno y se dictan otras disposiciones”. El nuevo Proyecto de Ley se basé en el
texto de la iniciativa anterior que habia sido archivado, y durante su discusién
en el Congreso se incluyeron nuevas modificaciones. Finalizado el trdmite ante
el Congreso se expidié la Ley 1448 de 2011 sancionada por el Presidente de la
RepUblica en un acto sin precedentes con la presencia del Secretario General de
Naciones Unidas y de una importante delegacién de victimas y la Sociedad Civil
en el Palacio Presidencial, Casa de Narifo.

La Ley 1448 de 2011 tiene como dmbito la regulacién de medidas de ayuda
humanitaria, atencién, asistencia y reparacién a victimas que individual o
colectivamente hayan sufrido dafios por hechos ocurridos desde el 1° de enero de
1985, como consecuencia de infracciones al Derecho Internacional Humanitario y
violaciones a los Derechos Humanos ocurridas en el marco del conflicto armado.

El programa de Reparacién Administrativa hace parte de una estrategia mds
general que busca generar distintas vias politicas y juridicas para propiciar que
se produzca una transicién en Colombia que permita la finalizacién del actual
conflicto armado en el que han participado durante décadas las guerrillas, los
grupos paramilitares y las fuerzas armadas del Estado.

El Gobierno colombiano busca la finalizacién del conflicto armado a través de las
conversaciones para la terminacién del conflicto con las FARC y, aunque en un

1. Sobre la metodologia de las audiencias y las propuestas presentadas por las victimas en dicho proceso de
audiencias ver: Programa de Naciones Unidas Colombia, Fundacién Social, “Las Victimas tienen la palabra. Ley de
Victimas a la Luz de las Audiencias Publicas Congresionales 2008”. Se puede consultar en: http://www.aecid.org.co/
recursos_user/publicaciones%20aecid/18.%20Las%20victimas%20tiene%20la%20palabra.pdf.

2. El Gobierno de entonces presenté dos argumentos principales: el excesivo costo fiscal de las medidas allf
conftempladas, y porque al oforgar reparacién a victimas de presunta responsabilidad del Estado sin que mediara
sentencia judicial representaria una grave amenaza a la politica de seguridad democrética porque igualaba a los

terroristas con agentes del Estado sin que ellos tuvieran la oportunidad de defenderse en juicio.



estado mdés preliminar, con el ELN. La Ley 1448 se aprobé antes del inicio del proceso
de negociacién de paz. El Estado colombiano ha buscado la reparacién a las victimas
como una forma de construir paz independientemente de la terminacién del conflicto
armado, sin embargo, el mejor escenario para la reparacién integral es la terminacién
del conflicto armado. La poblacién en general y también las victimas consideran que la
reparaciéon contribuye a la reconciliacion. En efecto, el 60% de la poblacién en general
considera que la reparaciéon contribuye a la reconciliacién, lo mismo piensa el 56% de
las victimas registradas y el 55% de las victimas reparadas °.

Asi las cosas, la Ley 1448 se enmarca dentro de una estrategia de justicia transicional
entendida como “los diferentes procesos y mecanismos judiciales o extrajudiciales
asociados con los intentos de la sociedad por garantizar que los responsables de las
violaciones contempladas en el articulo 3 de la presente Ley, rindan cuentas de sus actos,
se satisfagan los derechos a la justicia, la verdad y la reparacién integral a las victimas, se
lleven a cabo las reformas institucionales necesarias para la no repeticién de los hechos
y la desarticulacién de las estructuras armadas ilegales, con el fin Gltimo de lograr la
reconciliacién nacional y la paz duradera y sostenible” (art. 8, Ley 1448 de 2011).

Adicionalmente, el Estado, a través del acto legislativo 01 de 2012, conocido como
Marco Juridico para la Paz, incorporé el articulo transitorio 66 a la Constitucién Politica
en el cual se define que la Justicia Transicional tendrd como finalidad prevalente “facilitar
la terminacién del conflicto armado interno y el logro de la paz estable y duradera, con
garantias de no repeticién y de seguridad para todos los colombianos; y garantizarén en
el mayor nivel posible, los derechos de las victimas a la verdad, la justicia y la reparacién”.

La Corte Constitucional, en la Sentencia C-579 de 2013, que estudié el Marco Juridico
para la Paz, definié la justicia transicional como “una institucion juridica a través de la
cual se pretende integrar diversos esfuerzos, que aplican las sociedades para enfrentar
las consecuencias de violaciones masivas y abusos generalizados o sistemdticos en
materia de derechos humanos, sufridos en un conflicto, hacia una etapa constructiva de
paz, respeto, reconciliacién y consolidacién de la democracia, situaciones de excepcién
frente a lo que resultaria de la aplicaciéon de las instituciones penales corrientes”,
aclarando que no es una forma especial de justicia, sino “un sistema o tipo de justicia
de caracteristicas especificas, que debe aplicarse de manera excepcional”, que tiene
como obijetivos especiales (i) el reconocimiento de las victimas, (i) el restablecimiento
de la confianza publica mediante la reafirmacién de la relevancia de las normas que los
perpetradores violaron, (iii) la reconciliacién, y (iv) el fortalecimiento de la democracia.

3. Kathryn Sikkink, Phuong N. Pham, Douglas Johnson, Peter Dixon, Bridget Marchesi, Patrick Vinck. Carr Center for Human
Rights Policy, Harvard Humanitarian Initiative. Evaluacién sobre medidas de reparaciones integrales en Colombia. Estos
hallazgos se encuentran en los resultados preliminares dados a conocer a la Unidad para las Victimas en junio de 2015. En
particular, estos resultados hacen parte del componente 3 de la evaluacién que, a través de una encuesta nacional y grupos
focales, examiné la implementacién de medidas de reparacién implementadas por la Unidad de Victimas desde la perspectiva
de sus beneficiarios, especificamente, victimas del conflicto armado, indagando en poblacién en general, victimas registradas

y victimas reparadas (entendiendo por reparacién quién habia recibido al menos una medida de reparacién).



El articulo 9 de la Ley 1448 de 2011, que regula el carécter de las medidas transicionales,
establece que todas las victimas tienen derecho a la verdad, justicia, reparacién y garantias de
no repeticién de las violaciones de que fueron victimas; y que las medidas de atencién, asistencia
y reparacién adoptadas por el Estado tendrdn la finalidad de contribuir a que las victimas
sobrelleven su sufrimiento y el restablecimiento en lo posible de sus derechos vulnerados.

La Ley 1448 establece instrumentos especificos para la realizacién de al menos cinco derechos
de las victimas:

a. Derecho al reconocimiento de su calidad de victima, lo cual se realiza a través del Registro
Unico de Victimas — RUV (art. 154). El RUV cuenta con un médulo individual y un médulo
colectivo. Es una herramienta técnica y administrativa para el reconocimiento y caracterizacién
de las victimas del conflicto armado que permite organizar la respuesta del Estado a las Victimas.
Al mismo tiempo es un mecanismo de dignificacién y memoria histérica que tiene un efecto de
reconocimiento a nivel individual y colectivo.

b. Derecho a medidas de asistencia social y humanitaria. Las medidas de asistencia humanitaria
buscan enfrentar los impactos mds inmediatos de la victimizacién y atender las necesidades
minimas relacionadas a la supervivencia y el minimo vital. Las medidas de asistencia social estdn
relacionados con la atencién de derechos econémicos y sociales que, como ciudadanas tienen
las victimas, pero que se vieron afectadas por los hechos (art. 47 y 49).

c. Derecho a la reparacién individual y colectiva. De acuerdo a la Ley 1448, la Reparacién se
entiende como:

“ARTICULO 25. DERECHO A LA REPARACION INTEGRAL. Las victimas tienen derecho a ser
reparadas de manera adecuada, diferenciada, transformadora y efectiva por el dafio que han
sufrido como consecuencia de las violaciones de que trata el articulo 3° de la presente Ley.

La reparacién comprende las medidas de restitucién, indemnizacién, rehabilitacién, satisfacciéon
y garantias de no repeticién, en sus dimensiones individual, colectiva, material, moral y
simbdlica. Cada una de estas medidas serd implementada a favor de la victima dependiendo de
la vulneracién en sus derechos y las caracteristicas del hecho victimizante”.

Las medidas de reparacién se diferencian de las medidas de asistencia social y humanitaria,
aunque se entiende que las medidas de asistencia social y en derechos sociales tienen efecto
reparador (par. 1y 2 del art. 25, Ley 1448 de 2011) “. La Ley dispone de la creacién de un
programa de reparacién colectiva dirigido a grupos y organizaciones sociales y politicos; asf
como a comunidades determinadas a partir de un reconocimiento juridico, politico o social

4. Esta distincién fue solicitada por las victimas durante las Audiencias Congresionales: “Con excepcién de Quibdé y Cicuta, en
todas las ciudades las victimas respaldaron la inclusién del articulo 6 del proyecto de ley referente a la obligacién de diferenciar entre
las prestaciones que se entregan a titulo de reparacién y las que corresponden a asistencia humanitaria. En Sincelejo y Villavicencio
se propuso adicionar el texto del articulo con el propésito de diferenciar también entre las medidas de reparacién y las medidas de

desarrollo e inversién social”. Ibid nota 1.
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que se haga del colectivo, en razén de la cultura, la zona o el territorio en el que habitan, o un
propdsito comun. La reparacién colectiva tiene en cuenta el dafio ocasionado por la violacién de los
derechos colectivos; la violacién grave y manifiesta de los derechos individuales de los miembros de

los colectivos; o el impacto colectivo de la violacién de derechos individuales (arts. 151 y 152, Ley
1448 de 2011).

d. Derecho a conocer la verdad y al esclarecimiento histérico de lo ocurrido. El articulo 23 de la
Ley contempla el derecho de las victimas, sus familiares y la sociedad en general a conocer la verdad
acerca de los motivos y las circunstancias en que se cometieron las violaciones de que trata el articulo
3° de la Ley, y en caso de fallecimiento o desaparicién, acerca de la suerte que corrié la victima, y al
esclarecimiento de su paradero. Para tal fin previé varias medidas (art. 145, Ley 1448 de 2011), y
definié la creacién del Centro Nacional de Memoria Histérica (art. 146, Ley 1448 de 2011).

e. Derecho alaJusticia, entendido en el articulo 24 como el deber del Estado adelantar una investigacién
efectiva que conduzca al esclarecimiento de las violaciones de que trata la Ley, la identificaciéon de los
responsables, y su respectiva sancién®. Igualmente, en su Titulo Il, contempla Derechos de las Victimas
dentro de los procesos judiciales.

5. Tanto el derecho a conocer la verdad como el derecho a la justicia debe entenderse en el marco de las herramientas de justicia transicional y
de acuerdo al alcance que les dio la Corte Constitucional colombiana, es decir, que no supone la investigacién y sancién de todas y cada una
de las personas responsables: “La Sala examiné si la posibilidad de centrar esfuerzos en la investigacién penal de los delitos de lesa humanidad,
genocidio y crimenes de guerra cometidos de manera sistemdtica, garantiza el cumplimiento de las obligaciones internacionales asumidas por
Colombia. Concluyé que en virtud de los instrumentos de Derechos Humanos y del Derecho Internacional Humanitario, y los pronunciamientos
de sus intérpretes, es legitimo que se dé una aplicacién especial a las reglas de juzgamiento, siempre y cuando se asegure que, como minimo,
se enjuiciardn aquellos delitos. En cuanto a imputar los delitos solo a sus méximos responsables, la Corte consideré que el Estado no renuncia
a sus obligaciones por las siguientes razones: (i) la concentracién de la responsabilidad en los méximos responsables no implica que se dejen
de investigar todos los delitos de lesa humanidad, genocidio y crimenes de guerra cometidos de manera sistemdtica, sino que permite que
sean imputados solo a quienes cumplieron un rol esencial en su comisién; vy (i) se contribuye eficazmente a desvertebrar macroestructuras de
criminalidad y revelar patrones de violaciones masivas de derechos humanos, asegurando en Gltimas la no repeticién. También analizé la renuncia
condicionada a la persecucién penal. Aclaré que la figura se encuentra limitada desde el propio Acto Legislativo, por cuanto no aplica para los
maximos responsables de los delitos de lesa humanidad, genocidio y crimenes de guerra cometidos de manera sistemdtica, conforme con los
estdndares internacionales. Sumado a ello, precisé que la renuncia se revocard de no cumplirse con los requisitos contemplados por la norma.
Dentro de estas condiciones se encuentran, como minimo, la dejacién de las armas, el reconocimiento de responsabilidad, la contribucién al
esclarecimiento de la verdad, la reparacién integral de las victimas, la liberacién de los secuestrados y la desvinculacién de menores. Finalmente,
explicé que la renuncia condicionada a la persecucién penal se justifica al ponderar la obligacién de investigar, juzgar y en su caso sancionar,
con el deber de prevenir futuras violaciones a los derechos humanos en la bisqueda de una paz estable y duradera. La Corte determiné que los
mecanismos de suspensién condicional de ejecucién de la pena, sanciones extrajudiciales, penas alternativas y las modalidades especiales de
cumplimiento, no implican, por sf solos una sustitucién de los pilares esenciales de la Carta, siempre que se encuentren orientados a satisfacer los
derechos de las victimas a la verdad, la justicia, la reparacién y la no repeticién, con observancia de los deberes estatales de investigacién y sancién
de las graves violaciones de los derechos humanos y el Derecho Internacional Humanitario. Finalmente, consideré necesario fijar los siguientes
parémetros de interpretacién del Acto Legislativo, para que estos sean observados por el Congreso de la Republica al expedir la Ley Estatutaria
que desarrolle el “Marco Juridico para la Paz”. El pilar esencial que impone al Estado el deber de respetar, proteger y garantizar los derechos de
la sociedad y de las victimas, exige que todas ellas tengan, como minimo, las siguientes garantias: (i) transparencia del proceso de seleccién y
priorizacién; (i) una investigacién seria, imparcial, efectiva, cumplida en un plazo razonable y con su participacién; (i) la existencia de un recurso
para impugnar la decisién sobre la seleccién y priorizacién de su caso; (iv) asesorfa especializada; (v) el derecho a la verdad, de modo que cuando
un caso no haya sido seleccionado o priorizado, se garantice a través mecanismos judiciales no penales y extrajudiciales; (vi) el derecho a la

reparacién integral y; (vii) el derecho a conocer dénde se encuentran los restos de sus familiares”. Corte Constitutional, sentenciaC-579 de 2013.



Ahora bien, dado que el objeto de esta declaracién es la reparacién, me centraré
en el desarrollo de los puntos a. y c. Lo anterior sin perder de vista la importancia
de que el espiritu de la Ley es ofrecer una respuesta comprehensiva, es decir, que
guarde coherencia interna entre las diferentes medidas de reparacién, y coherencia
externa con las medidas de verdad y justicia (arts. 11y 12, Ley 1448 de 2011).

1.1. El Registro Unico de Victimas - RUV

El Registro de Victimas colombiano reconoce victimas desde 1985 para todos
los hechos, excepto para restituciéon de tierras que son reconocidas desde 1991.
En un inicio, en el frdmite de los proyectos de Ley previos a la expedicion de la
Ley 1448 de 2011, se propuso que el programa de reparacién administrativa se
focalizara en victimas de hechos ocurridos desde 1991, fecha en que se expidié
la Constitucién Politica vigente, que marcéd el compromiso juridico y politico del
constituyente con el respeto y garantia de los Derechos Humanos como un principio
constitucional fundamental. Sin embargo, durante el debate en el Congreso, se
amplié la fecha a 1985, dado que relevantes hechos de violaciones a derechos
humanos ocurrieron durante los afios 80, y particularmente después de 1985,
como lo son los hechos cometidos contra la Unién Patridtica, o los hechos de la
toma y retoma del Palacio de Justicia. Este limite temporal fue estudiado por la H.
Corte Constitucional colombiana quien determiné que para la definicién de dicho
limite temporal primaba la libertad de configuracién legislativa por tratarse de un
programa de justicia transicional, y que las victimas no incluidas en la ley 1448 de
2011, lejos de quedar desprotegidas, tendrian igualmente derecho a mecanismos
ordinarios de reparacién judicial:

“Es el Congreso de la Republica el llamado a fijar los limites temporales para la
aplicacién de las medidas de reparacién previstas en la ley, luego de un amplio
debate en el que se hayan podido exponer diferentes perspectivas sobre el conflicto
armado y quienes deben ser reparados. Precisamente por eso en el cuerpo de la
providencia se inserta un extenso acdpite en el que se da cuenta de las discusiones
que tuvieron lugar sobre la fecha a partir del primero de enero de 1985, y como
ésta fue el fruto de consensos y acuerdos dentro de las distintas corrientes politicas
representadas al interior del 6rgano legislativo. Adicionalmente, de conformidad con
los datos estadisticos aportados en las diferentes intervenciones es claro que las
victimas del conflicto armado interno aumentan de manera sustancial a partir de los
afios ochenta, y que éste se degrada especialmente a partir de esa fecha sin que sea
posible establecer un momento histérico preciso que sirva de hito definitivo. Se tiene
por lo tanto que el limite temporal previsto en el articulo tercero, no es una fecha
arbitrariamente excluyente porque precisamente cubre la época en la cual se produjo
el mayor ndmero de violaciones a las normas de derechos humanos y de derechos

internacional humanitario, el periodo histérico de mayor victimizacién” ©.

En coherencia con la estrategia general de justicia transicional, la Ley 1448 de
2011 se centra en la atencién de los derechos de las victimas de hechos ocurridos

6. Corte Constitucional, Sentencia C-250 de 2012.
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en el marco del conflicto armado, es decir, en hechos de presunta responsabilidad
de guerrillas, grupos paramilitares y Estado. Incluye a victimas pertenecientes a
la poblacién civil y a miembros de la Fuerza Péblica, excepto a victimas que
pertenecieron a grupos armados ilegales siempre que se hayan desvinculado antes
de cumplir la mayoria de edad, es decir, victimas de reclutamiento y uso ilegal
de nifos y nifias en el conflicto armado. En cuanto a los hechos contemplados
en el programa, en el RUV individual se incluyen a victimas de desplazamiento
forzado, homicidio, desaparicién forzada, delitos contra la libertad e integridad
sexual, vinculacién y utilizacién ilegal de nifos y nifas en el conflicto armado, acto
terrorista, victimas de minas antipersona y artefactos explosivos (MAP, MUSE o
AEl), secuestro, amenaza, tortura, despojo y abandono forzado de tierras. A nivel
colectivo, se incluyen en el registro grupos, organizaciones sociales, de mujeres,
politicas, comunidades campesinas y comunidades étnicas.

El proceso de inclusién en el RUV estd reglado por un Manual de Valoracién que
estd basado en el principio de buena fe, de acuerdo con el articulo 5 de la Ley
1448, segun el cual “El Estado presumird la buena fe de las victimas de que trata
lo presente ley. La victima podrd acreditar el dafio sufrido, por cualquier medio
legalmente aceptado. En consecuencia, bastard a la victima probar de manera
sumaria el dafo sufrido ante la autoridad administrativa, para que esta proceda a
relevarla de la carga de la prueba”.

Con corte a 1° de mayo del afio en curso’, el Registro de Victimas cuenta con
7.175.718 victimas del conflicto armado registradas, de las cuales 5.721.718
son sujetos actuales de atencién y reparacion. El 86.6% de las victimas sufrieron
desplazamiento forzado, mientras que el 13.4% sufrieron otros hechos. Entre el
universo de las personas desplazadas se cuenta un 7.5% de todo el universo de
victimas que sufrieron a la vez de desplazamiento forzado, otros hechos. Entre
los hechos distintos al desplazamiento forzado los hechos més recurrentes son
el homicidio, en el que se registran més de 263.000 victimas directas y més de
677.000 victimas indirectas que les sobrevivieron. En segundo lugar la desaparicion
forzada, en las que se cuentan mds de 45.000 personas desaparecidas y mds de
110.000 victimas indirectas contando a sus seres queridos mds préximos®.

El 49,7% de las victimas registradas son hombres y el 49,5% mujeres. De acuerdo
a la pertenencia étnica, el 9% de las victimas se autorreconocen como negros o

7. Es importante aclarar que este peritaje se entregé el 6 de diciembre de 2015, por lo que las cifras reportadas estén
con corte a mayo de dicho afio. Las cifras con corte a 29 de febrero

8. Con corte a 29 de Febrero de 2016, el Registro de Victimas cuenta con 7.957.219 victimas del conflicto armado
registradas, de las cuales 6.298.255 son sujetos actuales de atencién y reparacién. El 80% de las victimas sufrieron
desplazamiento forzado, mientras que el 20% sufrieron ofros hechos. Entre el universo de la poblacién registrada
se cuenta un 9% victimas que han sufrido dos o més hechos victimizante desde 1985. Entre los hechos distintos al
desplazamiento forzado los hechos més recurrentes son el homicidio, en el que se registran mds de 266.618 victimas
directas y més de 790.269 victimas indirectas que les sobrevivieron. En segundo la amenaza con 345.660 y en tercer
lugar la desaparicién forzada, en las que se cuentan més de 46.019 personas desaparecidas y mdés de 126.160

victimas indirectas contando a sus seres queridos mds préximos.



afrocolombianos; el 2% como indigenas; el 0,4% como Rrom, el 0,1% raizal del
Archipiélago de San Andrés y Providencia y el 0,01% palenqueros’.

Si analizamos la conformacién del registro por edades de las victimas
encontramos que la mayorfa se encuentra en edad productiva, el 35% tienen
edades entre 27 y 60 afos; el 17%, estdn entre 18 y 26 afos; 13% entre 6 y
12 afios, entre 13 y 17 afos estd el 11% de las victimas; el 7% tiene entre O y
5 afos; el 7% tiene entre 61 y 100 afos y el 9% no tiene informacién de edad.
El 0,02% de las victimas se autoreconocen por su identidad u orientacién sexual
no hegeménica o como LGTBI'™.

Ahora bien, en cuanto al Registro Colectivo, en la actualidad se encuentran
registrados 215 sujetos de reparacién colectiva. Mientras tanto, en diferentes fases,
incluso la anterior al registro, se avanza con el proceso con 303 sujetos colectivos,
entre los cuales se cuentan 135 comunidades, 5 casos de organizaciones o
grupos de cobertura nacional (como movimientos y representantes politicos,
movimiento sindical, periodistas, Asociacién Nacional de Usuarios Campesinos —
ANUC); 8 organizaciones de mujeres; 73 comunidades afrocolombianas, negras
o palenqueras, 79 comunidades indigenas, y el pueblo Rom que es sélo uno''.

Ahora bien, la conformacién del registro, ademds de ser un esfuerzo descomunal,
ha generado unos resultados importantes. Los sujetos de reparacién colectiva
consultados en la evaluacién sefialan que uno de los mdximos logros del proceso
de reparacién colectiva ha sido que han logrado el registro individual de varios
de sus miembros. El Registro de los colectivos y organizaciones también ha tenido
un valor simbélico'. Este asunto también pudo haber propiciado la percepcién
de que las victimas son una prioridad para el Estado, pues mds de la mitad de
los personas encuestadas estuvieron de acuerdo en que las victimas del conflicto

9. E1' 49,5% de las victimas registradas son hombres y el 49,7% mujeres. De acuerdo a la pertenencia étnica, el 9.6%
de las victimas se autorreconocen como negros o afrocolombianos; el 2.2% como indigenas; el 0,4% como Rrom, el
0,1% raizal del Archipiélago de San Andrés y Providencia y el 0,01% palenqueros.

10. Si analizamos la conformacién del registro por edades de las victimas encontramos que la mayoria se encuentra
en edad productiva, el 32.8% tienen edades entre 27 y 60 afos; el 20.6 %, estdn entre 18 y 26 afos; 11% entre 6
y 12 afios, entre 13y 17 afios estd el 13.1% de las victimas; el 6.5% tiene entre O y 5 afios; el 7.6% tiene entre 61
y 100 afios y el 8.1% no tiene informacién de edad. El 0,02% de las victimas se autoreconocen por su identidad u
orientacién sexual no hegeménica o como LGTBI.

11. Actualmente se encuentran en ruta 340 Sujetos de Reparacién Colectiva, de los cuales 73 son Comunidades
Afrocolombianas, 141 Comunidades Campesinas, 100 Comunidades Indigenas, 2 Comunidades Negras, 3 Grupos
(“Nifos, nifas y adolescentes, del hogar juvenil de Monterrey”, “Concejales y Diputados”, “Periodistas”) , 11
Organizaciones (como movimientos y representantes politicos, movimiento sindical, Asociacién Nacional de Usuarios
Campesinos — ANUC), 9 Organizaciones de Mujeres y el Pueblo Rrom o Gitano. De los cuales se encuentran
registrados en el Registro Colectivo, 232 sujetos de reparacién colectiva.

12. “For both organizations and communities consulted, one ultimate benefit from the collective process was that
individual victims from among their memberships registered themselves with the RUV. This was true for at least three
of seven organizations consulted, and for four of eight communities. Group representatives said that it was a goal to
ensure registration for individual victims. Registration of the collectives and organizations also held symbolic value”.

Ibid, nota 3.



armado son una prioridad para el Estado: el 56% de la poblacién general, el 59% de las
victimas registradas y el 60% de las reparadas.

De acuerdo a la Evaluacién de la Universidad de Harvard, el programa colombiano,
comparado con 45 politicas de Reparacion de 31 paises en transicién en el mundo, es el
Registro mds grande, en cuanto incluye al 14% de su poblacién, mientras que el universo
de los personas reparables dentro del RUV corresponde al 11% de la poblacién general.
El Registro més grande conocido habia intentado llegar al 1% de la poblacién. Tal vez la
razén que mds determina la considerable diferencia con otros paises es el hecho de que
ningun ofro pafs habia incluido en su programa a las victimas de desplazamiento forzado.
Sin embargo, ain sin las victimas de desplazamiento forzado, el programa colombiano
pretende llegar al 2% de su poblacién actual; es decir el doble que el programa mas
grande conocido'®.

Uno de los asuntos mds destacados, segin el estudio del programa de reparaciones
en Colombia es la amplitud de la tipologia de hechos o dafios cubiertos, asi como la
elegibilidad, entendida como con cudnto tiempo contaban las victimas para registrarse,
y si al programa pueden acceder tanto victimas directas como indirectas. Sin embargo,
este aspecto en particular puede ser desestabilizante para el programa en cuanto a la
posibilidad de planeacién y capacidad institucional. El estudio del Carr Center concluye:
“En el contexto del ya conocido total de victimas y la naturaleza permanente del conflicto,
Colombia ha tomado la decisién sin precedentes de establecer pocos limites en cudndo
y por cudnto tiempo las victimas pueden registrarse para recibir beneficios monetarios. Si
bien esto reduce dramdticamente las barreras para las victimas -y sigue algunas directrices
internacionales dirigidas a no imponer limites onerosos para el registro de las victimas,-
esta gran ventana hace a Colombia vulnerable a los problemas de ampliacién de la
dfiliacién (es decir, donde “ampliacién” hace referencia a la expansién de la dfiliacién o
del grupo objetivo: en este caso las victimas registradas) y al problema de la ampliacién
organizacional (es decir, en donde la Unidad para las Victimas como organizacién debe
crecer para suplir las necesidades del creciente numero de los inscritos)”'.

El trabajo de consolidar el Registro también ha sido destacado por el estudio mencionado,
que afirma “Tan sélo el trabajo de registro de las victimas en Colombia es ya un logro.
Dos de los otros casos del grupo e referencia, Indonesia y Marruecos, no tienen ni siquiera
un registro; Guatemala y Surdfrica tienen las listas de sus Comisiones de la Verdad per no
registros completos. Tenemos que reconocer que la creacién del Registro Gnico de Victimas
y la capacidad que ha tenido Colombia para registrar 6.9 millones de victimas es uno de
los puntos clave de la implementacién del programa colombiano de reparacién”’® .

1.2. El programa de reparaciones individual y colectiva implementado en el marco de
la ley 1448 de 2011
13. Kathryn Sikkink, Bridget Marchesi, Peter Dixon y Federica D Alessandra. Carr Center for Human Rights Policy, Harvard

Kennedy School Carr Center for Human Rights Policy. Reparaciones Integrales en Colombia: Logros y desafios. Evaluacién
comparativa y global.

14. Ibid, nota 3.

15. Ibid, nota 3.



En este capftulo se hard referencia a la necesidad del programa de reparaciones
colombiano, su integralidad y adecuacién a los estdndares internacionales.
Igualmente a los componentes del programa de reparacién individual y colectivo,
y por Ultimo, al despliegue institucional y presupuestal establecido para dar
cumplimiento a la Ley 1448 de 2011.

1.2.1.  Un programa de reparaciones administrativas integral, que complementa
la via judicial, necesario y deseable para garantizar los derechos humanos

En Colombia se han puesto en marcha importantes intentos para ofrecer reparacién
a las victimas en sede judicial. Sin embargo, y a pesar de sus considerables avances
y esfuerzos, la rama judicial ha visto desbordada su capacidad de reparar a un
porcentaje amplio de victimas, comparado con el universo conocido hoy en el
RUV', Esa es una de las razones por las que se ha estimado la conveniencia, en
Colombia y en varios paises del mundo con situaciones de violaciones a escala
masiva, de establecer programas de reparaciones administrativas. El informe sobre
reparaciones del Relator Especial sobre la promocién de la Verdad, la Justicia, la
Reparacién y las garantias de no repeticién, Sr. Pablo de Greff, del 13 de octubre
de 2014 aborda este punto y se sefiala:

“4. Los programas de reparacién son en el mejor de los casos procesos
administrativos que entre otras cosas eluden algunas de las dificultades y los gastos
asociados a los litigios para los demandantes los programas de reparacién por via
administrativa son comparativamente mds favorables que los procesos judiciales
cuando se trata de violaciones masivas pues ofrecen un resultado con mayor rapidez
entrafian menos gastos y tienen normas de pruebas menos estricta, procedimiento
no contenciosos y una mayor probabilidad de obtener algin tipo de reparacién
aunque ello no sea motivo para impedir el acceso a los tribunales con fines de
obtener reparacién si es una razén para crear programas administrativos”!”.

El programa de reparaciones colombiano es un ejemplo concreto de lo expuesto
por el Relator Especial, pues ha permitido dar una cobertura en reparacién
sustancialmente mds amplia que por via del sistema judicial. Este asunto se
abordaré més adelante cuando se presenten los avances en la implementacién.

Ahora se examinard el aspecto de la determinacién de responsabilidades como
fundamento para la reparacién. Sin duda la reparacién supone también la

16. Asi por ejemplo, a corte de 30 de mayo, en el sistema judicial de justicia y paz han sido indemnizadas 3136
victimas. No obstante lo anterior, las sentencias expedidas han avanzado sustancialmente en el esclarecimiento de
la verdad a nivel individual y colectiva, a develar a quienes han estado detrés de las violaciones, y a comprender el
contexto macro en el que los hechos se han presentado.

17. Naciones Unidas, Asamblea General, Documento A/69/518. Informe del Relator Especial sobre la promocién de
la verdad, la justicia, la reparacién y las garantias de no repeticién, Sr. Pablo de Greiff, presentado de conformidad

con la resolucién 18/7 del Consejo de Derechos Humanos.
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definicién de la responsabilidad de quien cometié el hecho y a un nivel mds global
del Estado o de los grupos armados ilegales en hostilidades. La Unidad para
las Victimas en particular, como entidad del gobierno nacional, como entidad
administrativa, no tiene la competencia juridica para definir responsabilidades
individuales o del Estado. La Ley 1448 define expresamente en su articulo
9 que el acceso al programa de reparacién no implica el reconocimiento de
responsabilidad del Estado. Sin embargo, la Ley no prohibe que se hagan actos
de reconocimiento de responsabilidad del Estado o de miembros grupos armados
ilegales cuando proceda, ya sea por orden judicial, o inclusive por decisién
unilateral del responsable. De hecho, tal reconocimiento de responsabilidad es
deseable, pues es una medida de satisfaccién prevista en la misma Ley (art.139,
literal . Ley 1448 de 2011). Entodo caso, el RUV si da la alternativa a las victimas
que quieran hacerlo, de declarar sobre quién consideran que fue el responsable,
sin ser este un requisito, porque uno de los propésitos del programa es que las
victimas puedan acceder a la reparacién sin tener que enfrentar a su perpetrador o
tener que denunciar al culpable. Esta informacién sobre los presuntos responsables
que senalan las victimas es sin embargo un insumo importante para la memoria
histérica y para la investigacién judicial, pues la Unidad para las Victimas debe
trasladar periédicamente esta informacién a la Fiscalia General de la Nacién.

Asi las cosas, el programa de reparaciones se ha basado en el deber de garantizar
los derechos humanos bajo la Convencién Americana sobre Derechos Humanos
proveyendo a las victimas recursos eficaces para acceder a la reparacién (art. 1.1.
de la Convencién Americana sobre Derechos Humanos). Esta es una diferencia
sustancial con regimenes legales anteriores, particularmente con el Decreto 1290
de 2008, que ofrecia indemnizacién administrativa a ciertas categorias de victimas,
fundada en el principio de solidaridad, lo cual suponia que la reparacién era una
concesién graciosa del Estado, y no un derecho de las victimas que tenia como
contraparte la obligacién suya garantizarla. En el texto final de la Ley aprobada,
fue eliminada toda referencia al principio de solidaridad, en parte porque fue una
solicitud de las victimas durante las audiencias congresionales que se desarrollaron
para consultar su opinién sobre el entonces Proyecto de Ley de Victimas'®.

Ahora bien, pasaré a profundizar sobre las condiciones del programa de
reparaciones, en relacién con los estdndares internacionales de derechos humanos.

18. Aqui la propuesta de las victimas participantes en las audiencias congresionales desarrolladas en 2009 mientras
que se discutia el primer proyecto que se tramité antes de la Ley 1448 de 2011 “A propésito de este decreto [el Decreto
1290 de 2008], también se cuestiond la decisién de justificar la creacién del programa de reparacién individual por
via administrativa a partir del principio de solidaridad. Segin las victimas, la reparacién es una obligacién que
encuentra sustento en diversos tratados de derechos humanos, razén por la cual es de imperativo cumplimiento para
el Estado, y no puede verse como un acto de generosidad o solidaridad con las personas afectadas por el conflicto.
Por Gltimo, los asistentes a las audiencias de Medellin y Pitalito exigieron adicionar la normatividad propuesta para
establecer la prohibicién de descontar el monto de las ayudas humanitarias del valor de las indemnizaciones. Y
también en Villavicencio, las victimas expresaron su deseo de que los subsidios de vivienda no fueran incluidos como

medidas de reparacién”.



Tal vez lo primero sea decir que el programa de Reparaciones administrativas de Colombia, de acuerdo al
estudio varias veces citado de la Universidad de Harvard, es el de los mds altos estdndares internacionales, de
acuerdo a su infegralidad y complejidad. El estudio, encargado por el Gobierno colombiano, evalta estas dos
dimensiones del disefio de acuerdo a la Resoluciéon 60/147 de Naciones Unidas que adopta los “Principios y
directrices bédsicos sobre el derecho de las victimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de
derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer recursos y obtener
reparaciones”. El estudio entiende como integralidad la capacidad de la politica para cubrir el conjunto completo
de posibles beneficiarios. Por su parte, entiende que la complejidad es la gama de beneficios que ofrece una
politica para enfrentar los dafios ocurridos.

Incorporando ambos criterios, Colombia es la politica que cuenta con el mayor nivel de integralidad vy
complejidad a nivel regional:

Comparacion de paises Ameérica Latina por Integridad y Complejidad
Regional: 14 Politicas de Reparacién
1979-2013

r

—

.

ala Paraguay ° Peru @ Uruguay

Fuente: Universidad de Harvard, Carr Center.

Adicionalmente, el centro académico desarrollé un indicador de “puntuacién integral” que se basa en la
medicién de cinco dimensiones: tipos de dafio cubiertos, alcance de los dafios cubiertos, elegibilidad, formas
de reparacién y diferenciacién de victimas. Entre los paises de referencia Colombia alcanza un puntaje de
23/25, siendo el programa mds integral:

Tarjeta de puntuacion integral

victimas

Fuente: Universidad de Harvard, Carr Center.
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De acuerdo al informe del Carr Center:

“El programa de reparacién colombiano estd a la vanguardia de una tendencia
latinoamericana mds amplia en politicas de reparacién. En promedio, las
politicas de América Latina logran el mayor puntaje en integridad, complejidad
e integralidad. Pareceria que ha surgido un modelo de reparacién regional —
formado tanto por factores internacionales, tales como el desarrollo de normas
infernacionales de reparacién, y por factores regionales tales como el papel que
ha desempeinado la Corte Interamericana de Derechos Humanos en la creacién de
un nuevo paradigma para la reparacién bajo el Derecho Internacional. El impacto
de dicho modelo regional puede ser miltiple. Desde la perspectiva del disefio
de politica o del compromiso, el modelo regional exige cada vez una cobertura
mdés amplia, beneficios coordinados, amplios criterios de elegibilidad para
diferentes tipos de victimas y mdltiples formas de reparacién. En condiciones de
pleno cumplimiento, todo el conjunto de victimas potenciales podria ser reparado
y su reparacién serfa holistica y diferenciada segin sus necesidades (a través de
formas especificas de reparacién). Sin embargo, el aspecto negativo de la urgencia
de un modelo regional y su rdpida difusién es que los Estados probablemente
no podrdn cumplir con sus compromisos. En algunos casos, es posible que el
modelo regional no se ajuste a las demandas o recursos locales. Exploramos este
tema en el andlisis comparado. El programa de reparacién colombiano es lider
mundial en términos del cumplimiento de las normas internacionales de los mas
altos estdndares, y en el abordaje de todos los temas relevantes. La prueba crucial
siguiente, consiste en explorar la implementacién de las politicas, el grado en que
los Estados se mueven de un compromiso con las normas internacionales que
expresan por escrifo en sus politicas de reparacién, al cumplimiento real de dichas
normas a través de la implementacién de las leyes. Como ocurre en la mayoria de
las dreas del Derecho Internacional de Derechos Humanos, los Estados han hecho
mds progresos en el drea de compromiso, pero con frecuencia tienen problemas
para traducir esos compromisos en cumplimiento. En muchos de los programas de
reparacién de nuestra base de datos, sigue habiendo brechas entre el compromiso
y el cumplimiento”!?.

Ahora bien, el Estado colombiano no toma esta observacién como un llamado
a desestimar el rol crucial que ha tenido el sistema interamericano en el avance
de las politicas de reparaciones y particularmente la de Colombia, o como un
argumento para desconocer dichos estdndares. Mds bien, este llamado nos permite
analizar la importancia de evaluar el programa no sélo desde la perspectiva de los
estédndares, sino también de la adecuacién de la capacidad institucional material
y real de los Estados, y particularmente del Estado colombiano, para cumplir con
su obligacién bajo el derecho internacional y el derecho nacional de acuerdo
a la Constitucién y la Ley de Victimas. El Estado colombiano entiende que esta
obligaciéon supone la necesidad de dar cobertura al mayor nimero posible de
victimas en condiciones de igualdad.

1.2.2.  El programa de reparacién administrativa individual y colectiva instituido

19. Ibid, nota 3.



por la Ley 1448 de 2011

Como se ha mencionado, el programa ha sido implementado en su dmbito individual y colectivo. A
continuacién se describird y describirdn los avances en implementacion de cada uno de estos programas.

a. Reparacién individual

En el dmbito individual, el programa se compone de: i. La medida de indemnizacién y el programa de
acompafamiento a su inversién; ii. La restitucién, que incluye el retorno o reubicacién de los desplazados,
la restitucién de las capacidades para el empleo y auto empleo, la restitucién de vivienda a través de la
focalizaciéon prioritaria de politica social, la restitucién de tierras, y la restitucién de créditos y pasivos; iii.
La rehabilitacién fisica y emocional a través del Programa de Atencién Psicosocial y Salud Integral para
las Victimas — PAPSIVI; iv. Medidas de satisfaccién entre las que se destaca la exencién del servicio militar
obligatorio y la entrega de cartas de dignificacién; v. Las garantias de no repeticién.

:Qué comprende la reparacion
ﬁoy en la Ley 14487

m ENTIDAD COMPONENTE

Ind i oai i &n. Unichac) Vienmas

¥
Restitucién:

Ratorno o reubicacidn pana o desplazodaos -
Reslinucitn de copotidedes para emples ¥ aulsemples -
Vivienda focal zocitn prioiioia de poliioa sockal| =

Unidad Victmas y DFS
in Trabojo
1. Vivienda, min. Agrediun

DR

Tiemas U, Thanas, Jooces y magiseados de Basmusin
Creditos y pasivos FIMAGRO y Bancoklax
Rehabilitagén Fisica v Emocional Min,Salud [PAPSIVI v Unidad Victimas
Satisfaccidn: Min. Defensa
= Exencitn dol senicio miilor obligatonic Unidad Vichimas, CAMH
= Simbdlicos 3
Garanfias de no repelicitn Warias entidades

Entre los avances mds importantes en la implementacién del programa se encuentran?:

a. La entrega de mds de 503.000 indemnizaciones (con corte a mayo de 2015), que segin el informe
global comparado de la Universidad de Harvard, significa que Colombia es el Estado del mundo que mds
indemnizaciones administrativas ha entregado.

b. En lo referente a la restitucién de tierras, de acuerdo a datos entregados por la Unidad de Restitucién de
Tierras, con corte a 31 de marzo de 2015 se han recibido 77.893 solicitudes de inscripcién al Registro de
Tierras Despojadas y Abandonadas Forzadamente — RTDAF. Del total de las solicitudes analizadas, se han
inscrito 11.342 en el RTDAF, de las cuales 7.941 cuentan con solicitud de restitucién. Por otra parte, en la
etapa judicial se presentan 2.297 solicitudes que han sido resueltas a través de las sentencias proferidas por
parte de los jueces y magistrados especializados en restitucién de tierras, y existen 1.592 predios con entrega
material en cumplimiento de las sentencias?'.

20. Para un informe detallado de la implementacién del programa ver: “Informe del Gobierno Nacional a las Comisiones Primeras del Congreso de la
Republica, Marzo de 2015”. Se puede consultar en:
https://drive.google.com/folderview?2id=0B7NOBF_04ypTtkpCUXZITjhiVDNoZWx1WS01VDhVZzV6dFIxb0JucmRncOtZbmEOVkh2Sms&usp=sharing.

21. Oficina de Tecnologias de la Informacién y Direccién Juridica de Restitucién — URT.
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c. En lo referente a los retornos y reubicaciones, como restitucién de la libertad de
locomocién, segin una encuesta nacional a victimas desplazadas realizada por
el Departamento Nacional de Estadistica — DANE, el 78.6% de las victimas de
desplazamiento forzado se encuentran retornadas o reubicadas en condiciones
de voluntariedad el lugar donde quieren desarrollar su proyecto de vida. Sobre
el tema de los desplazados se trata la declaracién de la Directora General de la
Unidad para las Victimas, Dra. Paula Gaviria.

d. El establecimiento de un programa de focalizacién de vivienda social para
victimas de desplazamiento forzado que mayores necesidades en la garantia de
su derecho a la vivienda presentan, a fitulo de restitucién de vivienda (art. 123,
Ley 1448 de 2011). El programa urbano, a cargo del ministerio de Vivienda, se
encuentra regulado por la Ley 1537 de 2012 y decretos reglamentarios 2243
de 2012, 2088 de 2012, 075 de 2013 y 2726 de 2014. En el marco de esa
politica se estd asignando y entregando viviendas a 100.000 hogares, de los
cuales més del 66% de ellos son victimas de desplazamiento forzado. El programa
de vivienda rural, a cargo del ministerio de Agricultura, se encuentra regulado
por los Decretos reglamentarios 1921 de 2012, 2164 de 2013 y 2726 de 2014,
en el marco de los cuales, al 4 de mayo de 2015, se han asignado viviendas a
48.714 hogares victimas.

e. Se ha definido un programa de empleo rural y urbano a titulo de restitucién
de empleo de responsabilidad del ministerio de Trabajo para las victimas del
conflicto armado cuyos componentes son la formacién para el trabajo, los servicios
de intermediacién laboral, y el emprendimiento o fortalecimiento de cadenas
productivas. Los programas especificos que se han implementado durante el 2013,
2014 y lo corrido del 2015 son: i) Formacién para j6venes (1.968 personas), ii)
Formacién a la medida (4.238 personas), iii) Atencién ocupacional a Nifos, Nifas
y Adolescentes (1.293 personas), iv) Desarrollo Econémico Incluyente -DEI- rural
(1.280 hogares) v) formacién para el empresarismo (1.616 personas), y vi) programa
de fortalecimiento productivo en el Litoral Pacifico (3.225 hogares focalizados).

f. La puesta en marcha de un programa de rehabilitacién, el Programa Atencién
Psicosocial y Salud Integral para las Victimas —PAPSIVI-, dirigido por el Ministerio
de Salud y Proteccién Social, a través del cual se han atendido a 82.156 personas
en su modalidad individual, familiar y comunitaria, con corte a 30 de noviembre
de 2014. Con corte a 31 de diciembre de 2014, la Unidad para las Victimas ha
brindado atencién en la Estrategia de Recuperaciéon Emocional a Nivel Grupal a
57.189 victimas. En total, han recibido atencién psicosocial 139. 345 victimas. En
el actual cuatrienio de Gobierno se han ampliado considerablemente las metas.

El PAPSIVI se brinda a las victimas que aceptan la intervencion y se desarrolla
en dos grandes componentes, la atencién psicosocial y la atenciéon en salud
integral. El primero, es un componente que se implementa por fuera —pero de



manera complementaria- con la red prestadora de servicios de salud, a través de equipos interdisciplinarios??,
quienes brindan atencién psicosocial a las victimas que lo requieran, en las modalidades individual, familiar y
comunitaria?. Este componente se ha orientado a “mitigar, superar y prevenir las afectaciones e impactos a la
integridad psiolégica y moral, al proyecto de vida o a la vida en relacién, causadas a las victimas, sus familias y
comunidades, como consecuencia de las graves violaciones a los derechos humanos y las infracciones al DIH"?.

El segundo componente de atencién en salud, se desarrolla dentro del Sistema General de Seguridad Social
en Salud, a través de su red de prestadores de servicios?®. Sobre éste componente es importante considerar
que las victimas pueden acceder al Sistema de Salud por derivacién de la atencién realizada por la Unidad
para las Victimas? o acceder directamente a través de solicitudes que realizan, no en su condicién de victimas,
sino de ciudadanos?’.

22. Los equipos psicosociales estan confirmados por un psicélogo, un profesional de ciencias sociales, un profesional de la salud y 1 promotor psicosocial.
23. Para las modalidades Individual y Familiar existen guias de atencién orientadas a brindar: a) Consejerfa y apoyo; b) acompafamiento terapéutico y;
c) orientacién a servicios especializados (en salud mental, salud fisica, entre otros). En la modalidad los protocolos estén orientados a: a) dar atencién en
situaciones criticas, es decir respuestas psicosociales frente a crisis derivadas de situaciones de violencia en las comunidades; b) fortalecimiento colectivo de
organizaciones y comunidades; c) reconstruccién de memorias y; d) reconocimiento colectivo.

24. Descripcién de Atencién Psicosocial, tomada del documento Estrategia de Atencién Psicosocial. Marco conceptual. Documento de trabajo del Ministerio
de Salud (6 de abril de 2015).

25. Actividades esenciales para satisfacer las necesidades de salud de la poblacién beneficiaria y que son brindados por las instituciones prestadoras de
servicios de salud (IPS) e incluye la totalidad de las actividades, intervenciones y procedimientos en sus componentes de promocién, prevencién, tratamiento
y rehabilitacién, que permitiréd a la poblacién afectada recuperar su integridad fisica, emocional y psicolégica. Deberd observar los principios del SGSSS
consagrados en el articulo 3° de la Ley 1438/11 y los principios de atencién a victimas con enfoque psicosocial de la Ley 1448/11.

26. Estas remisiones las hacen los equipos de trabajo de los Centros de Atencién a Victimas con dos propésitos: el primero relacionado con el acceso a
Salud, como uno de los componentes de la Superacién en Situacién de Vulnerabilidad para victimas de desplazamiento forzado y el segundo, para solicitar
acceso a tratamientos especiales de victimas que refieren dafos fisicos producto de los hechos de violencia que atn no han sido atendidos.

27. Frente al seguimiento que la Corte Interamericana de Derechos Humanos realizé sobre el cumplimiento de medidas de reparacién diferentes a la
Indemnizacién respecto de 9 casos en Colombia, en la audiencia de seguimiento realizada por la Corte, fue coincidente con el desarrollo técnico de la
medida de Rehabilitacién dentro de la implementacion de la Ley 1448 de 2011. En la Resolucién del Presidente de la H. Corte Interamericana del 8 de
febrero de 2012, se resalta el proceso de supervisién del cumplimiento de las medidas de reparacién sobre Atencién Médica y Psicolégica ordenadas en
nueve casos colombianos (Caso 19 Comerciantes Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de julio de 2004. Serie C No. 109, Caso
Gutiérrez Soler Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 12 de septiembre de 2005. Serie C No. 132, Caso de la “Masacre de Mapiripén”
Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 134, Caso de la Masacre de Pueblo Bello Vs. Colombia.
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de enero de 2006. Serie C No. 140, Caso de las Masacres de ltuango Vs. Colombia. Excepcién Preliminar,
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de julio de 2006. Serie C No. 148, Caso de la Masacre de La Rochela Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones
y Costas. Sentencia de 11 de mayo de 2007. Serie C No. 163, Caso Escué Zapata Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de julio
de 2007. Serie C No. 165, y Caso Valle Jaramillo y otros Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2008. Serie C
No. 192). Adicionalmente, el dia 15 de marzo de 2011 las partes en un caso habian acordado “incluir en el marco de la medida de reparacién en salud el
caso Manuel Cepeda Vargas” (Caso Manuel Cepeda Vargas Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de
mayo de 2010. Serie C No. 213). La Corte sefialé que el desarrollo de las medidas de Rehabilitacién requerian: a)reconocer los aspectos diferenciados de
las medidas de rehabilitacién fisica y psicolégica de las victimas respecto de toda la poblacién beneficiaria del sistema de seguridad social; b) reconocer
cudles son los mecanismos que aseguran la atencién inmediata y el seguimiento de los casos urgentes; c) que se tomaran en cuenta los diagnésticos previos
sobre las afectaciones psicolégicas y en salud fisica de las victimas. Para las comunidades objeto del seguimiento de la Corte, varias organizaciones de la
sociedad civil, entre las que se encontraban, la Corporacién AVRE, la Corporacién Vinculos, y la Fundacién Dos Mundos, ya habian realizado diagnésticos

previos a las comunidades; d) que se convocara el tratamiento de las victimas por personas especializadas.
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Es de resaltar que en los dos Ultimos afos?® el PAPSIVI ha logrado avanzar en la
creacién de guias metodolégicas para la atencién psicosocial a las victimas, en
la actualidad existen 23 gufas para la atencién psicosocial a nivel individual y 18
guias de atencién familiar, que permiten realizar entrenamiento a los profesionales
que implementan esta atencién en el territorio. La atencién psicosocial en las
modalidades individual y familiar, se desarrolla en un méximo de 8 sesiones, una
tras otra cada semana y un encuentro posterior de seguimiento. Existen también 13
guias de atencién psicosocial comunitaria, cada grupo o comunidad cuenta con 4
sesiones en promedio para el desarrollo de cada guia. A diferencia de los procesos
de atencién psicoldgica que se realizan por servicios especializados dentro de la
red prestadora de salud, esta atencién busca atender las diferentes expresiones del
dafio psicosocial que se han reconocido a las victimas, es decir éstas guias buscan
mitigar dafios especificos producidos en el contexto del conflicto armado.

El promedio de sesiones que han considerado las guias metodolégicas en el
PAPSIVI en las modalidades individual y familiar (8 sesiones) y en los protocolos
disefiados por la Unidad para las Victimas a través de la Estrategia de Recuperaciéon
Emocional a Nivel Grupal (9 encuentros), es superior al promedio de sesiones
que recibe la poblacién no victimizada, quienes reclaman servicios de atencién
por psicolégica de méximo 4 sesiones.

g. En lo referente a las medidas de satisfaccién, la Ley 1448 prevé diferentes y
variadas medidas de satisfaccién. Al respecto, en el programa individual se hace
entrega de una carta de reconocimiento y dignificacién a las victimas que avanzan
en su proceso de reparacién, rechazando lo ocurrido y manifestando la disposicién
del Gobierno de acompafiar el proceso de reparacién. Igualmente, se ha realizado
el proceso de exencién de servicio militar obligatorio. Desde la vigencia de la Ley
de Victimas se han entregado 60.380 libretas militares como parte de la medida de
exencion de servicio militar obligatorio?. Igualmente, en la mayoria de los casos, la
entrega de indemnizaciones administrativas se hace en el marco de actos pUblicos
de reconocimiento, memoria y dignificacién. Adicionalmente el grupo de memoria
histérica de la Comisién Nacional de Reparacién y Reconciliacién, constituido en
el marco de la Ley 1448 de 2001 como el Centro Nacional de Memoria Histérica
— CNRR ha desarrollado informes e iniciativas de memoria sobre casos, regiones o
tipologias especificas de violacién de derechos®. Entre las publicaciones se encuentra
el informe del Grupo de Memoria Histérica de la CNRR “La huella invisible de la
Guerra. Desplazamiento forzado en la Comuna 13”.

Antes de pasar al programa colectivo, quisiera detenerme en los montos de
indemnizacién que ofrece el programa. Los montos estdn definidos en el art. 149
de la Ley 1448 asf:

28. El presente peritaje se presenté en diciembre de 2015.

29. Hombres entre los 17 y 50 afios de edad. De ellos, 26.368 fueron exentos y cuentan con libreta military 17.604
fueron exentos y tienen pendiente la entrega de la libreta militar.

30. Sobre informes del Centro Nacional de Memoria Histérica consultar:

http://www.centrodememoriahistorica.gov.co/informes.



Indemnizacién segun hecho Monto en délares

Por homicidio, desaparicién forzada y secuestro, hasta cuarenta
(40) salarios minimos mensuales legales que se distribuyen entre
las victimas sobrevivientes en el caso de homicidio y desapariciéon
forzada, y se entregan a quien sufrié directamente el hecho en el
$9.968 US
caso del secuestro.
Por lesiones que produzcan incapacidad permanente, hasta
cuarenta (40) salarios minimos mensuales legales.
Por lesiones que no causen incapacidad permanente, hasta treinta
(30) salarios minimos mensuales legales.
Por lesiones que no causen incapacidad permanente, hasta treinta
(30) salarios minimos mensuales legales.
Por tortura o tratos inhumanos y degradantes, hasta treinta (30) $7.476 US
salarios minimos mensuales legales. '
Por delitos contra la libertad e integridad sexual, hasta treinta (30)
salarios minimos mensuales legales.
Por reclutamiento forzado de menores, hasta treinta (30) salarios
minimos mensuales legales.
Por desplazamiento forzado hasta diez y siete (17) salarios minimos $4.238 US
mensuales legales. '

Se ha cuestionado del programa el hecho de que los montos de indemnizacién no son proporcionales con el
dafio sufrido y que en esa medida son insuficientes. Las victimas en particular han cuestionado estos montos,
asi como los criterios de gradualidad en el tiempo para su entrega®'. Esta indemnizacién no pretende cubrir
todos los dafios sufridos, en la medida en que otros dafos son cubiertos por las otras medidas de reparacién
distribuidas en el marco del programa. También se debe tener en cuenta que los montos de indemnizacién
ofrecidos por el programa colombiano estdn dentro de los mds altos en contextos de conflictos armados

31. “El proyecto de ley adopté algunas normas del Decreto 1290 de 2008, “Por medio del cual se crea el Programa de reparacién por via administrativa
para las victimas de los grupos armados organizados al margen de la ley”, con el fin de establecer montos maximos para la indemnizacién judicial. Estas
cléusulas recibieron objeciones en todas las ciudades. Con singular coincidencia, las personas rechazaron que los jueces solamente pudieran reconocer
indemnizaciones por los valores establecidos en dicho decreto. En su lugar, las victimas propusieron suprimir estos articulos y reemplazarlos por un mandato
de “reparacién integral”, que ordenara indemnizar todos los dafios probados en el trémite judicial. Adicionalmente, en Barrancabermeija, Villavicencio,
Pitalito, Sincelejo y C0- cuta exigieron acortar los plazos para el pago de las indemnizaciones, y también solicitaron desechar el término de diez afios
previsto en el Decreto 1290.4 La propuesta alternativa fue pagar estas sumas en un solo contado”. Ibid, nota 1. La Ley 1448 en su texto final mantuvo la
complementariedad entre la reparacién administrativa y la judicial, previendo que la reparacién administrativa se descontaria de la judicial (art 20, Ley 1448

de 2011), aunque se mantuvo el plazo de 10 afios para el pago de la misma.
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de América Latina en los que se han desarrollado programas administrativos de
reparacién, a saber, Guatemala y Per(®2.

Ahora bien, aun hechas estas consideraciones, el Gobierno entiende que los
montos de indemnizacién ofrecidos son bajos en comparacién con los dafios
sufridos, mdaxime si se tiene en cuenta que se trata de hechos irreparables. Estos
montos se han definido en funcién de un Unico criterio y es poder distribuir los
recursos fiscales disponibles entre la mayor cantidad de victimas en un marco
de igualdad. Ademds, la indemnizacién se complementa con otras medidas de
reparacién que atienden otros dafios sufridos. Esto es lo que la Ley 1448 de 2011
ha entendido como criterio de sostenibilidad fiscal.

El principio de la sostenibilidad fiscal, estipulado en el articulo 19 de la Ley 1448
de 2011 fue declarado exequible por la H. Corte Constitucional mediante la
sentencia C-753 del 30 de octubre de 2013. La Corte Constitucional manifesté
al respecto:

“Colombia ha optado por un sistema concurrente de reparacién judicial y
administrativa que debe ser coherente y tener la capacidad de satisfacer los
derechos de las victimas. Con tal objeto, los programas administrativos de
reparaciones deben contar siempre con los recursos presupuestales suficientes
para asegurar que todos los componentes de la reparacién y en particular, la
indemnizacién administrativa se distribuyan de manera razonable y proporcionada
al nimero de victimas y a la magnitud del dafo sufrido por ellas, atendiendo a las
metas que los planes de reparacién defermine en lo que se refiere a las violaciones
masivas de derechos humanos que se propone reparar”.

Este es uno de los aspectos también comunes a los programas de reparaciones.
Sobre este punto ha dicho la Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas
para los Derechos Humanos:

32. La distincién entre los montos de reparacién administrativa en contextos de conflicto armado y dictaduras es
relevante para la definicién del monto de indemnizacién ya que en el marco de un conflicto armado el universo de
victimas suele ser significativamente mayor, por lo que los montos de indemnizacién tienden a ser sustancialmente
menores. Un estudio comparado de montos de indemnizacién entregados por programas de reparacién administrativa
se puede ver en: Sin verdad no hay justicia. Informe de la Comisién de la Verdad de Ecuador. 2010. Tomo 5:
Conclusiones y Recomendaciones. Anexo 3: Indemnizaciones comparadas de algunos paises de América Latina,
pégs. 421 — 430. Igualmente, en la comparacién, en el caso de Ecuador, de los fallos y soluciones amistosas del
Sistema Interamericano muestran que tampoco existe un criterio claro y univoco de indemnizacién segin el tipo de
hecho, pues los montos, al menos en el caso Ecuatoriano habian variado de manera importante entre un caso y
otro. El Proyecto de Ley sobre Reparaciones propuesto por la Comisién de la Verdad, su exposicién de motivos y el
estudio comparado de indemnizaciones que le sirvié de base fue elaborado por la suscrita, Iris Marin Ortiz, a titulo
de consultora internacional de la Comisién de la Verdad. El Informe se puede consultar en: https://panchurtado files.

wordpress.com/2013/02/tomo5.pdf.



“Sin embargo, tal vez quepa decir algo mds sobre la cuantia adecuada de la
indemnizacién monetaria, porque esos criterios de justicia y adecuacién estdn muy
ligados en definitiva a la valoracién de la viabilidad. Aunque esas valoraciones
son inevitables, las decisiones sobre la viabilidad de pagar determinados costos
son normalmente del tipo ceteris paribus, y en una situacién de transicién o
posterior a un conflicto, no tiene mucho sentido que todas las demds circunstancias
permanezcan iguales. Salvo si existe un excedente presupuestario, serd imposible
iniciar reparaciones eficaces sin que resulten afectados otros gastos pUblicos”®.

b. Reparacién colectiva

En relacién al programa de reparacién colectiva, como se menciond antfes se
ha avanzado en 303 procesos, incluyendo el inicio de consultas previas con
comunidades étnicas.

El proceso de reparacién colectiva se desarrolla a través de un dispendioso
proceso de concertacién con las comunidades, organizaciones y grupos que se
hacen beneficiarios de este proceso. El proceso es eminentemente participativo y
se desarrolla en interlocucién con los lideres del proceso designados por la misma
comunidad conformados en Comités de Impulso. Los procesos no se desarrollan
en los puntos de atencién de la Unidad para las Victimas, sino en el territorio
de las comunidades lo cual ha permitido la presencia institucional del Estado
en zonas muy afectadas por el conflicto, y con escasa presencia estatal. El Plan
de Reparacién Colectiva es el desenlace de un proceso de identificacién de los
dafos con las comunidades, grupos y organizaciones. En el caso de comunidades
étnicas el proceso se desarrolla bajo las condiciones de los Decretos Ley étnicos y
bajo supuestos de consulta previa de acuerdo al Convenio 169 de la OIT.

A continuacién un esquema del proceso de reparaciéon colectivar:

Proceso de concertacién de la
reparacion colectiva

Alisramiantc

ingnucsanal v Regisko

comunitaro e mbddo
Comiths de impulso de eolective
corinidades o gupes

<
<

Emias: Esxa b
equivale o lo consulio

pravia

33. Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos. Instrumentos del estado de

derecho para sociedades que han salido de un conflicto. Programas de Reparaciones.



Las medidas de reparacién colectiva que se pueden incluir en el Plan de Reparaciéon Colectiva segin
el diagnéstico del dafo son:

Medida Alcance y competencia

Sélo aplicable a comunidades étnicas. Medida a cargo de la Unidad

Indemnizacién colectiva _
para las Victimas.

Rehabilitacién Estrategia de reconstruccion del tejido social ENTRELAZANDO. Medida a
comunitaria cargo de la Unidad para las Victimas.

Retornos  colectivos,  restitucién  territorial,  restablecimiento  de
infraestructura comunitaria, entre otros. Medida a cargo de distintas
entidades del Sistema Nacional de Atencién y Reparacién a Victimas —
SNARIV.

Restitucion

Actos simbdlicos, conmemoraciones, reconocimientos de responsabilidad.

Satisfaccion A cargo de la Unidad para las Victimas

De alcance general, a cargo del Sistema Nacional de Atencién y
Reparaciéon a Victimas — SNARIV, y principalmente a cargo del ministerio
del Interior como encargado de la politica de Prevencién.

Garantias de no
repeticién

Estas medidas son definidas en cada caso de manera participativa con la comunidad, de acuerdo a un
diagnéstico del .dafo que sirve de base para la formulacién del plan de reparacion colectiva. Entre los
avances mds importantes en la implementacién del programa de reparaciéon colectiva se encuentran a
corte de 31 de diciembre de 20143*:
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* En primer lugar, el acercamiento a 303 de comunidades organizacionesy grupos afectadas por
el conflicto armado. Se ha dado inicio al proceso de reparacién colectiva con 303 comunidades entre
los cuales se encuentran el pueblo Rom; 71 comunidades afrocolombianas, raizales y palenqueras; 81
comunidades indigenas; 134 comunidades campesinas; 7 organizaciones o grupos y 9 organizaciones
de mujeres®®.

* Se han incluido en el médulo colectivo del Registro Colectivo 215 sujetos como victimas colectivas
del conflicto armado.

* Para diciembre de 2014 se ha avanzado en la constitucion de 127 Comités de Impulso y con
50 comités de apoyo de autoridades étnicas constituidos por definicién auténoma de la Unidad
para las Victimas.

34. Un informe completo de las actividades del pasado 9 de abril, Dia Nacional de Memoria y Solidaridad con las Victimas se puede ver en:

http://www.unidadvictimas.gov.co/dia_nacional_victimas/http://www.unidadvictimas.gov.co/dia_nacional_victimas/doc/actividades-9abril.pdf.

35. Estas cifras corresponden a Diciembre de 2015.



* Se ha realizado una accién afirmativa de priorizaciéon de las comunidades étnicas, de
ellas, 31 comunidades estdn en fase de identificacién, 72 en fase de acercamiento, 26 en
alistamiento y 24 en consulta previa.

* En lo relacionado con la reparacién colectiva dirigida a sujetos no étnicos, se han cuenta con
61 planes de reparaciéon colectiva aprobados y en proceso de implementacion.

* En el marco de procesos de restitucion de derechos territoriales a comunidades étnicas
se avanzd en la implementaciéon de 8 medidas cautelares ordenadas por jueces y magistrados
de restitucién de tierras. En estas, 5 tienen 6rden de caracterizaciéon de afectaciones territoriales.

* En lo referente a la restitucién de tierras en procesos de reparacién colectiva, 51 sujetos
de reparacién colectiva no étnicos, coinciden con zonas microfocalizadas para el proceso de
restitucién de tierras. 37 de estos procesos cuentan con sentencias en procesos individuales.

* La Unidad para las Victimas ha implementado 184 medidas de satisfaccion en 76
sujetos de reparacién colectiva, entre ellas se destacan los actos publicos y simbélicos de
reconocimiento, de recuperacién de prdcticas culturales que se habian dejado de desarrollar
por efecto de los hechos, o reconstruccién de sedes o de infraestructura comunitaria y social
que habfa sido abandonada o que habia dejado de ser usada por la comunidad por haber sido
escenario de los actores del conflicto responsables de los hechos.

* La implementacién de ENTRELAZANDO en 137 sujetos de reparaciéon colectiva: 116
comunidades campesinas, 8 comunidades étnicas, 7 organizaciones de mujeres y 3 casos
nacionales. ENTRELAZANDO, como estrategia de atencién de dafos psicosociales, se
desarrolla con base en un diagnéstico del dafo psicosocial y aborda cinco componentes:
i. Pedagogia social; ii. Duelos colectivos; iii. Imaginarios Colectivos; iv. Transformaciéon de
escenarios locales; y, v. practicas sociales. La estrategia se adelanta de las manos de “tejedores
y tejedoras” seleccionadas por la comunidad que implementan de la mano de la Unidad para

las Victimas el plan de trabajo. La intervencién se prolonga por dos afos.

* Como restitucién, la implementacion de planes para implementar un plan de retorno colectivo a
comunidades afectadas masivamente por el desplazamiento forzado. 73 comunidades en proceso
de reparacién colectiva cuentan con un plan de retorno como medida de reparacién colectiva.

Por ¢ltimo, el marco normativo previé medidas de reconocimiento, dignificacién y reparacién
simbdlica a nivel societal, esto es, medidas que no van dirigidas a un grupo especifico de
victimas individuales o colectivas, sino a la sociedad en general. Entre ellas se destacan dos.
Una primera, un informe de memoria histérica general que se hizo piblico en 2013: el Informe
Basta Ya del Centro de Memoria Histérica. Una segunda, el Dia Nacional de Solidaridad con las
Victimas, estatuido el 9 de abril de todos los afios. Asi, cada afio desde el 2012 se conmemora
este dia con actividades en todo el territorio nacional. El impacto y apropiacién nacional de
este dia cada afio ha generado apropiaciéon y compromiso a nivel nacional con la necesidad de
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reparar a las victimas del conflicto armado como un medio ineludible para llegar
a la paz en Colombia®.

1.2.3. Los principales resultados de la implementacién de reparaciones

El estudio del Carr Center, varias veces mencionado, informa algunos datos
estadisticos que reflejan de resultados significativos sobre la reparacién en el contexto
colombiano, o datos relevantes para interpretar los alcances de la reparacion en el
contexto colombiano. A continuacién se destacan algunos de ellos®:

* SegUn las encuestas realizadas para la evaluacién, las victimas reparadas
individualmente, y en menor medida las victimas registradas, tienen una mejor vision
sobre el Estado en general, y sobre el reconocimiento y apoyo a las victimas por parte
del Estado en particular. En la dimensién colectiva, datos cualitativos evidencian que
la confianza en el Estado mejora durante el proceso de reparacién colectiva.

* Para las victimas, dentro de los principales objetivos que persigue el actual
programa de reparacién del Estado se encuentran: transformar la situacién de las
victimas (47%); aliviar el dafo de las victimas (34%) y reconocer a las victimas (16%).

* El 67% de las victimas reparadas afirma que el proceso de reparaciéon del Estado
les ayuda a transformar sus vidas; el 64% les ayuda a ser ciudadanos plenamente;
el 55% contribuye a la reconciliacién; el 49 % que ayuda a resolver el conflicto
armado y el 44% que llega a aquellos que lo merecen mds.

* Un importante grupo de victimas reconoce la importancia de la rehabilitacién
psicosocial, tanto entre los sujetos individuales y colectivos como medida de reparacién.

* El 52% de las victimas reparadas considera 0til la indemnizacién recibida.

* Al indagar a las victimas reparadas sobre la utilidad de la reparacién, el 64%
considera que le hace sentir que el Estado lo reconoce como una victima del
conflicto armado; el 63% que la hace sentir que la reconocen como un ciudadano
con pleno derecho en Colombia; el 49% que le ayuda a proteger sus derechos
fundamentales; el 47% que ayuda a construir confianza en el Estado; el 47% que
le hace sentir que le importa al Estado; el 46% que mejora la estabilidad social; el
44% que ayuda a obtener justicia; a mejorar econémicamente y lograr estabilidad
financiera y, a mejorar las condiciones generales de vida.

36. Un informe completo de las actividades del pasado 9 de abril, Dia Nacional de Memoria y Solidaridad con las

Victimas se puede ver en:

http://www.unidadvictimas.gov.co/dia_nacional_victimas/http://www.unidadvictimas.gov.co/dia_nacional_victimas/
doc/actividades-9abril.pdf.
37. lbid, nota 3.



1.2.4. Despliegue de capacidad institucional y presupuestal

Para la implementacién del programa de reparacién administrativo colombiano,
la Ley 1448 de 2011 y los Decretos Ley Etnicos desarrollaron una sofisticada
y completa estructura institucional. En primer lugar, se contempla un complejo
sistema institucional, denominado de Sistema Nacional de Atencién y Reparacién
Integral a las Victimas — SNARIV que fundamenta su legitimidad en la participacién
de las victimas, a través de las Mesas de Participacién.

DIRECCIOMAMIENTO ESTRATEGICO: PRESIDENTE DE LA REPUBLICA

UMA INSTANCIA CODRDINADORA 1 LA UNIDAD PARA LAS VICTIMAS

departamantos 46

INSTITUCIONALIDAD municipios Eickeien il iroeioned
[BNARTY) Sociedad Civil, Acodemia, Empresa Privada

ARTICULACHON EMN LA GESTICN DE LA OFERTA

COMITE ERCUTIVO
10 SUBCOMITES MACIOMALES
A MACIOMAL D VCTIMAS

o
OMRCS FAMES FPTCInCOS PLAN NACIGNAL DE AARIV [DECRETO 1723 DE 2012)
SESTRMNRS WOCALLS BE ROURCK CORIPES (3712 DE 2011 ¥ 3726 DE 2012

PLANES OPERATIVOS DE SUBCOWITES

REGIOMALIZACHON INDICATIVA
ESTRATEGLA DE ARTICULACION NACION TERRITORIC
@ ’ 0 ’ ) .

Lla Ley 1448 de 2011 creé el Sistema Nacional de Atencién y Reparacién
Integral a las Victimas — SNARIV cuyo direccionamiento estratégico lo ejerce
directamente el Presidente de la RepUblica a través de una instancia ejecutiva y
con participacién ministerial denominado Comité Ejecutivo (art. 164, Ley 1448 de
2011). Lo Secretaria Técnica del Comité Ejecutivo y la coordinacién del SNARIV
estén a cargo de la Unidad para la Atencién y Reparacién Integral a las Victimas
(art. 168, Ley 1448 de 2011). El SNARIV cuenta legalmente con 33 entidades,
los entidades territoriales y las mesas de participacién de victimas. Sin embargo
progresivamente se han ido adhiriendo otras entidades.

SE IMPLEMEMTA,
A TRAVES CE

Anivel nacional cuenta con instancias de planeacién como lo son los 10 Subcomités
temdticos (art. 238, Ley 1448 de 2011) que se encuentran funcionando y cuentan
con planes de accién anuales. A nivel territorial, la Ley previé la instalacion de
Comités Territoriales de Justicia Transicional (art. 173, Ley 1448 de 2011). En
lo actualidad se encuentran instalados mds de 1.000 Comités municipales y
Departamentales de Justicia Transicional, presididos por las autoridades locales y
con participacién de victimas.
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También existe un importante sistema de control que le da transparencia a su
implementacién:

* Comisién de Monitoreo y Seguimiento al cumplimiento de la Ley: creada por el
articulo 201 de la Ley 1448 de 2011, conformada por la Procuraduria General
de la Nacién, la Defensoria del Pueblo, la Contraloria General de la Republica y
3 representantes de victimas, tiene por objeto hacer seguimiento y monitoreo al
cumplimiento de la Ley sin perjuicio de sus funciones como organismos de control,
y deben presentar informes periédicos al Congreso de la Republica.

* Comisién Legal de Seguimiento a la implementacién de la Ley de Victimas y
de Restitucion de Tierras: creada por el articulo 201 de la Ley de 1448 de 2011,
conformada por integrantes de las Comisiones Primeras de Senado y Cdmara,
tienen por objeto hacer seguimiento a la implementacién, recibir las quejas que se
susciten y revisar los informes del Gobierno Nacional.

* El SNARIV se basa en la interlocucién permanente con un sofisticado y amplio
sistema de participacién de victimas (arts. 192 a 194, Ley 1448 de 2011). Hoy en
Colombia se encuentran instaladas 1024 mesas de participacién, entre las mesas
municipales, la mesa distrital de la ciudad de Bogotd, 32 mesas departamentales
y la Mesa Nacional de Victimas que se instalé el 10 de junio de 2015. Las
mesas municipales y departamentales eligen sus delegados para los Comités
Territoriales de Justicia Transicional. La Mesa Nacional de Participacién elige sus
delegados ante el Consejo Directivo de la Unidad de Restitucion de Tierras, al
Comité Ejecutivo de la Ley, asf como al Comité de Seguimiento y Monitoreo de
los Organismos de Control de la Ley. Las mesas de participacion son elegidas de
acuerdo a un Protocolo de Participacién que exige la representacién paritaria de
hombres y mujeres, asi como representacién de victimas de todos los hechos que
se incluyen en el registro.

Para la implementacion de la Ley 1448 y los Decretos Ley Etnicos, se previé un
sofisticado sistema de planeacién de metas y presupuestal. Los Planes Nacional
de Financiacién y Sostenibilidad de la Ley 1448 de 2011 (art. 19, Ley 1448 de
2011), y Plan Nacional de Atencién y Reparacién Integral a las Victimas (arts. 175
y 176, Ley 1448 de 2011), adoptados mediante los documentos CONPES 3712
de 2011 y 3726 de 201238, establecen un presupuesto de $54,9 billones de pesos
($21.1 billones de délares) para los 10 afos de vigencia de la Ley. En los afios
2012-2015 se ha visto la necesidad de ampliar el presupuesto asignado a medidas
como atencién humanitaria y asistencia a las victimas ampliando en un 25% el
presupuesto asignado a lo establecido en el Plan, con una apropiacién vigente de

38. Los documentos del Consejo de Politica Econémica y Social - CONPES, son documentos oficiales de politica

pUblica que prevén la destinacién de recursos del Presupuesto General de la Nacién y define metas para el
cumplimiento de politicas publicas. EI CONPES, creado por la Ley 19 de 1959, estd compuesto por el Presidente de
la Republica, el Vicepresidente de la Republica, todos los Ministros, el Director del Departamento Administrativo de
la Presidencia de la Republica, el Director del Departamento Nacional de Planeacién, y el Director del Departamento

Administrativo de Ciencia, Tecnologia e Innovacién — Colciencias.



32 billones de pesos ($12.3 billones de ddlares) en los 4 afios y una ejecucion entre
2012 y 2014 del 99% por parte de las entidades del Sistema Nacional de Atencién
y Reparacién Integral a las Victimas®. Para el Plan Nacional de Desarrollo 2015-
2018 se ha definido una financiacién de la Ley de mds de 35 billones de pesos
($13.4 billones de délares) para la implementacién de las medidas establecidas*.
Este esfuerzo presupuestal no tiene precedentes en el contexto latinoamericano. El
presupuesto asignado en el 2015 corresponde al 15% del presupuesto de inversion
del presente afio. Aun asi, el Estado sigue explorando alternativas para mejorar la
capacidad de respuesta con los recursos dispuestos.

Conclusiones

La Ley 1448 de 2011 establece un programa de reparacién por via administrativa
que es pieza integral de una estrategia integral de justicia transicional en Colombia.
La Ley 1448 recoge iniciativas legales anteriores que habian dado respuesta parcial a
las necesidades de atencién y reparacién a victimas del conflicto armado, como son la
Ley 387 de 1997 sobre desplazados; la Ley 418 de 1997 y sus respectivas prérrogas,
sobre Orden Publico; la Ley 975 de 2005 de Justicia y Paz y su Decreto Reglamentario
1290 de 2008. La Ley 1448 de 2011, recoge los avances en la implementacién de
estas legislaciones, a la vez que se diferencia de ellas en varios aspectos:

* Se basa en el reconocimiento de un conflicto armado en el que han participado
guerrillas, grupos paramilitares y Fuerzas Armadas del Estado.

* Establece un programa de reparacién integral, esto es, que contempla no sélo
medidas de indemnizacién, sino también de restituciéon, rehabilitacién, satisfaccién
y garantias de no repeticién. Tampoco se centra en reparacién individual
exclusivamente sino que también prevé reparacién colectiva de organizaciones,
grupos y comunidades étnicas y campesinas.

® Por primera vez incluye a victimas de hechos de presunta responsabilidad del
Estado, y no sélo hechos cometidos por grupos armados ilegales.

® Se basa en el deber de garantizar los derechos humanos bajo las normas
constitucionales y particularmente, bajo la Convencién Americana sobre
Derechos Humanos. Aunque la reparacién no se basa en el reconocimiento de
responsabilidad del Estado o de grupos armados en hostilidades, establece como

39. Fuente: Base Estandarizada 2012 — 2015, corte a primer trimestre 2015, Ministerio de Hacienda y Crédito
Pdblico y Departamento Nacional de Planeacién. Cdlculos Unidad para las Victimas.
40. Los célculos en délares se hacen teniendo como referencia una tasa de cambio de 2.600 pesos por délar

americano.
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deseable este reconocimiento de responsabilidad de los agentes
perpetradores como medida de satisfaccion.

¢ Establece un programa de reparacién que es complementario con
la via judicial y que basa el concepto de reparacién integral en su
coherencia externa con medidas de justicia y de esclarecimiento de
la verdad y memoria histérica.

* El programa de reparacién se basa en la distincién entre medidas
de asistencia humanitaria, medidas de asistencia social y medidas
de reparacién.

® Se basa en los esfuerzos de la institucionalidad estatal creada desde
1997, la renueva, especializa y da nuevos recursos presupuestales
a fravés de un sofisticado proceso de planeacién presupuestal y de
metas que ha asignado recursos presupuestales sin precedentes en
Colombia y en el dmbito americano.

El programa de Reparaciones colombiano, de acuerdo a una
evaluaciéon encargada al Carr Center de la Universidad de Harvard,
es el programa que pretende llegar al universo mdés grande de
victimas (11% de la poblacién colombiana actual). El programa mas
grande conocido hasta el momento habia pretendido llegar al 1% de
su poblacién. Tal vez el hecho que hace que el universo de Victimas
en Colombia sea sustancialmente mds grande es el hecho de que
es el Unico programa de reparacién administrativo que incluye a
desplazados para la medida de indemnizacién. Los desplazados
constituyen el 86% de las personas victimizadas incluidas en el
Registro de Colombia. Aun sin desplazados, el universo de victimas
colombiano serfa del 2% de su poblacién, es decir, el doble del
programa administrativo amplio conocido.

Adicionalmente, el programa colombiano es el més integral a
nivel global reportado en las bases de datos del Carr Center, esto
quiere decir, el mds amplio en cuanto a tipos de dafos cubiertos,
alcance de los dafios cubiertos, elegibilidad, forma s de reparacién
y diferenciacién entre victimas. Al cumplir los mds altos estdndares
juridicos, el programa presenta retos importantes en su sostenibilidad,
lo cual hace recomendable, no seguir expandiendo el alcance de
las medidas previstas en él, asi como mantener una fuerte voluntad
politica y esfuerzo presupuestal.




Ala vez que la implementacién del Programa de Reparaciones ha sido real, enérgica
y no tienen pardmetro de comparacién a nivel mundial; esta es inicial, en cuanto
que ha llegado al 9% de las victimas reparables incluidas en el RUV. Sin embargo,
los resultados cualitativos no son despreciables. Una encuesta nacional realizada
en el marco de la evaluacién del Carr Center indica que el Registro individual y
colectivo, asi como los avances en la implementacién de las medidas, habrian
generado un aumento de la confianza del Estado, y las victimas estarfan sintiendo
que la reparacién busca la transformacién positiva de sus proyectos de vida.

EJES TEMATICOS
(Paneles y mesas técnicas)

El Primer Encuentro de la Escuela de Reparaciones Internacional giré en torno a
cuatro ejes temdticos, los cuales fueron considerados como aspectos neurdlgicos
a analizar para comprender y obtener los mejores aprendizajes respecto a los
Programas Administrativos de Reparacién.

A continuacién, se describe cada uno de los ejes temdticos, se recogen las
presentaciones de las personas invitadas y se analizan comparativamente.
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1. Arreglos institucionales

En la implementacién de programas de reparacién administrativa en contextos de
crimenes a gran escala, los pafses deben crear o modificar normas e instituciones
como requisito para el desarrollo, implementacién y sostenibilidad de politicas
publicas en la materia. Durante este intercambio de experiencias sobre reparacién
integral a victimas, al hablar de arreglos institucionales, se hace referencia a
los apuestas éticas y politicas que hacen los gobiernos que deben implementar
programas de reparacién, y a las condiciones materiales para su puesta en
marcha, tales como partidas presupuestales, capacidad y articulacién institucional,
autonomia de las instituciones en la toma de decisiones y la dindmica de la gestién
publica en desarrollo de la politica publica.
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El panel estuvo orientado por la pregunta 2Qué cambios institucionales
(relacionados con nuevas leyes, creacién o ajuste de entidades, cambios politicos,
condiciones sociales o incentivos a politicos, funcionarios publicos o victimas),
han hecho posible la implementacién actual del programa de reparacién y qué
cambios adicionales considera que adn se requieren?

Durante el primer encuentro de la Escuela de Reparaciones Internacional, en el panel
sobre arreglos institucionales participaron Filipinas, Marruecos, Per( y Colombia.

El moderador del panel fue el sefior Peter Van der Auweraert, Coordinador de la
Divisién de Tierras, Propiedad y Reparaciones de la Organizacién Internacional
para las Migraciones (OIM).

A continuacién, se presenta un breve resumen de las infervenciones de los
participantes en torno a este tema, y posteriormente un andlisis respecto a la
experiencia comparada

a. Resumen de las intervenciones

Filipinas

Lina Sarmiento respondié relatando que en Filipinas se establecié la Ley para
el Reconocimiento y a Reparacién de las Victimas y Violaciones de Derechos
Humanos, destinada a reparar a las victimas de detenciones arbitrarias, torturas,
desapariciones, y asesinatos cometidos por fuerzas del Estado durante a Ley Marcial
que se mantuvo por 8 afios durante el gobierno de Ferdinand Marcos entre 1972 y
1981. Sefialé que esta reparacién debe ser completada para el afio 2016.

La Ley para el Reconocimiento y a Reparacién de las Victimas y Violaciones de
Derechos Humanos cre6 un fondo Publico con 10.000 millones de pesos filipinos
(213,8 millones de délares), provenientes de cuentas bancarias en Suiza que
pertenecian al dictador, accién se pudo llevar a cabo gracias a la cooperacién
entre agencias como la Comisién de Derechos Humanos, y el Colegio de
Abogados de Filipinas, el Departamento de Asuntos exteriores de Filipinas, la
Policia, y la Embajada de Suiza.



Adicionalmente, Sarmiento destacé la creacion de entidades como la Comisidon
de Derechos Humanos, encargada tanto de revisar los casos de violaciones
de derechos humanos de la dictadura, como de ordenar la indemnizacién
correspondiente, asf como la creacién de la Junta de Reclamaciones de Victimas
de Derechos Humanos creada con el fin de reconocer la responsabilidad del
Estado en las violaciones de derechos humanos, cometidas durante la dictadura
de Marcos, la cual actualmente tiene la tarea de investigar y fallar 40.000 casos.

Con el fin de evaluar, investigar y adjudicar las reparaciones, se crearon varios
comités que analizan cada caso por separado. La adjudicacién de las ayudas
monetarias se da de manera personal, es decir, no es posible adjudicar a través de
terceros. Las victimas son calificadas por puntos segin la violacién de derechos.
Entre mds puntos se obtenga, mayor es el monto de la reparacién monetaria. El
gobierno es el encargado de disponer de los recursos econémicos, con la ayuda
de algunas organizaciones internacionales y, principalmente, el gobierno de Suiza.

Marruecos

Mustapha lzanasni empezé su intervenciéon aclarando que, en Marruecos, el ente
encargado de la proteccién y promocién de los derechos humanos es el Consejo
Nacional de los Derechos Humanos. Continué explicando que el actual régimen
de reparacién a victimas de violaciones de derechos humanos es el resultado
de una evolucién lenta, prudente y progresiva que tuvo como consecuencias el
mejoramiento de la situacién de los derechos humanos, un desarrollo institucional
que desembocd en una apertura politica durante la década de los 90 y que
particularmente no tuvo que ver con un cambio en el régimen politico. Esta
época se caracterizd, en su primera etapa, por la creacién en 1990, del Consejo
Consultivo de Derechos Humanos, encargado de la proteccién de los derechos
humanos y fue durante esta misma década que se dieron algunos adelantos en
términos de la garantia de los DDHH entre los que lznasni destacé: la creacién
de tribunales administrativos, la ratificacién de las convenciones internacionales
mds importantes como los acuerdos sobre la tortura, los derechos de los nifios,
entre ofros.

Estas medidas contribuyeron a que en 1997 llegara la oposicién socialista al
poder. Cuando el Rey Mohamed VI, actual soberano, sucedié a su padre, generd
una aceleracién en términos de reformas, empezando con una reforma del
Consejo Consultivo de Derechos Humanos, para garantizar una armonizacién
de la legislacién nacional con normas internacionales de derechos humanos, en
particular el cédigo penal, cédigo de la familia, cédigo del trabajo, etc.

Paralelamente, afiadioé, la sociedad civil conocié nuevas dindmicas politicas con
respecto a su pasado con la creacién del Foro Verdad y Justicia, el cual reclamaba
la instauracion de una Comisién de la verdad. En el afio 1999 se cred una
comisién llamada Instancia de arbitraje independiente, esta instancia desempefd
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actividades durante tres afios, tiempo en el que indemnizé a 700 victimas. Bajo
la movilizacién de las familias de las victimas y el trabajo de las asociaciones
de derechos humanos, se logré paralelamente (a la creacién de la Comisién
de la Verdad), una reforma al consejo consultivo de los derechos humanos con
una fuerte representacién de la sociedad civil en el Consejo, el cual presentd
una recomendaciéon pidiendo la creacion de la Comisién de la Verdad llamada
“Instancia equidad y reconciliacién”, instalada el 7 de enero de 2004.

Esta instancia remitié su informe final el 6 de enero de 2006, después de haber
trabajado durante 23 meses y en él consideré como violaciones graves los delitos de:
desapariciones forzadas, detenciones arbitrarias, ejecuciones extrajudiciales, tortura,
violencias sexuales, uso desproporcionado de la fuerza publica y exilio forzado.

La instancia consideré ademdés que la reparacién no debia limitarse a la
indemnizacién financiera, pues debia contener otras modalidades de reparacién
como la rehabilitacién médica y psicolégica, la reinsercién social, asi como
la reparacién de los perjuicios colectivos para 13 regiones y comunidades
identificadas como beneficiarias, y la formulaciéon de recomendaciones para
garantizar la no repeticiéon.

Iznasni destacé que, a partir del informe, el Consejo establecié un Plan de Accién
con un registro con plazo de vencimiento, constituyé grupos de trabajo (temdticos),
y una estructura administrativa y de comunicacién. Se crearon 5 comisiones
mixtas entre el Consejo y el gobierno, cuya coordinacién es llevada a cabo por
los secretarios generales del Consejo y de la Presidencia del gobierno y que se
encargan de los siguientes temas: finalizacién de las investigaciones, reparaciones
individuales, reparaciones comunitarias, reformas institucionales y juridicas y
archivo, historia del tiempo presente y preservacion de la memoria.

Lo primero que se llevd a cabo en este proceso, fue la difusiéon y publicacién del
informe final, la finalizacién de las investigaciones (salvo 6 casos) y en lo que se
refiere a la indemnizacién financiera, todas las decisiones de compensacién han
sido aplicadas. El nimero de victimas beneficiadas hasta hoy es de 27. 573.
Ademds de la compensacién monetaria, se benefician de la mejor asistencia en
salud que tiene el pafs.

Peru

Susana Cori, luego de realizar una contextualizacién sobre la violencia en Perg,
mencioné de manera puntual, las acciones mds relevantes que en su pais se han
efectuado con respecto a los arreglos institucionales con perspectiva de reparacién:

El Consejo de Reparaciones es la entidad encargada del Registro Unico de Victimas,
el cual incorpora los registros anteriores, y es un érgano colegiado. Su composicién
se hace de personas designadas por el poder ejecutivo para que sean individuos y
no instituciones las que realicen la caracterizaciéon de las victimas. Esta decision se



toma con el fin de no politizar una decisién tan significativa como la de a quiénes
se consideran como victimas de las violaciones de los derechos humanos. No es
una entidad representativa pero refleja la pluralidad de puntos de vista, ya que
hacen parte de ella militares, policias, sacerdotes, activistas defensores de los
derechos humanos, representantes del sector empresarial entre otros.

Cori destacé que fue complejo lograr un consenso entre personas tan disimiles,
pero fue una apuesta del Gobierno que con el tiempo se fue solidificando pues
todas las decisiones del Consejo se toman a través de consenso. Hoy dia, el
Consejo esté adscrito al Ministerio de la Justicia y los Derechos Humanos.

Una vez realizado el registro a través del Consejo, el siguiente paso estd a cargo
de la CMAN (Comisién Multisectorial de Alto Nivel). Esta entidad existia antes
del Consejo de Reparaciones, pero ratifica sus roles actuales con la creacién
de éste. Su funcién primordial es la de coordinar y supervisar el Plan Integral
de Reparaciones. Sus integrantes son representantes de instituciones oficiales que
representan distintos sectores del Estado. Se pensé el disefio para que tuviera
capacidad ejecutiva, 10 afos después dicen que no fue la mejor alternativa
segmentar el programa en dos entidades.

Colombia

La intervencién de Colombia estuvo a cargo de Alba Garcia, quien enumerd los
arreglos institucionales implementados en Colombia para la puesta en marca
de la Politica de Atencién, Asistencia y Reparacién Integral a Victimas, de la
siguiente manera:

Ley 1448 de 2011: Formula la institucionalidad encargada de trabajar por el
cumplimiento de los derechos de las victimas. Ademds, permitié tener un marco
juridico para efectuar el primer paso, que fue el de recoger lo andado. Los
antecedentes eran de indole asistencial (Accién Social, por ejemplo). Por eso es
ley insiste en que su espiritu es de asistencia y reparacién.

Sistema Nacional de Atencién y Reparacién a Victimas: Cuya funcién es la de
generar los mecanismos para que se coordine la politica de asistencia y reparacién.
Su constitucién es el conjunto de entidades publicas de nivel gubernamental y
estatal en los niveles nacional y territorial, ademés de algunas organizaciones
privadas, todas ellas encargadas de formular o ejecutar los planes y proyectos
para la atencién y reparacion.

Unidad para la Atencién y Reparacién Integral a las Victimas: Es la entidad
encargada de la atencién y la reparacién, pero también de la promocién de
la participacién de las victimas en el disefo y la ejecucion de las acciones para
esta tarea. Su finalidad es la de darle una respuesta integral a las personas que
han sido victimas de violaciones de derechos humanos en el conflicto armado
colombiano. Sus decisiones son tomadas y sus acciones ejecutadas teniendo
como perspectiva un enfoque diferencial que entiende las particularidades (etnia,
género, edad, etc) de las victimas colombianas. Es la entidad responsable de la
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articulacién y el trabajo del SNARIV y tiene como meta la asistencia y la reparacién
a las victimas, pero también la reconciliacién nacional para el afio 2021.

Centro de Memoria Histérica (antes grupo de memoria histérica): La Ley le asigna
la funcién de investigar, reunir y, sobretodo, recuperar el material documental con
respecto a los hechos victimizantes contemplados en la misma. Principalmente,
su trabajo se realiza por medio de entrevistas, testimonios y documentacién
de prdcticas culturales. Los resultados de esas investigaciones se presentan de
manera abierta y participativa a la sociedad colombiana por medio de actividades
como muestras artisticas y pedagdgicas, promoviendo la reparacién integral a
partir de las acciones que son consideradas como simbdlicas pero que trascienden
no sélo en el reconocimiento de la comunidad o la persona afectadas, también
promueven prdcticas de concienciacién para la sociedad civil.

Registro Unico de victimas (RUV): Ademds de centralizar la informacién del registro,
pone en comin a todas las instituciones del SNARIV la caracterizacién de las
victimas registradas.

Red Nacional de informacién (RNI): Instrumento (lineamientos, insumos, desarrollo
técnico, fuente) que garantiza y coordina el contenido y la circulacién de la
informacién en los niveles local, regional y nacional sobre la caracterizacién de
las victimas.

b. Andlisis comparado

En las distintas infervenciones relacionadas con los arreglos institucionales se
pudieron observar algunos aspectos en comin en los paises que participaron
del panel y la mesa técnica que permitieron identificar conclusiones tanto por las
semejanzas como por las diferencias encontradas.

En primer lugar, se evidencié en los cuatro paises una necesidad de formalizar la
creacién del programa de reparaciones a través de la expedicion de una ley, esto
se relaciond con las diferentes iniciativas que buscan posicionar la reparacién a
victimas de graves violaciones a los DDHH como una apuesta del Estado, dando
legitimidad y continuidad a las acciones previas o nuevas de los Estados en el
reconocimiento de los hechos violatorios de los DDHH vy las respectivas iniciativas
de reparacién. Ademds, podria decirse que las leyes permiten garantizar, al menos
formalmente, la sostenibilidad de los programas en términos temporales mds alld
del gobierno en el cual se expide la respectiva ley y buscan por tanto que la
implementacién del programa no esté atada a la voluntad politica del momento.

En segundo lugar, se observd la coincidencia en la creacién de una o varias
enfidades encargadas de la implementacién del programa de reparaciones que
ademds coordinan, en los cuatro casos, a otras entidades gubernamentales
encargadas de aspectos complementarios de la reparacién. Llos cuatro
representantes hicieron énfasis en la importancia de la articulacién interinstitucional
en la adecuada reparaciéon de victimas y en la puesta en marcha de medidas
mds allé de las indemnizaciones. Sin embargo, en el caso peruano, se mencioné




que la segmentacién para la implementacion del programa en dos entidades ha
representado algunos desafios en términos de articulacién, lo cual fue apoyado
por los ofros tres paises reconociendo que la coordinacién de entidades con
funciones tan diversas y presupuestos limitados puede ser compleja en la practica.

En tercer lugar, en los casos de Filipinas, Perd y Colombia se observé que hubo un
esfuerzo por consolidar una fuente de informacién que contuviera el registro de
las victimas que son incluidas en los programas, asi como un procedimiento para
identificarlas, analizar los casos e incluirlas en los registros. Aun reconociendo las
amplias diferencias en las dimensiones de los registros y teniendo en cuenta que
en el caso colombiano no se parte del fin del conflicto armado, se evidencié la
necesidad de contar con informacién completa, actualizada vy fiel de las personas
que son sujetos de reparacién. Esto, ademds de dar claridad sobre la dimensién
de la labor que se enfrenta en términos presupuestales, sociales, politicos y
técnicos, permite hacer un seguimiento de la implementacién de los programas y
posteriormente una evaluacién de los resultados e impactos que el programa de
reparaciones tuvo o tiene en las victimas y en la no repeticién de los hechos, lo
cual se mostré como un fin para los representantes de los pafses.

Finalmente, se pueden distinguir entre los paises participantes dos corrientes que
reflejan las diferentes opciones que existen para hacer el trénsito hacia la paz, la
democracia o la reconciliacién, segin sea el fin del programa. Asi, se pudo ver
que, por una parte, Filipinas y Perd necesitaron de un cambio de régimen politico
para dar inicio al programa de reparacién. Por otra parte, esté Colombia donde
la creacién e implementacion del programa de reparaciones se ha dado sin un
cambio en la estructura politica del pafs, pero si gracias a la promulgacién de una
Ley nacional. El caso de Marruecos permite ubicarlo en los dos grupos a la vez ya
que su representante insistié en que no tuvieron que hacer un cambio estructural
en el régimen y el sistema politico, pero resalté que la época en la que las victimas
de violaciones a los DDHH se hicieron mds activas y por ende el programa fue
més préspero en el periodo donde estuvo en el poder un representante socialista.

2. Reparacién Individual

Los programas administrativos de reparacién individual buscan resarcir los dafios
causados por violaciones masivas a los derechos humanos y por las infracciones
al Derecho Internacional Humanitario (DIH), procurando generar condiciones
para la superacién de dicho legado de atrocidades, consolidar la democracia y
buscar una paz. Para lograr lo anterior, cada pais puede establecer un conjunto de
medidas, basadas en el derecho internacional de los derechos humanos (DIDH)
en materia de restitucién, indemnizacién, rehabilitacién, satisfaccién y garantias
de no repeticion.
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Dichas medidas podrdn responder a las especificidades de los problemas que
quieren afrontar o dar respuesta masiva y generalizada a las victimas. Para este
segundo panel, los pafses invitados compartieron los desafios que han enfrentado
en la implementacién de dichas medidas, enfocdndose en la respuesta frente a los
fenémenos de violencia que han sufrido y en las medidas que han adoptado en el
marco de sus programas.

Las preguntas orientadoras sobre este tema fueron:

2Qué tipos de medidas complementarias a la indemnizacién, tales como atencién
psicosocial o reconocimiento publico de responsabilidad por parte de actores
armados, entre ofros, se han tenido en cuenta y cémo ha sido esta experiencia?

2Qué acciones se requieren para que las medidas que reciben las victimas en el
marco de los programas de reparacién contribuyan a la restitucion de sus derechos,
la construccién de paz y la reconciliacién sin constituirse en una accién asistencialista?

2Cémo se han podido subsanar dificultades presupuestales y operativas para
llevar a cabo una reparacién individual a gran escala?

La moderadora de este panel fue la sefora Luz Patricia Correa.

a. Resumen de las intervenciones

Colombia

La ponente, Alicia Jacqueline Rueda, Subdirectora de Reparacién Individual,
recordé que la Ley de Victimas 1448 de 2011, se refiere a los componentes de
atencién, asistencia y reparacién en un mismo texto normativo, dando un gran
avance en esta materia que antes estaba en ofras normas. El RUV recoge las
victimas de otros marcos normativos, y su gran nimero hoy en dia es de hechos
ocurridos con anterioridad quienes presentaron su solicitud bajo otro régimen. En
este démbito, resalto que en el afio 2013 la Corte Constitucional decidié que las
victimas de desplazamiento forzado deberfan recibir la medida de indemnizacién
y no un subsidio de vivienda como medida.

La representante destacé que frente a las medidas de atencién (orientacién a las
victimas para que accedan a sus derechos), se han dispuesto a los denominados
orientadores, que son quienes dan informacién a las victimas sobre cudles son los
procedimientos que deben hacer. Por otro lado, se cuenta con un enlace integral
que es la persona que elabora el Plan de Asistencia, Atencién y Reparacion Integral
para cada una de las victimas. Al respecto, se ha abierto la posibilidad de que
las victimas connacionales se puedan registrar aunque estén fuera del pais por
medio de los consulados, hasta el momento por este mecanismo se han recibido
1.200 declaraciones, que dan como resultado incluidas 3.700 personas. En este
dmbito, también, se cuenta con canales no presenciales que facilitan el acceso de
las victimas a la informacién y las acciones que adelanta la entidad.



La ponente explicd que las medidas de asistencia que contempla la ley son medidas
basadas en el principio de solidaridad, relacionadas con derechos sociales en temas
referentes a salud, educaciéon, reunificaciéon familiar, entre otras. A diferencia de
las medidas de reparacién que se fundamentan en el dafio y la responsabilidad,
frente a lo cual la Ley de Victimas contempla medidas en los cinco componentes de
la reparacién integral establecida en los pardmetros internacionales: satisfaccién,
rehabilitacion, restitucién, indemnizacién y garantias de no repeticién. En este
dmbito, no todas las victimas acceden a los cinco tipos de medidas, porque esto
depende del dafio causado en concreto, si una persona no perdié tierra o un bien,
no accederd a la medida de restitucién de tierras, por ejemplo.

Ahora bien, la medida de indemnizacién es competencia de la Unidad para las
Victimas se entrega por 9 hechos victimizantes (secuestro, fortura, delitos contra
la libertad sexual, reclutamiento de menores y desplazamiento, homicidio,
desaparicién forzada). El acceso a la medida de indemnizacién se da bajo
criterios de priorizacién los cuales son diferentes para el desplazamiento forzado
y otros hechos victimizantes. A la fecha, en Colombia, por medio del mecanismo
administrativo, ha indemnizado a mds de 500.00 victimas del conflicto, incluyendo
victimas de desplazamiento forzado.

Se adelantan, ademds de la indemnizacién, otras medidas de reparacién que
responden a una atencién humana por medio de los enlaces integrales, que
escuchan alas victimas. Adicionalmente, se implementan medidas de rehabilitacién
como la Estrategia de Recuperacién Emocional Grupal, que se hace con grupos
de victimas, (20) que recorren un proceso para ayudarlas a reducir su dolor.
También se cuenta con iniciativas de memoria locales, actos de conmemoracién,
cartas de dignificacién que se entregan a cada victima. Recientemente se estdn
implementando las jornadas con enfoque diferencial, para nifios y nifias, j6venes,
personas en situacién de discapacidad, adulto mayor.

En la reparacién individual en Colombia, ocupa un especial lugar el Programa de
Acompafiamiento a la Inversién Adecuada de los Recursos, que busca informar y
apoyar a las victimas que reciben la medida de indemnizacién, en la identificacién
de oportunidades de inversién de sus recursos.

La medida més importante en el proceso de reparacién a las victimas no es la
indemnizacién, si bien ésta puede contribuir a la recuperacién, sino es articular
esas medidas con ofros componentes, como la rehabilitacién y la satisfaccién.
Ahora bien, las victimas claman el acceso a la verdad, saber qué paso y las
razones por las que ocurrié, que no tienen como reemplazarse.

México
La delegada manifesté que el proceso de México no obedece a la necesidad dar
unas medidas en un contexto de paso de un conflicto armado a la paz, sino que
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respondié a la obligacién internacional de que toda violacién a los derechos
humanos, conlleva la responsabilidad del Estado de reparar. En este sentido, el
estado mexicano crea un fondo, un fideicomiso, para responder por las violaciones
a los derechos humanos, de indole principalmente federal que se extiende a las
recomendaciones internacionales. El Fondo esta operado por la Secretaria de
Gobernacién, para poder responder a las violaciones a los derechos humanos, en
las cuales hay una recomendacién de un organismo internacional

En el afio 2013 se expidié la Ley General de Victimas, en el marco de la cual
se contemplé la reparaciéon por medio de un sistema nacional de proteccién
a victimas; lo conforman las entidades del Estado, pero tiene una Comisién
Ejecutiva de Atencién a Victimas, la cual tiene competencia para atender a las
victimas por violacién a los derechos humanos y por delitos graves cometidos por
civiles, es decir no un conflicto armado y no solo la responsabilidad directa del
Estado. Para realizar esta tarea, la comisiéon tiene diferentes aéreas, se cuenta con
un registro nacional de victimas, que tiene como aspiracién llevar un censo de
todas las victimas del pafs, como no se habla de pasado, da la oportunidad de
actuar oportunamente, aunque no se puede pensar en un fenémeno finalizado. Se
cuenta con una unidad de atencién inmediata, que da asesoria juridica y atencién
médica y psicolégica. En el drea de asesoria juridica, se ayuda a las personas a
acceder a un abogado en el proceso.

El drea de reparaciones tiene como finalidad evaluar y determinar las
reparaciones. Si bien todas las personas que son victimas pueden ingresar al
registro, no todas tienen derecho a la reparacién, puesto que se implementa de
un sistema administrativo, sin embargo, tratdndose de reparaciones, depende
del sistema judicial, si una persona es victima de una violacién a los DH, se le
registra inmediatamente si tiene pruebas; sino fiene pruebas el Comité evalta si
se reconoce o no como victima. La ley dice que la reparacién surge como una
obligacién subsidiaria, porque debe haber la determinacién de la comision de un
delito, de un responsable y que el responsable no pueda responder por el dafio;
en este caso, subsidiariamente la Comisién Ejecutiva entrard a determinar el dafio
y la reparacién sino lo hizo el juez, o si el juez dicté las medidas, entrard a ejecutar
las medidas, esto cuando se trata de delitos. Cuando se trata de violaciones a
los derechos humanos, depende de que haya una decisién de un organismo
nacional de derechos humanos o internacional; si es una violacién a derechos
humanos, se puede dar la asistencia, pero si no hay recomendacién, no se puede
dar reparacién, en este caso, no se actta de manera subsidiaria.

Se resalté que la reparacion es integral, en términos de los 5 componentes, la
restitucién ininfegrum es una mera aspiracién: el dafo es irreparable, pero se intenta,
lo mas dificil, segun la ponente, es la reparacién del proyecto de vida cuando el
dafo ocurre sobre él directamente, las garantias de no repeticién superan los cursos
de derechos humanos, requiere de todas las instancias del gobierno. De acuerdo



con lo anterior, en México, cada caso concreto es un traje a la medida, con un plan
de las cinco medidas, no existe un tfope si se trata de violaciones a los derechos
humanos, es lo que resulte, si existe tope en el caso delitos.

Las dificultades son enormes, por ejemplo, determinar los beneficiarios, las
victimas no cuentan siempre con mucha documentacién; adicionalmente, viven
condiciones de vulnerabilidad extrema, es preciso enfrentar toda la marginacién,
esto hace pensar mds allé de las entidades dedicadas a la reparacién, es hacer
parte de un sistema de cooperacién con otras aéreas del gobierno. Esto es
fundamental para poder lograr avances y resultados en la vida de las victimas.

Filipinas

Lina Sarmiento continué continué con lo presentado en el bloque anterior vy
reconocié que el concepto de reparacién puede ser diferente en cada pafs, y en esa
medida, el usado en Filipinas es diferente. Filipinas tiene grupos de victimas que
sufrieron las violaciones durante el régimen del Presidente Marcos y otras victimas
de otras épocas, sin embargo, el sistema de reparacién es solamente para las
violaciones ocurridas entre el 21 de septiembre 1972 al 25 de febrero de 1986,
esto se explica porque muchas personas durante esta época fueron asesinadas,
torturadas, bajo la Ley Marcial, pero ademds porque el dinero, viene de los bienes
del presidente Marcos. Esto es un reto porque es muy dificil explicar por qué el
sistema es tan limitado y no atiende a ofras victimas. Podria ser necesario en algin
momento implementar un plan de reparacién para todas las victimas.

La ley contempla diferentes acciones: reparacién monetaria y no monetaria, se
han llevado a cabo medidas de memoria, se ha recolectado las narrativas de las
victimas, y se cuenta con una comisién de la memoria que las organiza, también un
museo de la memoria en honor a las victimas, en el cual se exhiben las narrativas,
los documentos sobre las violaciones. En este mismo nivel de reparaciones no
monetarias, existen medidas educativas, proyectos productivos, un seguro de
salud para las victimas de violaciones de derechos humanos, atencién psicosocial,
entre otros.

Finalmente, comentd que se estd trabajando con las organizaciones de victimas
para que las acompaden, porque las victimas pueden no saber qué hacer con la
indemnizacién, algunas organizaciones podrian dar esa asesoria y asi lo estdn
haciendo, esto es preciso continuar desarrolldndolo.

b. Andlisis Comparado

De las experiencias compartidas por las participantes, fue posible identificar que
existe una creciente tendencia a establecer medidas que superen el componente de
indemnizacién, en atencién a la existencia de pardmetros internacionales que asf
lo establecen. Sin embargo, continta ocupando un lugar bastante relevante en la



reparacién a las victimas la entrega de una indemnizacién y en todo caso, esta accién
reviste importantes complejidades. En este sentido, se destaca el caso de Colombia
porque contempla un amplio listado de hechos a los cuales les corresponde la
medida de indemnizacién, ocurridos desde 1985, esto, un largo periodo de tiempo.
Asi de los tres paises participantes, se observa que el caso colombiano es el que
mayor nimero de victimas ha logrado indemnizar hasta el momento.

En segundo lugar, respecto al tema de indemnizacién, se pudo analizar lo relativo
a los sistemas de tasacién. Los programas colombiano vy filipino contemplan un
sistema de fasacién, que permite que la indemnizacién llegue a un mayor nimero
de victimas, aunque en Filipinas, la definicién temporal y de hechos, es bastante
limitada. Por su parte, el sistema mexicano de fijacién de indemnizacién caso a caso,
hasta la fecha no cuenta con muchos resultados por su reciente implementacién,
pero es posible prever que tomard mayor tiempo ampliar el cubrimiento.

La implementacién de medidas en ofros componentes de la reparacién integral,
es un reto que enfrentan los pafses. Los tres pafses participantes, comentaron de
diferentes acciones de satisfaccién y/o rehabilitacion. Para el caso de Filipinas y
México, estas acciones han sido mds puntuales, destacando asi el caso colombiano
en el cual se ha logrado una amplia cobertura de victimas por medio de este tipo
de medidas, como la estrategia de recuperacién emocional grupal, las cartas de
dignificacién y reconocimiento, entre otras.

También, se destacé la importancia de encontrar mejores formas para acompafar
a las victimas cuando han recibido la indemnizacién. En este dmbito, en Filipinas
existen avances desde las organizaciones sociales y en Colombia se resalta la
iniciativa gubernamental de contar con un programa que acompafe esta etapa,
por medio de diferentes acciones como la asesoria y gestién de oportunidades.

Finalmente, se pudo concluir que contar con un programa de reparaciéon
individual es una accién muy importante en la justicia transicional pero que
debe ir acompafiado de otras medidas, para lograr garantizar los derechos de
las victimas, para el caso de Colombia y México se llamé la atencién sobre la
necesidad de articular con las medidas de justicia y garantia de los derechos
econdmicos, sociales y culturales.

3. Reparacién Colectiva

Las violaciones a gran escala a los derechos humanos causan impactos que van
mds alléd de las afectaciones individuales. En ocasiones, comunidades enteras



o grupos de personas se ven afectados en su dimensién colectiva. Los dafos
ocasionados al tejido social de un colectivo pueden afectar su identidad como
comunidades u organizaciones y no pueden ser reparados con la suma de
medidas individuales de reparacién. En estos casos, es necesario que el Estado
comprenda la importancia de la proteccién y reparacién del sujeto colectivo como
una condicién para la garantia del derecho a la reparacién de sus miembros.

El panel sobre reparacién colectiva buscéd que los paises invitados compartieran su
concepcién sobre lo que significa ‘lo colectivo’, con el objetivo de analizar cudles
son los aspectos comunes y cudles son las diferencias que presenta el concepto
adoptado por el Estado colombiano. Asimismo, los participantes socializaron
su experiencia institucional en la definicién del universo de victimas colectivas,
y los principales resultados obtenidos con las acciones o medidas de reparacién
colectiva implementadas en sus respectivos paises.

Las preguntas orientadoras para esta conversaciéon fueron las siguientes:

» En Colombia, pueden ser sujetos de reparacién colectiva grupos, comunidades y
organizaciones segin lo establecido en la Ley 1448 de 201 1. En los programas
desarrollados en sus paises, 2cémo se concibe “lo colectivo” y qué alcance
tienen estos procesos con colectivos (a quiénes se dirige, qué se financia vy
durante cuénto tiempo)?

» 2De qué manera participan los colectivos en la formulacién, implementacién vy
evaluacién de sus medidas de reparacién colectiva?

» ¢Cémo han abordado las tensiones, derivadas de la ausencia estatal y del déficit en el
acceso a servicios sociales, entre las medidas de reparacién y el desarrollo territorial?

» En el marco de los procesos de reparacién de colectivos, 2qué tipo de iniciativas
considera que contribuyen a una reconciliacién a largo plazo o que potencialmente
podrian hacerlo?

El moderador del panel fue Marco Romero, Director de la Consultoria para los
Derechos Humanos y el Desplazamiento (CODHES).

A continuacién, se encuentran las intervenciones de los representantes de
los paises invitados a este panel, en el que cada uno de los invitados hizo el
esfuerzo por mostrar los alcances, desafios y aprendizajes adquiridos a partir de
sus experiencias. A manera de cierre de este apartado, se encontrard un andlisis
comparativo entre ellos.

Pert¢

Susana Cori comenté que la implementacién del programa de reparacién colectiva
en Per0 resulté mds sencilla que la individual. Cuando se empezé a hablar de
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procesos de reparaciéon en el pafs habia miedo, existia una fuerte resistencia de
la clase politica a desligar a las victimas subversivas de los terroristas. El concepto
de victima, ademds, exclufa a toda persona que perteneciera a grupos subversivos
lo que generé que, tanto el reconocimiento de victimas individuales como sus
reparaciones no fueran sencillos de implementar.

En sentido contrario, la puesta en marcha del programa de reparacién colectiva
resultaba menos problemdtica porque nadie cuestionaba la reparacién de una
comunidad que habia sido afectada, ni se discutia la existencia de un vinculo del
individuo con la subversién. Con la ley 28592 de 2005 y su desarrollo normativo,
se puso en marcha el programa de reparacién colectiva. En ese momento, Per(
contaba con el denominado “Censo por la Paz”, realizado por el Ministerio de
las Mujeres y Poblaciones Vulnerables, que constituia una informacién previa que
permitié la construccién de una politica publica y la identificacién del universo de
victimas, convirtiéndose en el antecedente del Registro Unico de Victimas. Una vez
se habilité al ejecutivo, se hizo la primera reparacién colectiva, que consistié en la
entrega de 100.000 soles, a través de proyectos, a comunidades afectadas, que

en 2008 y 2009 ya sumaban mds de 3.000 inscritos.

Durante los primeros afios de ejecucién de la politica de reparacién colectiva,
no hubo claridad sobre los lineamientos de implementacién ni priorizacién de
comunidades. Es a partir de 2011, cuando iniciaron las reparaciones individuales,
se replantean los lineamientos de cémo reparar, y se empiezan a modificar los
criterios de priorizacién de comunidades. En este sentido la politica peruana
optd por el fortalecimiento de la participacién de la comunidad beneficiaria. Las
victimas crecieron en tanto tuvieron oportunidad de escoger, revisar y participar
en el proyecto de reparacién, de igual forma que se abria espacio para hacer
seguimiento y monitoreo a la entidad ejecutora del proyecto.

Esto Gltimo, ademds, correspondié al componente de visibilizacién de la reparacién
que adelanta el Estado peruano, y que se ha realizado en dos momentos: el de
entrega del proyecto y el de cierre. A través de estos actos protocolarios, el Estado
convocé a la comunidad para dar conocer el proyecto como una medida de
reparacién, sus beneficios y destinatarios.

México

Ricardo Sdnchez Pérez inicié inicié la intervenciéon sefialando que la situacién
de su pais es diferente a la de los procesos que se han presentado y expuesto
a lo largo de la Escuela de Reparaciones Internacional. En atencién a que en
México no existe una politica definida de reparacién a victimas que cuente con
una institucionalidad propia, sino que se han tratado de acomodar las politicas
existentes al contexto y a las necesidades de las victimas. No obstante, dicha
politica no fue resultado de un proceso de paz, ni pretendid responder a las
reparaciones de dafios causados por un conflicto armado, sino que més bien



son una respuesta ante la presencia de grupos armados y de grupos de crimen
organizado que han fenido una gran expresién de violencia, causando graves
violaciones de derechos humanos.

En tal sentido, no se ha podido estandarizar una identificacién de victimas. Cada
punto del pafs ha tenido situaciones distintas, luego no es lo mismo atender
comunidades desplazadas por violencia entre comunidades indigenas en el sur del
pais (Chiapas), que comunidades desplazadas en el norte del pafs generada por
el crimen organizado. De igual forma resulta un reto llevar a cabo la identificacién
con base en grupos o movimientos politicos del pasado y del presente que han
generado violaciones de derechos a grupos de personas.

Se realizé un diagnéstico, de cudles son las necesidades mds importantes,
encontrando que la marginacién y los problemas de salud eran los més frecuentes,
y la cuestion de como atender a personas que 40 afios después siguen viviendo
situaciones de marginacién fue uno de los puntos centrales del diagnéstico. Se
generd un esquema (carnet) de atencién prioritaria e inmediata en programas de
salud a las victimas que viven en comunidades alejadas que incluyen bdsicos, de
especialidad y alta especialidad y se han hecho planes de atencién psicosocial
con acompanamiento del Comité Internacional de la Cruz Roja para recomponer
el tejido social.

Las reparaciones econdmicas se vuelven un tema trascendental, tratando de
establecer criterios claros de reparacién, a través del dafio moral (basado en la
Corte Interamericana), lucro cesante y dafio emergente

Los anteriores son criterios de responsabilidad estatal que se utilizan para calcular
la indemnizacién, y son muestra del nivel casuistico con que México aborda la
reparacién colectiva.

Marruecos

La intervencién fue realizada por Mustapha Iznasni quien comenté que la
implementacién de las reparaciones colectivas, Marruecos diseiid y adelanté
programas para la reparacién comunitaria diferenciando dreas que vivieron
la represion masiva, a través por ejemplo de la negacién de servicios publicos
o la privacién de la financiacién estatal del desarrollo como forma de castigo
colectivo, por ser consideradas por el gobierno como zonas de resistencia y
disidencia politica o regiones en donde se hicieron instalaciones de detencién
secretfa y tortura.

Puntualmente 13 regiones se han beneficiado de estos programas desde el
lanzamiento del programa en 2007, donde el Consejo Nacional de Derechos
Humanos se ha encargado del seguimiento de la implementacién, y en el que
se consideré importante la creacién de un comité de pilotaje como parte del
dispositivo institucional del Estado, quien tenia entre sus funciones velar por el
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programa, supervisar la coherencia estratégica y asegurar la transparencia
financiera y la coordinacién con ayuda externa.

El dispositivo institucional creado para tal fin contd, entre otras, con las siguientes
caracteristicas: 1) Constituyé un espacio participativo de debate entre diferentes
actores, poderes publicos, cuerpos elegidos y sociedad civil; 2) Es flexible, con
declinaciones a nivel central y territorial; 3) Tomd en cuenta la dimension de
género; 4) Garantizé el pluralismo de los actores y tuvo en cuenta la diversidad
cultural y lingistica; 5) Favorecié la renovacién de las élites en materia de
derechos humanos y 6) Establecié comunicacién entre entidades politicas y
unidades técnicas de gestion.

Tras presentar a manera de contexto el surgimiento del programa de reparacién
comunitaria de Marruecos, el panelista sefalé las recomendaciones a los
Planes de Acciéon que el Consejo Nacional de Derechos Humanos realizé para
implementar los Planes de Accién Locales, de acuerdo a las especificidades de
las zonas protegidas. De manera general estos Planes se han articulado alrededor
de 4 ejes: capacitacién de los actores locales, preservacién de la memoria,
mejoramiento de las condiciones de vida (Servicios, infraestructura, alternativas
de ingreso, protecciéon del medio ambiente y empoderamiento de las mujeres), y
generacién de nuevas sinergias.

En tal sentido, para poder responder ante una eventual insuficiencia de fondos
y expertos, el Consejo Nacional se anticipé a la finalizacién de los Planes de
Accién, logré movilizar y gestionar el apoyo de socios durante los primeros afios
de la implementacién, logrando firmar 23 convenios con socios nacionales e
internacionales, departamentos gubernamentales, Unién Europea, UNIFEM,
organizaciones de la sociedad civil, instituciones, etc., con cuyos fondos se han
realizado alrededor de 149 proyectos. La movilizacién de los socios es uno de
los aspectos mds fuertes del programa, pues aparte de los fondos recaudados,
se cuenta con la participacién socios motivados por el éxito y por su importancia
céntrica en el proceso de reconciliacién y reconstruccién de la memoria, la cual
ha servido para visibilizar lecciones aprendidas del pasado y para garantizar la
no repeticion.

De otro lado, el panelista explicéd el sistema de evaluacion y seguimiento que
consistié en el acompanamiento de las estructuras organizacionales creadas para
este efecto, quienes desde el lanzamiento de la implementacién del programa de
reparaciéon comunitaria han llevado a cabo reuniones regulares para su monitoreo.
Asimismo, el Comité Nacional de Pilotaje y las coordinaciones locales se rednen
para analizar e identificar avances sobre la base de los planes de accién. Ademads,
se han realizado jornadas de evaluacién interna, organizadas con la participacién
del conjunto de los actores involucrados, con el fin de determinar logros y vacios.



Como parte de las sugerencias para la implementaciéon del Programa, el
Consejo documenté la experiencia a lo largo de su ejecucién y veld por poner a
disposicién una importante literatura relacionada con el programa y por realizar
eventos nacionales e internacionales para dar a conocer la experiencia marroquf.
Se realizaron publicaciones y producciones audiovisuales, difundidas lo mas
ampliamente posible, buscando asf, cooperd el Centro Internacional de Justicia
Transicional y se abrieron otras experiencias en materia de reparacién (Memoria,
educacién y ensefianza). Ademds de conformar el archivo de preservacién, el
Consejo firmé con la Universidad Mohamed V (Facultad de Ciencias y Letras)
un convenio de apoyo para la creacién de un doctorado de estudios de historia
presente y creacién del centro de estudios e investigaciones.

En los temas referidos a la memoria especificamente, se hicieron tres museos
regionales y una casa de la historia, se han organizado 4 coloquios cientificos
internacionales sobre estas temdticas, patrocinados por el Rey, en los cuales se
han reunido investigadores de alto nivel marroquies y extranjeros, historiadores,
gedgrafos, sociélogos, antropdlogos, linglistas, politélogos, conservadores de
museos, efc.

Colombia

La panelista, recordé que la experiencia en Colombia para la implementacién
del Programa de Reparacién Colectiva tienen sus antecedentes en el marco de
la Ley 975 de 2005 y la Comisién Nacional de Reparacién y Reconciliacién que
avanzd en procesos pilotos de reparacién colectiva; en 2011, cuando se aprobé
la Ley de Victimas, se recogié todo ese ejercicio pero se le dio, dentro del nuevo
marco normativo, un nuevo horizonte, asigndndole a la Unidad para la Atencién
y Reparacién Integral a las Victimas la tarea de poner en marcha el Programa de
Reparacion Colectiva.

En este desarrollo se recogieron los antecedentes, la ruta, las recomendaciones y
sugerencias frente a un primer universo de posibles sujetos de reparacién colectiva;
se traté de un proceso nuevo desde el punto de vista institucional, que implicd
grandes retos también desde lo conceptual: qué se entiende por lo colectivo en
Colombia y cémo darle una lectura contextual a partir de los diferentes territorios,
hechos victimizantes y los diferentes dafos. El desafio consistié en traducir lo
establecido en la Ley y convertirlo en una realidad frente a unas condiciones de
conflicto, en zonas con indices de alta marginalidad y diferentes tipos de sujetos
de reparacién colectiva. Fue asi como la Ley definié diferentes tipos de sujetos
de reparacién colectiva, sefialando a las comunidades campesinas y étnicas,
reconocidas a partir de territorios especificos, prdcticas culturales, una historia; a
grupos de personas y a organizaciones de movimientos sociales o politicos que
también sufrieron, con ocasién del conflicto armado, dafos colectivos. A partir de
un reconocimiento de tales colectivos, de la identificacién de su preexistencia a los
hechos y de las diferentes hipétesis de victimizacion, se valora si se estd hablando
de un sujeto de reparacién colectiva.
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La ley 1448 de 2011 dio un marco muy general que debié ser definido
conceptualmente  para  establecer su alcance, y poder implementar
metodolégicamente la operativizacién del programa, y asi disefar las herramientas
de trabajo pertinentes. Asi empezé el primer ejercicio que recogié los procesos y
aprendizajes de la institucionalidad anterior, por ejemplo, se adelanté la revisién
de las comunidades victimas de desplazamiento focalizadas en procesos de
reforno y reubicacién, se cruzd dicha informacién con los municipios donde
habia indices altos de necesidades bdsicas insatisfechas que daban cuenta de
condiciones de marginalidad, estd informaciéon ademds se cruzé con indices de
alto riesgo de victimizaciéon. También se tuvieron en cuenta las sentencias de
la Corte Constitucional y del Sistema Interamericano. Con esa informacién se
establecieron criterios para priorizar los sujetos de reparacién colectiva.

Con ello comenzé la puesta en prdactica del Programa, a fravés de un proceso
de acercamiento a los sujetos, mediante la ruta denominada de oferta, donde
la institucién inicié el acercamiento a los sujetos colectivos con la finalidad de
generar condiciones de confianza que permitieran avanzar en el proceso, lo cual
supuso un gran refo para el Programa teniendo en cuenta que en muchos casos
y ferritorios el Estado ha permanecido ausente e incluso ha sido cémplice de la
ocurrencia de los hechos victimizantes.

En el desarrollo de esta tarea se han ido identificando una serie de desafios
partiendo del proceso de acercamiento, que debia hacerse de diferentes maneras
de acuverdo a la multiculturalidad, la pluri-etnia que caracteriza a Colombia.
También, por ejemplo, se encontré que la delimitacién por espacios territoriales
especificos no es suficiente porque hay casos que tienen un alcance nacional como
el ejemplo de los sindicatos, el grupo de periodistas o los movimientos politicos.
Asi, tras identificar preliminarmente 303 grupos, con caracteristicas distintas,
resulté clara la necesidad de un equipo de trabajo amplio y cualificado para
lograr el objetivo de recuperar el tejido social, empezando desde la generacién
de nuevos lazos de confianza.

Se evidencié en primer lugar, la importancia de la definicién del sujeto colectivo
como uno de los puntos fundamentales para poner en marcha los programas de
reparacién, no sélo por la necesidad de comprender y saber a quién reparar y en
qué sentido, sino también para determinar cudndo el tejido social y la capacidad
organizativa de las sociedades se habia visto afectada por los conflictos armados,
de alli la diferencia principal con la implementacién de programas de reparacién
individual, que si bien podrian comprender las afectaciones de carécter
personalizado y familiar, nunca responderfan a la intencién de generar, reconstruir
o reestablecer los lazos de confianza en un proceso de reconciliacién nacional.




Las experiencias de paises como Colombia, Perd y Marruecos mostraron que
la definicién de lo colectivo desde lo normativo resulta una apuesta a favor del
avance del proceso de reparacién, permitiendo la identificacién particular de los
grupos o comunidades que han sufrido dafios de cardcter colectivo. Identificar
el universo de victimas facilita dimensionar y controlar el avance del programa,
y su delimitacién brinda pardmetros para identificar plenamente a los sujetos. Si
bien Perl y Marruecos definieron el sujeto de acuerdo a la zona o regién, una
definicién mds acertada podria estar relacionada, ademds del territorio en sf, con lo
comunitario. No obstante, en Colombia hacer esta delimitacion se complicé cuando
se identificaron colectivos afectados, donde la unién de sus integrantes trascendia el
hecho de compartir un territorio, y su vinculo se daba por sus intereses e identidad.
Aungue en un sentido més o menos cercano, el Programa de reparacién colectiva
de Colombia tuvo un inicio basado en la focalizacién de territorios en donde
posiblemente podrian encontrarse sujetos colectivos afectados por el conflicto. No
obstante, se amplié el concepto de lo colectivo més alld de lo comunitario definido
por el territorio, incluyendo ademds, grupos de personas y organizaciones sociales.
Estas formas de comprender lo colectivo fueron también resultado de los contextos
del conflicto vivido en cada pafs, de sus causas y dindmicas.

En todo caso, los programas coincidieron en la necesidad de generar estrategias
de reconstruccion del tejido social, y pusieron de presente la importancia de
la participacién de los sujetos en la definicién de las acciones reparadoras, no
sélo por sus alcances, sino también como parte del proceso de inclusién de las
victimas en la vida pUblica de los paises, un lugar que tuvieron negado por las
circunstancias del conflicto, y que podria considerarse una accién de restauracién
del derecho a la participacién y por tanto de su calidad de ciudadanos y
ciudadanas como sujetos activos y corresponsables de sus vidas en comunidad.
Para ello, los programas destacaron la importancia de hacer esfuerzos por incluir
enfoques diferenciales que faciliten la comprensién de la multiculturalidad y de las
necesidades sentidas por las victimas.

De otro lado, México presentd una experiencia que se diferencié de las demds
en fanfo no se ha generado ningin nuevo marco normativo e institucional para
las victimas y, de hecho, la existencia de los grupos de delincuencia organizada
que pusieron de precedente la necesidad de atender a las personas afectadas, no
derivé directamente en el reconocimiento de su condicién de victimas, sino que
se activaron los sistemas estatales existentes para responder a sus necesidades
y problemdticas. Por esto mismo, la identificaciéon de lo colectivo es adn mas
confusa si se tienen en cuenta las determinaciones por la cuales se caracteriza el
dafio y sus causas.
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4. Mujeres, Género y

Violencia Sexual

Las mujeres y personas con orientaciones sexuales e identidades de género no
hegeménicas sufren de manera particular las violaciones a sus derechos y son
victimas habituales de violencia sexual en contextos de conflicto armado. Por esta
razén son grupos vulnerables y deben recibir atencién especial y diferenciada.
Esta realidad ha llevado a muchos gobiernos a establecer medidas y politicas
pUblicas que parten del reconocimiento de las particularidades de estos grupos
poblacionales. A la vez, ha propiciado discusiones sobre los enfoques diferenciales
que deben ser disefiados y considerados de manera transversal en los procesos
de reparacién, con el propdsito de garantizar que éstos brinden una respuesta
especifica y diferenciada.

En este panel, se buscé que los paises identifiquen los aspectos mds relevantes
en los procesos de reparacién a mujeres y a poblacién lesbiana, gay, bisexual,
transgenerista e intersexual (LGBTI) que ha sido victima de violencia sexual en el
marco de graves violaciones a los derechos humanos. Poniendo especial énfasis
en la atencién psicosocial como respuesta al impacto que la violencia sexual
genera y la participacién de estos grupos poblacionales en la construccion de
politicas pUblicas que respondan a sus necesidades especificas.
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i ) Las preguntas orientadoras para este eje temdtico, fueron:

2Cudl seria el principal obstdculo en el tema de reparaciones para las mujeres
b que han sido victimas de violaciones a sus derechos cometidas durante el conflicto
armado interno?

2Qué experiencias ha tenido el programa de reparacién para el reconocimiento de
» las afectaciones del conflicto a la poblacién lesbiana, gay, bisexual, transgenerista

e intersexual (LGBTI)2

¢Cémo han sido las experiencias de atencién psicosocial para victimas de violencia

sexual en sus respectivos programas?

La moderadora del panel fue Belén Séenz, representante de ONU Mujeres en Colombia.

A continuacién, se presentard un resumen de las intervenciones de los pafses de
referencia y posteriormente un breve andlisis respecto a la experiencia comparada.



a. Resumen de ‘ClS intervenciones

El Salvador

Matilde Herndndez realizé un breve contexto histérico respecto a los acuerdos de
paz y los principales avances que en materia de reparacién se han adoptado. Al
respecto destacé los acuerdos de paz que fueron firmados en enero 1992, con
los cuales se previeron 4 obijetivos: 1) La finalizacién del conflicto armado; 2) la
democratizacién del pais; 3) el respeto irrestricto de los derechos humanos; y 4) la
reunificacién de la sociedad salvadorefia. Sin embargo, resalté que, pese a que
han transcurrido 23 afios a partir de los acuerdos, son recientes las acciones para
reparar e incluir a las victimas.

En el mismo sentido, comenté la existencia de una comisién de la verdad, creada
en 1993, que presenté un informe denominado “De la locura a la esperanza, la
guerra de los 12 afos en El Salvador”, en donde se sefalé que el mayor nimero
de victimas pertenecia a la poblacién civil y no al Frente Farabundo Marti para la
Liberacién Nacional o a las fuerzas del Estado.

Segun la panelista, el afio 2009 fue el punto de partida de una nueva mirada
respecto a los derechos de las victimas, pues se construyeron politicas publicas con
enfoque de derechos humanos y esto permitié que hubiera un reconocimiento de
las victimas y de sus violaciones a los derechos humanos. Hacia el afio 2010 hubo
un primer acercamiento entre las organizaciones de las victimas y las entidades. A
través de este didlogo se consensud una plataforma con las victimas, para recibir
todas sus reivindicaciones, y ver en conjunto, en qué se podia avanzar.

A esto, la panelista afiadié algunas acciones de reparacién que se tomaron, como
la realizacion de medidas de dignificacion y construcciéon de memoria, tales como
los actos de perdén publico realizados por el Presidente de la Republica.

Como parte de las acciones destacadas, la panelista sefalé que en el afio 2013
se emitié un decreto que rige al ejecutivo y no a las otras ramas del Estado, por
medio del cual se creé un Programa Nacional de Reparacién de Victimas y que
exige crear un registro Unico de victimas. Igualmente, cre6 el Consejo Nacional
de Victimas (instalado en 2014) donde tienen asiento las principales entidades
del Estado y representantes de las victimas elegidos por ellos mismos. Asimismo,
establece los hechos a reparar, entre los cuales se incluye la tortura sexual.

En cuanto al tema de reparacién a las mujeres, resalté que si bien es un tema de la
mayor trascendencia no se han logrado muchos avances. Comenté la experiencia
del abordaje del caso conocido como la Masacre de Mozote, ocurrida en 1981,
en la cual las mujeres fueron victimas de multiples actos de violencia sexual y
ofras violaciones a sus derechos humanos. Se mencioné que, respecto a este
caso, se establecieron medidas para la dignificacién, atencién psicosocial y se
concluyé con un ejercicio de memoria, que recogié los testimonios de 23 madres
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e hijas, victimas de estos hechos, los cuales fueron difundidos en un libro y video
denominado “La memoria de las Luciérnagas”.

Entre los avances respecto al fema de género también menciond la promocién de
espacios donde se encuentran varias mujeres victimas para compartir su experiencia
y la creacién de un comité de alto nivel para la implementacién de la resolucién 1325
de Naciones Unidas. Frente a la reparacion o abordaje de las victimas de personas
LGBTI declaré que en El Salvador no se tienen datos al respecto, porque muchas
veces las victimas no se identifican como victimas por identidad de género en el
conflicto armado, en atencién a que el conflicto pasé hace mucho tiempo y pueden
considerar que era un tema de trabajo sexual; también porque las organizaciones
que abordan este tema son de muy reciente creacién.

Finalmente, la ponente resalté que sin la participaciéon activa y ciudadana de
las mujeres, no podemos decir que lo paises se democratizan, ni construyen paz
verdadera.

Ruanda

Jean Damascéne Bizimana comentd que en Ruanda la violencia sexual hizo parte
de los métodos de violencia ejercidos durante el genocidio. Las violaciones fueron
masivas, sistemdticas y generalizadas. En tres meses de genocidio, se estima
que entre 300.000 y 500.000 mujeres fueron violadas, entre las mujeres que
fueron violadas, algunas sobrevivieron y otras no, también muchas nifas, fueron
violadas y posteriormente asesinadas. De tal manera que, durante el genocidio,
la violencia sexual fue tanto un arma, como una herramienta. Algunas mujeres
de las que sobrevivieron, lo hicieron porque aceptaron ser sometidas a la vida
armada y militar. Adicionalmente, los medios de comunicacién del Estado, es
decir los periédicos y la radio incitaron incitaban a cometer violaciones antes
de asesinar a las mujeres y de la misma manera, las autoridades incitaron a las
violaciones. Ademds, a menudo, las autoridades violaron a las mujeres delante
de los milicianos para dar un ejemplo de que se debian cometer violaciones de
forma masiva.

Esta violencia tuvo muchos dafos, sin embargo, una gran consecuencia es que un
gran ndmero de mujeres y de nifas que sobrevivieron al genocidio portan el virus
del SIDA, el cual les fue transmitido durante el genocidio. Los asesinos que tenian
el SIDA, se lo transmitieron a las mujeres y a las nifas.

El panelista recordé que durante el proceso GACACA, las violaciones fueron
juzgadas en privado, no en publico, las personas que tenfan testimonios sobre
las violaciones se lo manifestaron de manera privada al juez y era el juez quien
decidia la culpabilidad o la inocencia de los asesinos. Nunca se hicieron juicios
pUblicos, incluso ahora en la justicia ordinaria, los juicios se hacen de forma
privada a través de las acciones de jueces especiales. En el Tribunal Internacional
para Ruanda, las violaciones sexuales también fueron un delito a considerar y en



todos procesos. Como, el Tribunal juzgé a las autoridades, se pudo constatar que
las autoridades, mds alld de realizar ellas mismas las violaciones, incitaron a la
poblacién a cometerlas.

Ahora bien, una dificultad particular que existe es que se debe atender a las
mujeres victimas de las violaciones, y a los nifios y nifias concebidos y nacidos
a raiz de esas violaciones. Las dificultades relacionadas con esto son de dos
naturalezas: por un lado, las mujeres victimas de las violaciones tienen muchos
problemas para re-adaptarse con su ‘status’, ellas se reprochan haber sobrevivido
al genocidio, viven con una especie de “verglenza frente a la sociedad”, pues
hubo muchas mujeres que fueron asesinadas por no permitir las violaciones. De
otfro lado, los nifios y nifias que nacieron a raiz de las violaciones; las mujeres no
se afreven muy a menudo a decirselo a sus hijos. Los nifios, quienes las cuestionan
cuando crecen, exigen una respuesta. Y las mujeres temen relatar los hechos, asf
que surge un conflicto entre las madres y sus hijos. Pero se ha visto que cuando
lo mujer decide sincerarse con los hijos, hay una buena aceptacién de su parte.

Para manejar ese problema, el gobierno creé un ministerio encargado de los
asuntos de las mujeres y dentro de ese ministerio, hay una divisién especial
encargada de las mujeres victimas de las violaciones durante el genocidio, asf
como de los NNA producto de esas violaciones. En los hospitales y centros de
salud existen grupos de escucha y de acompafamiento a las mujeres y nifas.
Oftra accién del gobierno es el sostenimiento de las asociaciones de mujeres y
nifias relacionadas con las violaciones, que permiten que las mujeres hablen de
lo que sucedid y puedan restablecer sus lazos y relaciones dentro de la sociedad,
las asociaciones son de cardcter nacional y local. Actualmente ademds se ha
constatado que la violacién, que es un hecho relativamente nuevo, es mejor
comprendida y la sociedad estd mds dispuesta a acompafiar a las mujeres que
antes, ya que justo después del genocidio, las mujeres eran llamadas ‘las mujeres
de los milicianos’.

Ahora bien, en relacién a la reparacién el gobierno no ha expedido ninguna ley
de reparaciones, sin embargo, ha reflexionado sobre las medidas que necesitan
las victimas y ha creado un sistema de asistencia médica, asistencia humanitaria
tanto para las mujeres como para los nifios nacidos a rafz de las violaciones. Para
los nifios, los programas buscan ayudar a que estudien, consigan trabajo y a crear
asociaciones para apoyarse entre ellos. De manera que puede decirse que la
politica del gobierno se ha orientado hacia un programa més social y humanitario
que de reparacién, la cual se ha hecho a través de la via juridica y las medidas
de reparacién de las mujeres se han orientado a la reintegracién de las mujeres
en la sociedad

Guatemala

Raul Lépez partié afirmando que las violaciones a los derechos humanos de las
mujeres no se dan sélo en el contexto de la guerra, sino que es un fenémeno
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presente en las sociedades tradicionalmente patriarcales, en donde se considera
que las mujeres son inferiores a los hombres. Se expuso una breve resefia de cémo
se superd el conlflicto en el pais, por medio de un acuerdo de paz, que inicié su
negociacién en 1982 y se firmé en 1996 “paz estable y duradera”. Mencioné dos
puntos importantes del acuerdo: la realizacién de un informe de memoria histérica
y el programa para resarcir a las victimas.

Resalté entre los retos que, a pesar de la existencia de un programa de
resarcimiento y unas acciones del Estado, las mujeres victimas de violencia sexual
no han acudido masivamente, porque persiste el miedo y la vergienza de admitir
que son victimas de violencia sexual, agravado por la condicién indigena de la
mayoria de las victimas, donde la posicién patriarcal es mucho mds marcada,
impactando el tema de la discriminacién por razones étnicas.

Finalmente, consideré de la mayor importancia la existencia de una ley contra el
feminicidio, que reconoce que a las mujeres se las ataca por ser mujeres.

Colombia

Marfa Eugenia Morales partié de la presentacion del amplio desarrollo normativo
que existe en Colombia para la protecciéon de los derechos de las mujeres,
destacando principalmente que a partir de 2012 hay una politica publica nacional
de equidad de género. En el tema de reparacién a victimas mujeres, resalté que
la Ley de Victimas establece el enfoque de género, que en la Unidad para las
Victimas hay una clara voluntad de incorporarlo y avanzar en ello, por lo cual se
ha creado un grupo interno para trabajar el tema especifico. En cuanto a avances
institucionales, resalté la existencia del Conpes 3784 de 2013 para mujeres
victimas del conflicto armado, el cual permitié identificar las barreras de acceso
que enfrentan las mujeres y establecié unas acciones concretas que deben hacer
las entidades del Estado para su reparacion.

También se expuso que, en el marco del conflicto armado colombiano, se han
exacerbado las relaciones inequitativas de poder, en donde los actores armados
han tomado a las mujeres como botines de la guerra, usando la violencia sexual
como un arma. Pero esto no es solo por desconocer los derechos de las mujeres,
sino también para impedir su acceso a los espacios publicos, silenciarlas, por lo
cual también se vieron afectadas sus organizaciones y capacidad organizativa.
Al respecto, destacéd que la afectaciéon es mayor cuando se trata de mujeres
pertenecientes a grupos étnicos, y asi ha sido reconocido por la Corte Constitucional
de Colombia en el Auto 092.

En cuanto al tema LGBTI, la ponente explicé el avance que ha tenido Colombia,
mencionando que no ha sido f4cil, porque no existia mucha informacién sobre
estas victimas. Entonces a partir de la representacién en las mesas de participacién,
se identificaron a lideres y lideresas de la poblacién LGBTI, y se inicié un trabajo
con ellas y ellos que ha permitido mencionar el tema, empoderarlos y avanzar



en la identificacién de las afectaciones y formas de victimizaciéon sufridas. Lo que
hasta el momento se ha identificado, es que la accién de los actores armados fue
obviamente de discriminacién hacia las personas LGBTI, por medio de violencia
que buscaba “corregir a este tipo de personas” porque no consideraban posible
que existieran las opciones sexuales diversas.

A partir del infercambio de la experiencia de los pafses de El Salvador, Guatemala,
Ruanda y Colombia, se observd cémo coincidencia que las mujeres y nifias son
altamente victimizadas en contextos de conflicto armado. Para el caso de los paises
participantes, las mujeres victimas ademds pertenecen en una amplia proporcién
a grupos étnicos minoritarios. Adicionalmente, se identificé que existe una cultura
del miedo y el silencio respecto a reconocer y denunciar los hechos de violencia
sexual. Asi todos los paises han tenido que hacer un esfuerzo particular para
motivar a las victimas a denunciar, o contar lo que ha sucedido, y esta tarea puede
tomar varios afos.

De otra parte, es importante mencionar que, para todos los paises invitados,
salvo el caso de Colombia, el reconocimiento a las victimas y la reparacién
ocurri6é después de la finalizacién del conflicto armado y/o los acuerdos de paz,
esta situacion plantea un reto adicional para Colombia que estd reparando en
medio del conflicto. Esta situacién fue especialmente valorada por los diferentes
participantes, puesto que se menciond que, si en un contexto posterior al conflicto
se enfrentan grandes dificultades para poder garantizar a las victimas sus derechos,
en un conflicto que persiste, estos retos son mucho mayores.

En este sentido, los paises participantes destacaron la importancia que fienen
las acciones de reconocimiento de las victimas y la reconstrucciéon de memoria
histérica como elementos fundamentales para la construccién de la paz. Asi, El
Salvador y Guatemala contaron con una comisién de la verdad, que facilité esta
tarea. Para el caso de Colombia, si bien no se tiene una comisién de la verdad en
funcionamiento, existen importantes iniciativas en la materia desde la realizacién
de las medidas de satisfaccién y las actividades que realiza el Centro Nacional de
Memoria Histérica creado por la Ley de Victimas y Restitucién de Tierras.

Ofro punto de consenso entre los representantes de Guatemala, El Salvador,
Ruanda y Colombia fue el papel de los procesos de atencién psicosocial y
empoderamiento de las mujeres, ya que cada una de las experiencias ha tenido
muy buenos resultados cuando han propiciado procesos de encuentro de las
mujeres, mediante plataformas que promuevan la dignificacién, que las han hecho
protagonistas de sus propias luchas. No obstante, las complejidades y los impactos
de las diferentes victimizaciones sufridas por las mujeres (asesinato, incineracién,
empalizadas, cortes genitales y contagio de enfermedades de transmisién sexual)



plantean un reto, en la medida en que los métodos de tortura han dejado un saldo
de dolor y culpa que nos son sencillos de abordar.

Se encontré una coincidencia en Guatemala, el Salvador y Colombia sobre la
existencia de un marco normativo reciente para proteger y proteger los derechos
de las mujeres, ademds de instituciones especificas encargadas de su atencién.
Entre otras herramientas, se menciond la Resolucidon 1325 de Naciones Unidas
que estd siendo aplicada a los pafses como un marco de partida y referencia para
el posicionamiento de las mujeres en la construccién de la paz.

Frente al reconocimiento y abordaje de las victimas con orientaciones sexuales
e identidades de género no hegemédnicas, Colombia es el Unico pafs que
tiene un avance concreto en la materia, puesto que ha iniciado un trabajo con
representantes de la comunidad LGBTI. En los demés paises este sigue siendo un
tema aun invisible y no abordado.

La experiencia de Ruanda permitié poner sobre la mesa la necesidad de pensar
en la educacién de los nifios productos de actos de violencia sexual y la alta
complejidad que plantea este tipo de casos, que se conoce han ocurrido también
en Guatemala y Colombia.

Finalmente, todos los participantes destacaron que la discriminacién contra las
mujeres, es un tema que se debe abordar de manera amplia en la sociedad vy el
Estado, puesto que no ocurre solamente en el contexto del conflicto armado. Asf,
la reparacién a las victimas, debe ir mds alld y abordar los aspectos estructurales
que impiden el igual goce de derechos por parte de la poblacién femenina vy
esto pasa por fortalecer su participacién en los escenarios publicos de toma de

2 decisiones y construccién de ciudadania, incluidos los escenarios de construccién
de poz.

5. Nifios, Nifias y Adolescentes

Los nifios, nifas y adolescentes (NNA) constituyen uno de los segmentos mds
vulnerables de la poblacién y por ello se ven afectados especialmente por las
violaciones a los derechos humanos. En este sentido, es necesario reconocer
que existen particularidades en las afectaciones que ellos sufren y que tienen
necesidades especificas para superarlas. Por ello, es importante crear programas
y medidas de reparacién dirigidas especialmente a atender dichas necesidades
con el propdsito de contribuir a la construccién de una paz sostenible.



Las politicas dirigidas a la infancia han avanzado en la proteccion del ejercicio
pleno de derechos por parte de los NNA. Sin embargo, en relacién con los conflictos
armados, las politicas y acciones orientadas a los NNA estdn especialmente
concentradas en su desvinculacion y en su reinsercion social, politica y econdmica,
priorizando su llegada a la edad adulta sobre la infancia y la adolescencia.

Por lo anterior, este panel buscé indagar, por un lado, sobre aquellas iniciativas
que los paises invitados han implementado para la desvinculacién y reintegracién
de nifios, nifias y adolescentes. Por ofra parte, busca conocer las medidas que
se implementaron o implementan para NNA victimas de hechos diferentes al
reclutamiento. Partiendo de las siguientes preguntas orientadoras:

b ¢Cudles fueron los aciertos y las fallas de los procesos de reparacién y reintegracién
de los nifios, nifas y adolescentes desvinculados?

P ¢Qué medidas, acciones o proyectos se implementaron para las personas
desvinculadas de los grupos que fueron reclutados siendo menores de edad?

» 2Qué iniciativas resaltaria para transformar los proyectos de vida de los nifios
victimas del conflicto?

El moderador del panel fue Mario Gémez.
a. Resumen de las intervenciones

Colombia

En este panel intervinieron tres panelistas colombianos, Génica Mazzoldi por parte
del Instituto Colombiano de Bienestar Faminiar, Luzmila Cardona, por parte de
la Organizacién Internacional para las Migraciones y Katherine Herrera de la
Unidad para las Victimas.

La panelista Génica Mazzoldi, delegada del Instituto Colombiano de Bienestar
Familiar (ICBF), inicié la intervencién explicando el rol del ICBF en el proceso de
reparacién y de su relacién tanto con la Unidad para las victimas, como con otras
entidades del Sistema Nacional de Atencién, Asistencia y Reparacién Integral a
las Victimas (SNARIV), en su funcién de restablecimiento de derechos frente a la
inobservancia, amenaza o vulneracién de los derechos de los NNA en el marco
del conflicto armado.

Desde ahi resalté tres elementos que dieron respuesta a las preguntas planteadas
para la realizacién del panel. El primero referido a uno de los factores mads
dificiles de asumir cuando se habla de NNA, que es el tiempo, porque vale la
pena preguntarse qué es el fiempo para un nifio o una nifa que crecié en un
proceso de reclutamiento, o qué pasa cuando ya tiene 20 o 30 afos, pero la
afectacién se dio hace 15. Estas preguntas y las relacionadas con la pérdida o
consecuencias negativas en la vida de esos NNA que serdn adultos o que ya lo
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son, tienen que ver con el tipo de desafios a los que se enfrenta una sociedad y
un Estado que pretende reparar a los NNA que estuvieron en medio del conflicto.
2Es recuperable lo que se perdié? éSe puede, desde un enfoque reparador y
transformador, entender la categoria “tiempo”2 Incluso, en ese sentido pueden
surgir otras preguntas relacionadas con el tiempo en el proceso de reparacién: el
de la afectacién, el del crecimiento. Y ahi, efectivamente, hay muchisimos retos,
que también implican conjugar la categoria de género con el tiempo, porque
hombres y mujeres, nifios y nifias viven de manera diferencial el tiempo.

Entonces, a partir de ese reto compartido por todas las entidades que trabajan en
pro de la reparacién de los NNA victimas del conflicto armado se resaltaron tres
elementos de la experiencia del ICBF: Uno en particular que tiene que ver con el
programa especializado para el proceso de restablecimiento de derechos de los
nifios desvinculados de los grupos armados al margen de la Ley que involucra
el rol de lo que llamamos el medio social y familiar. Este programa existe desde
1999. Anteriormente se privilegiaba el medio institucional, es decir, que los chicos
y chicas una vez que eran entregados por el Ministerio de Defensa, el Ejército o la
Policia, entraban a un centro de atencién especializado. Hoy dia, se ha aprendido
qgue es muchisimo mds reparador vincularlos a un escenario familiar, por eso
se cuenta con dos modalidades especiales, llamadas Hogar Gestor y Hogar
Tutor, que le dan a los NNA la posibilidad de vivir parte de lo que les queda de
adolescencia en un medio familiar, porque finalmente el proceso de reclutamiento
rompe las dindmicas propias de esa rutina.

De otro lado, la segunda leccién aprendida reconocida por la institucién para
atender NNA victimas de otros hechos diferentes al reclutamiento forzado, tiene
que ver con la implementacién de las unidades méviles que estdn en territorio,
que tuvieron una historia ligada a los momentos de crisis humanitaria masivos de
finales de los 90s y principios de la década del 2000. Hoy en dia, en el marco de la
Ley 1448/2011, esas unidades méviles estdn poniendo de relieve la importancia
de que la institucién vaya a la victima y de que el ICBF busque a los NNA y a sus
familias, una vez la Unidad para las Victimas envia un listado. Esta accién genera
un vinculo y una relacién diferente que la que implica que la victima busque a la
institucion. Esta l6gica de acompafamiento psicosocial es uno de los pilares de la
accién del ICBF, y facilita unas posibilidades de trabajo mds participativas.

Luzmila Cardona.

Delegada de la Organizacién Internacional para las Migraciones.

La panelista inicié reconociendo que Colombia, vive constantes retos en el
proceso de la reparacién y el restablecimiento de derechos de los NNA que han
sido victimas del conflicto. Los desafios no solamente le corresponden al ICBF,
sino que fambién implican un gran esfuerzo de la sociedad civil y todos los
organismos de cooperacién que tienen presencia en Colombia, relacionados con
brindar claridades y herramientas para poder hablar de procesos de reparacion,



de inclusién, de restablecimiento de derechos y de la atencién especializada.

Sefalé que cuando se habla de aciertos, uno de los primeros temas que sobresale
es el que se refiere a brindar y posibilitar procesos de reparacién y reintegracién
a través de modelos socio familiares, bien sea en el esquema de hogares gestores
o de hogares tutores. Esto no sélo se ha convertido en una oportunidad para
procesos de reparacién sino también para procesos de perdén y de construccién
de paz. Igualmente, hablé de la experiencia de los Centros de Referencia y
Oportunidades, que hacian parte del proceso de restablecimiento de derechos
antes de la Ley de Victimas, donde se hacia toda una apuesta en el tema de
inclusion y de referenciacion para que los j6venes pudieran conocer escenarios y
oportunidades diferentes.

También hablé de la experiencia de las entregas de NNA a través del proceso de
didlogo de concertacién con las AUC. Para ese momento, el pafs se prepard a través
de un plan de contingencia que tenia una mirada territorial, a nivel departamental y
municipal, para poder recibirlos de manera masiva. Este aprendizaje posiblemente
sea refomado una vez finalicen los didlogos con las FARC, y tal como ocurrié en
el proceso con las AUC cuando se formulé el plan de contingencia y el protocolo
para recibir a los NNA, implicaré que no sélo se involucre el ICBF, sino también
instituciones como la Defensoria, la Procuraduria, ONG internacionales para
empezar sus procesos de reparacién y de restablecimiento de derechos.

El pais, ademds, construyé una ruta juridica para indigenas con enfoque diferencial,
a través del cual se han disefiado e implementado herramientas para poder hablar
de inclusién, de reparacién, de restablecimiento y de atencién especializada.

Igualmente, la panelista sefala como un avance importante en la materia, la
creaciéon del sistema de informacion del ICBF que posibilita el didlogo con las
entidades que tienen que ver con la reparacién y ademés con las sentencias o con
lo que pueda significar una consecuencia juridica o un desarrollo juridico de esos
mismos procesos de restablecimiento. Una de las recomendaciones que hizo la
invitada con respecto a éste es la posibilidad de incluir otras variables que pongan
de precedente la diversidad cultural.

Sin embargo, reconocié que es una herramienta que da cuenta al pais del nUmero
de NNA que han ingresado a la red de proteccion del ICBF, por qué motivo, de
doénde vienen, dénde fueron reclutados, etc.

Recientemente, la OIM en coordinacién con el ICBF y con UNICEF, realizé una
investigacién para establecer los dafios como consecuencia de cada uno de los
hechos victimizantes en los NNA victimas del conflicto. Aunque posiblemente,
segun la ponente, muchas cosas deberdn ser ajustadas y reflexionadas, el pais
hizo un intento por abrirse a la discusién y contar asi, con mds herramientas para
tomar decisiones. Alli se hizo una guia clinica forense para poder recibir, revisar y
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determinar el dafio causado y, de acuerdo a esto, realizar la tasacién del mismo.
Esta herramienta permite un didlogo en los procesos de justicia transicional y de
reparacién frente a los hechos.

Igualmente y a modo de conclusién, aplaudié en nombre de la OIM el tema
del protocolo de participacién de los NNA, construido por la Unidad para las
Victimas y el ICBF, que hace parte de una resolucién y que se espera, pueda ser

implementada en el pafs para poder responder al tema de la participacién de los
NNA victimas.

Katherine Herrera.

Unidad para las Victimas

La coordinadora del grupo de nifiez de la Unidad para las Victimas comenzé
su infervencién sefialando que la entidad parte de la base de reconocer a los
NNA como sujetos de derechos. Posteriormente, presentd el trabajo que se ha
venido desarrollando con el ICBF para que las diferentes instituciones incluyan
el enfoque, precisamente porque uno de los problemas que afectan al pafs es la
invisibilidad de los NNA y la falta de reconocimiento de su voz y de sus propuestas.
Se sabe que la necesidad de darle un lugar a esas propuestas en las decisiones
que los afectan es parte del ejercicio que se debe hacer con las instituciones.

Sefialé que aproximadamente un 34% de la poblacién victima del pafs se encuentra
en la categoria de NNA, y fue necesario diferenciar cada uno de los ciclos etarios
correspondientes que definen en las necesidades de reparacién que tienen, por lo
cual se han organizado bloques de edades de 0 a 5 afios, de 6 a 12 afios y 13
a 17 afos, pues sus necesidades son distintas y también las afectaciones que han
tenido en el marco del conflicto armado.

Uno de los principales avances identificados es el reconocimiento como victimas
de los NNA que fueron reclutados por los grupos armados y hacerlos parte de
la reparacién. Hay algo muy dificil de entender, y es que muchos de los NNA
victimas no se reconocen como fal, sin embargo, eso no quiere decir que el
Estado no tenga que atender a sus necesidades especificas. Esto se debe porque
algunas acciones, comportamientos o conductas que son absolutamente ilegales,
debido a los contextos sociales, politicos y econémicos del territorio pueden ser
reconocidas como no ilicitas porque socialmente aceptadas. Uno de los retos
més importantes fue darse cuenta de la necesidad de hacer participes a NNA en
los procesos de reparacién, para que ellos mismos permitieran identificar cudles
serfan esas medidas de reparacién y de qué manera se sentirian reparados. En
este sentido, presenté el protocolo de participacién de los NNA que se expidié con
la Resolucion 00623 de septiembre de 2014, como un instrumento que ha servido
mucho y que tiene la intencién de cambiar la forma de ver, desde las instituciones,
a los NNA. Aunque no se ha puesto en marcha, se espera que la implementacién
inicie en el segundo semestre del 2015.



Este protocolo busca generar espacios no representativos de auto-reconocimiento
especificos a cada uno de los ciclos etarios, es decir, de participacién de NNA
que cuenten con metodologias especificas para que puedan formular propuestas
y que éstas puedan ser tenidas en cuenta no sélo a través de los Comités de
Justicia Transicional sino también en toda la politica social, departamental, local
y nacional. No obstante, la panelista sefialé como un reto la implementacién de
medidas de reparaciéon que estén acorde con la edad de los NNA.

Uno de los grandes avances ha sido poder desligar el tema de NNA netamente de
la responsabilidad del ICBF y en este sentido, en referencia a la reparacién, de la
Unidad para las Victimas. Cuando se habla de garantia y de restablecimiento de
derechos, se estd haciendo referencia de un concierto de entidades donde cada
una aporta para la proteccién y goce efectivo de derechos de esta poblacion.

Se resalté la necesidad de generar esas medidas de reparacién en el momento
oportuno porque es alli donde el acompafamiento psicosocial, el trabajo familiar,
la recomposicién de la familia, la solidaridad y el acompafamiento de las
instituciones, tienen un efecto mucho mayor y més positivo en la vida y en el
restablecimiento del proyecto de vida de estos NNA. Este es uno de los obijetivos
comunes que en este momento tienen las 47 entidades del SNARIV y uno de los
principales ejes de coordinacién con el Sistema Nacional de Bienestar Familiar.

Guatemala

Radl Lépez inicié haciendo un contexto sobre la guerra en Guatemala, sefalando
que una de las principales problemdticas consistié en la separacién de las familias
debido a los desplazamientos internos, por lo cual el gobierno creé un programa
de ADN para facilitar la reunificacién familiar, pues una de las consecuencias
tragicas de la guerra fue esa desvinculaciéon y esa imposibilidad de tener una vida
afectiva y una vida en familia.

El gobierno de Guatemala, como sefalé el invitado, es consciente de que hubo
nifios involucrados en la guerra, no obstante una de las preocupaciones actuales
estd relacionada con la construccién de la identidad masculina que estd ligada a
la imagen de guerrero. Culturalmente, se les ha inculcado a los nifios y j6venes
una identidad guerrera relacionada con la forma de ser hombres. No obstante, hay
esfuerzos del Estado por cambiar esta perspectiva que genera violencia y, por ejemplo,
se ha implementado desde la Secretaria de Paz, el “Cambio de rosa”, que es uno de
los monumentos, donde se puso la rosa en las escuelas, para que los nifios hombres
también coloquen la rosa de la paz, tratando de incidir en una cultura de paz, en una
cultura que afirme que la masculinidad no es sinénimo de guerrero.



b. Andlisis comparado

Un primer punto que se destaca tiene que ver con la oportunidad de la reparacién
y de la necesidad de incluir la variable de tiempo en los programas de reparacién,
pues es importante tener en cuenta que las medidas deben ser diferenciadas
de acuerdo a la edad de los NNA. En este sentido, la implementacion de los
programas, para que sea realmente trasformadora, debe contemplar el enfoque
diferencial de nifiez, adolescencia y juventud.

En el caso de los NNA victimas de reclutamiento forzado, fue evidente la
importancia de los modelos familiares y comunitarios, muy por encima de los
modelos institucionales, pues en ellos se privilegia el sentido de la pertenencia y
se facilita el proceso de socializacién e inclusion. Esto, ademds, corresponde a
una forma de restituir a los NNA el derecho a tener una familia, y a recuperar las
dindmicas familiares perdidas en la guerra. Aunque no se sabe ciertamente cudl
es el impacto de la guerra en los NNA, la posibilidad de tener un grupo familiar
de apoyo es una de las apuestas de Estado colombiano para garantizarles a los
NNA un futuro alejado del conflicto.

De otro lado, se sefalé la necesidad de articular las acciones de las diferentes
entidades en el proceso de restitucién y garantia de derechos a los NNA. Esto
sumado a la importancia de difundir e instalar un enfoque en clave de derechos
para esta poblacién al interior de las instituciones y de la sociedad en general,
pues la vulneracién no solo responde a los efectos del conflicto sino también
a la invisibilidad histérica de sus derechos. En este sentido, se resalté como un
avance importante, el protocolo de participacién, que los reconoce como sujetos
de derechos y les da voz para la definicién de las medidas de reparacién que
identificardn para sentirse realmente reparados.

Por otro lado, el ponente de Guatemala puso sobre la mesa la responsabilidad
de las sociedades en la construccién de paz, pues no se deberia seguir educando
y aplaudiendo la construccién de la identidad masculina alrededor del uso de la
fuerza, las armas y el poder.

6. Cooperacién Internacional en la Reparacién Integral

La cooperacién internacional ha tenido un papel fundamental en Colombia a
través de la asistencia técnica, financiera y humanitaria durante varias décadas.
En este sentido, el apoyo a la construccién de paz, la asistencia a las victimas
y la reconciliacién ha sido particularmente relevante. La conjugacién de los
esfuerzos nacionales y del apoyo de la cooperacién internacional, ha permitido el
fortalecimiento de la institucionalidad colombiana y de los procesos de atencién y
reparacién integral a las victimas.



Mediante la oferta de cooperacién internacional, Colombia se ha posicionado
como un actor que aporta al progreso de otros paises a través de mecanismos
diversos como son: los escenarios bilaterales, los mecanismos regionales y las
alianzas estratégicas. Teniendo en cuenta los avances en la implementacién de la
politica publica de reparacién a las victimas y su importancia en el actual contexto
colombiano, este tema ha sido prioritario en la interlocucién con otros paises y en
el intercambio de experiencias.

Este tema busca analizar el rol de la cooperacién Internacional en el confexto
actual y de un eventual postconflicto en Colombia, especialmente con relacién a
la reparacién integral a las victimas. En este sentido, también se propone analizar
cémo la cooperacién internacional es complementaria y apoya la politica pdblica,
asf como los retos actuales y futuros para garantizar una mayor sinergia entre los
esfuerzos del Gobierno Nacional y de la cooperacién internacional.

a. Resumen de las Intervenciones

USAID

Christina Davis se refirid al objetivo de la Estrategia de Cooperacién para el
Desarrollo Pafs 2014-2018 (ECDP) del Gobierno de los Estados Unidos de América,
por medio del cual se fortalece la capacidad de Colombia para implementar una
paz sostenible e inclusiva. Sin embargo, anoté que la desigualdad sigue siendo
un problema fundamental para Colombia, sobre todo en dreas rurales donde el
Estado histéricamente no ha tenido presencia.

Para ilustrar la operacion de USAID, la panelista numeré las lineas estratégicas
de la agencia para el apoyo a Colombia en la transicién del conflicto, entre
los que destacé el acceso a la justicia, la construccién de capacidades de los
gobiernos nacionales y locales, asi como el empoderamiento de la sociedad civil
(incluidas las minorfas étnicas). En esta linea, hizo énfasis en que la cooperacién
internacional en el contexto colombiano se ha dado a través del apoyo técnico,
entendido como la evaluacién y monitoreo a algunos programas y el trabajo de
capacitacién a nivel institucional.

De ofro lado, la panelista sefialé que las acciones se han concentrado en el apoyo
no monetario porque el presupuesto de la cooperacién internacional ha disminuido,
contempldndose en contraposicién la ayuda técnica. En la actualidad, USAID
apoya a la Unidad para la Atencién y Reparacién Integral a las Victimas, en torno
al enfoque diferencial para las rutas de reparacién para mujeres y poblacién LGBTI.

Banco Mundial para Colombia

Para el Banco Mundial (BM), de acuerdo a la intervenciéon de Issam
Abousleiman, la cooperacién se ha centrado en el apoyo técnico en temas como
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el desplazamiento, el DDR, el desarrollo comunitario y la promocién de empleo
para j6venes. Menciond, el Programa Entrelazando apoyado técnicamente por
USAID el cual tiene un enfoque psicosocial y al cual se brinda un apoyo al
monitoreo y la evaluacién.

Fondo de Justicia Transicional de Colombia

Arnaud Peral hablé del trabajo del Fondo de Justicia Transicional que opera desde
2009 y que funciona con recursos del Gobierno Nacional y de la Cooperacién
Internacional. Este ha ayudado a impulsar procesos como la implementacién de
la Ley de Victimas, generacién de confianza en las organizaciones de victimas,
capacitacién a nivel institucional, entre otros.

De otra parte, la reduccién significativa de recursos de cooperacién internacional
se ha traducido en la busqueda de alternativas, a adaptarse a las demandas de
la sociedad y a buscar puntos de convergencia con las prioridades del Estado
colombiano. Por ello, el panelista se refirié a tres principios bajo los cuales
se debe pensar la cooperacién internacional en la actualidad: Innovacién:
Creacién de fondos para el desarrollo de local de iniciativas, para la sociedad
civil; Flexibilidad: El apoyo de la cooperacién internacional en construccién
de paz que debe trascender los periodos de gobierno; y la cooperacién
internacional debe trabajar en zonas donde el Estado ain no cuenta con una
oferta institucional fuerte.

Organizacién para las Migraciones (OIM)

Fernando Calado sefialé que el rol actual de la cooperacién internacional en
procesos de construccién de paz y de reparacién integral a victimas es la de
apoyar y fortalecer a los gobiernos en el disefio, implementacién y evaluacién de
sus politicas y programas. Lo anterior ha sido el principio orientador del programa
de fortalecimiento institucional que actualmente se implementa en donde se
desarrolla un trabajo permanente con: Unidad para las Victimas, el Centro de
Memoria Histérica, el Ministerio de Salud, Alcaldias y Gobernaciones.

Recordé que la Ley de Victimas cred una nueva institucionalidad y establecié nuevas
responsabilidades para aquellas instituciones ya existentes. Esto se tradujo en la
necesidad de definir nuevos procesos, lineamientos, guias y sistemas; los cuales OIM
ha venido apoyando. Indicé que la cooperacién internacional ha ocupado un lugar
privilegiado en la arficulacién con el Estado que debe ejercer con responsabilidad,
orientado a facilitar el encuentro, intercambio y la coordinacién entre aquellas
instituciones responsables de la ejecucién efectiva de la Ley de Victimas.

Asimismo, resalté los diferentes trabajos que se estén realizando con el Centro
de Memoria para emprender procesos de reparacién simbdlica como obras
de teatro, ya que es fundamental e importante poder involucrar a los j6venes.
Adicionalmente, dio a conocer los programas que estdn enfocados en victimas
como el desarrollado por el Departamento para la Prosperidad Social (DPS) con



Centros de Emprendimiento, mediante los cuales se busca crear centros donde
se encuentre toda la oferta institucional, empresas privadas y de cooperacién
internacional, el centro ayuda con capital semilla a montar un negocio de
emprendimiento para las victimas del conflicto armado logrando dejar atrds la re
victimizacién. Insistié en que el tema lddico y deportivo debe fortalecerse, teniendo
en cuenta que la mayoria de la poblacién en Colombia esté por debajo de los 18
afos, y que por ser una generacién joven, tiene en sus manos la responsabilidad
de mantener la paz y la no repeticién del conflicto en Colombia.

Respecto a la Cooperacién Sur- Sur, sefalé la necesidad de la sistematizacién y
documentacién de las experiencias que se estén desarrollando en Colombia.

Por ¢ltimo, mencioné el elemento de la justicia fuerte para la no repeticién, en
especial para los autores de violencia sexual, ya que son importantes los hechos
de no repeticién para estas victimas y actualmente este tipo de violencia le cuesta
al pais el 4% de su PIB.

b. Andlisis comparado

Las intervenciones de los participantes, coincidieron en que la cooperacién técnica
dada por la Comunidad Internacional, ha sido un factor importante para el
fortalecimiento del Estado y ha dado como resultado lineamientos novedosos en la
reparacién a victimas en medio del conflicto en Colombia. Asimismo, reafirmaron
lo necesidad de articular estratégicamente las politicas del Estado en construccién
de paz para lograr impacto en las poblaciones mds afectadas por la violencia.
Y que sigue siendo determinante en el desarrollo de programas avanzar en la
inclusion de los enfoques diferenciales y de los jévenes en construccién de paz.

De ofro lado, se mencioné que el Estado debe incidir en la priorizacién de acciones
y recursos de la cooperacién internacional, entendiendo que serdn menores en los
préximos afos; puesto que Colombia hace parte de los paises de renta media alta.
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Galeria fotogrdfica (Visita experiencial a Valledupar)

‘ Visita al Centro Regional de Atencion a Victimas

Valledupar




Conversatorio sobre participacion de victimas

Valledupar




( Visita a la comunidad de Guacoche, Sujeto de Reparacidn Colectiva Enico

GUACOCHE




i Exposicion arfistica

Valledupar
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Parque El Vigjero

Valledupar



( Rueda de prensa

Valledupar
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